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En la tesis titulada: Niveles de percepción de la ciudadanía acerca de la Política 
Criminal del Orden Interno y Seguridad Ciudadana frente al incremento de la 
Delincuencia Común en Juliaca (2012-2013), se estudia que, profesores, 
abogados, comerciantes, triciclistas, motociclistas y transeúntes se pronuncian 
porque el principal problema es la inseguridad ciudadana como consecuencia 
del incremento de la delincuencia común. La percepción coincide con varias 
investigaciones realizadas a nivel nacional, pues, en la actualidad, la 
inseguridad ciudadana aparece como el principal problema, falta de una política 
criminal del Estado para combatir dicha delincuencia.  
 
En nuestro ordenamiento jurídico, tanto el orden interno y la seguridad 
ciudadana, son garantías constitucionales que adquieren la categoría de 
derechos humanos, por lo mismo, debieran ser garantizados por una adecuada 
política criminal del Estado, pero ello no sucede así. Esta responsabilidad atañe 
en forma directa al Poder Ejecutivo y la Policía Nacional del Perú, también, al 
Poder Legislativo, Poder Judicial, Ministerio Público, Gobiernos Regionales, 
Municipalidades, Defensoría del Pueblo, y otros organismos. 
 
El incremento de la criminalidad y la inseguridad ciudadana se extiende 
a todo el territorio nacional, con especial incidencia en las zonas urbanas, entre 
las cuales se encuentra la ciudad de Juliaca, convertido en el principal 
escenario de la inseguridad en toda la Región Puno por el alto índice de delitos. 
La lucha contra la criminalidad a fin de garantizar el orden interno y la  
seguridad ciudadana, requiere la activa participación organizada de la sociedad 
civil. Sin su participación, todo esfuerzo de la Policía Nacional y los serenazgos 
serán insuficientes. Asimismo, resulta de suma importancia el liderazgo que 
deben asumir los gobiernos regionales, los alcaldes provinciales y distritales, tal 








  ABSTRACT 
In the thesis entitled: Levels of perception of citizens about the Criminal 
Policy Internal Order and Public Safety against increasing crime in Juliaca 
(2012-2013), who studied, teachers, lawyers, merchants, triciclistas, 
motorcyclists and passersby are pronounced because the main problem is 
insecurity due to the increase in common crime. The perception coincides 
with several research conducted at national level, therefore, at present, 
insecurity appears as the main problem, lack of a criminal policy of the State 
to combat such crime. 
  In our legal system, both internal order and public safety, are 
constitutional guarantees acquire the status of human rights, therefore, 
should be guaranteed by a proper criminal policy of the state, but this does 
not happen. This responsibility concerns directly to the Executive and the 
National Police of Peru, also, to the Legislature, Judiciary, Public Ministry, 
regional governments, municipalities, Ombudsman and other agencies. 
  The increase in crime and insecurity extends throughout the country, 
with special emphasis on urban areas, among which is the city of Juliaca, 
become the main scenario of insecurity throughout the Puno region by the 
high crime rate. The fight against crime to ensure internal order and public 
security, requires the active participation of organized civil society. Without 
their participation, all efforts of the National Police and serenazgos be 
insufficient. Also, it is important that the leadership must assume regional 







La razón de la presente investigación, tiene su base, en el hecho de que 
actualmente en todo el país, y particularmente, en la ciudad de Juliaca, que 
constituye el ámbito de nuestra indagación, el problema de la inseguridad 
ciudadana y el incremento de la delincuencia común, ocupa el primer lugar de 
la preocupación de los ciudadanos. Esta percepción hace que toda la sociedad 
civil y en especial quienes estamos comprometidos con el derecho, debemos 
efectuar algunos aportes concretos. 
Para iniciar, el orden interno, es una situación de paz en el territorio 
nacional y de equilibrio en las estructuras socio-jurídico-político del Estado, 
regulado por el derecho público y poder político, orientado a mantener el 
Estado de Derecho con el fin de lograr el desarrollo nacional. Es pues un 
concepto de naturaleza esencialmente político. Es la situación de paz social en 
el territorio de un Estado, regulada por el derecho público y el poder político, 
resultante del equilibrio permanente de las relaciones entre los organismos del 
Estado y de éste con la colectividad, permitiendo el normal funcionamiento de 
la institucionalidad socio-jurídico-político, con la finalidad de promover el 
desarrollo nacional. 
En cambio, la seguridad nacional es la capacidad de preservar la 
integridad física de la nación y de su territorio; de mantener sus relaciones 
económicas con el resto del mundo en términos convenientes; de proteger su 
naturaleza sus instituciones y su gobierno de los ataques provenientes del 
exterior, y de controlar sus fronteras”.  
Por otro lado, la seguridad ciudadana, es la protección de las personas 




privados, contra las amenazas, peligros o ataques de la delincuencia. Se 
refiere a una condición o un estado de un conjunto de seres humanos: a la 
ausencia de amenazas que ponen en peligro la seguridad de un conjunto de 
individuos. En ese sentido, el término tiene un significado normativo. Describe 
una situación ideal que probablemente es inexistente en cualquier lugar del 
mundo pero que funciona “como un objetivo a perseguir”. 
Según las naciones unidas, define la seguridad ciudadana como “la 
condición personal, objetiva y subjetiva, de encontrarse libre de violencia o 
amenaza de violencia o despoja intencional por parte de otros”. Una de las 
funciones de los estados consiste en proveer seguridad y garantizarla a través 
de diversas acciones de las instituciones de seguridad pública. La seguridad no 
es sólo una necesidad individual o colectiva, sino que representa un valor 
sociocultural, jurídico y político. 
En ese contexto, por mandato legal se otorga a los comités regionales, 
provinciales y distritales de seguridad ciudadana, el encargo de formular y 
ejecutar los planes, programas y proyectos en dicha materia, así como la 
ejecución, supervisión y evaluación de la misma en el ámbito de su jurisdicción. 
Asimismo, la norma define específicamente a los Comités Regionales como 
“órganos técnicos normativos que formulan las políticas sobre seguridad 
ciudadana en el ámbito de su competencia territorial”, mientras que los Comités 
Provinciales y Distritales como “órganos ejecutivos”, respectivamente. A su vez, 
los comités distritales han sido reconocidos como las “células básicas del 
sistema”. 
Los comités regionales y provinciales de seguridad ciudadana tienen 




mayor nivel de su jurisdicción, el jefe policial de mayor graduación de su 
jurisdicción o el comisario distrital, la autoridad educativa de más alto nivel de 
su jurisdicción, la autoridad de salud o su representante dentro de su 
jurisdicción, un representante del Poder Judicial, designado por el Presidente 
de la Corte Superior de la jurisdicción, un representante del Ministerio Público 
designado por el Fiscal Superior Decano de la jurisdicción, el Defensor del 
Pueblo o el que hiciere sus veces, tres alcaldes (provinciales o distritales según 
corresponda) con mayor número de electores. 
Además, los comités provinciales tienen entre sus miembros a un 
representante de las juntas vecinales así como un representante de las rondas 
campesinas, en los lugares donde exista, los mismos que serán elegidos 
públicamente por el comité de acuerdo a los criterios que establezca. Por su 
parte, los comités distritales estarán conformados por menos miembros, a 
saber: La autoridad política de mayor nivel del distrito, el jefe comisario distrital 
de la Policía Nacional, un representante del Poder Judicial, dos alcaldes de 
centro poblados menores, además, al igual que los comités provinciales 
tendrán entre sus miembros a un representante de las juntas vecinales así 
como un representante de las rondas campesinas, en los lugares donde exista, 
los mismos que serán elegidos públicamente por el comité de acuerdo a los 
criterios que establezca. 
Entre las funciones comunes más importantes de los comités de 
seguridad ciudadana (regionales, provinciales y distritales) se destacan las 
siguientes: Formular la política de seguridad ciudadana en su respectiva 




colindantes respectivos acciones conjuntas de seguridad ciudadana, y celebrar 
convenios institucionales con conocimiento del CONASEC. 
Pese a toda esa diagramación desarrollado por el Estado para 
implementar la seguridad ciudadana en los diversos ámbitos del país, los 
resultados han sido más que negativos. Por ello, la presente tesis, en 
consideración al trabajo de campo realizado entre los sectores más 
representativos de la ciudad de Juliaca, se tiene que mayoritariamente 
profesores, abogados, comerciantes, los triciclistas, motociclistas y transeúntes 
se pronuncian porque el principal problema de la ciudad es la inseguridad 
ciudadana y el incremento de la delincuencia común. La percepción que tienen 
estos sectores sociales de la ciudad, coincide con los diversos estudios 
realizados a nivel nacional, pues, en la actualidad, la inseguridad ciudadana 
aparece como el principal problema de los peruanos. Este hecho ha 
reemplazado a los otrora problemas como la desocupación o la pobreza. 
Si bien, el orden interno y la seguridad ciudadana, son garantías 
constitucionales que adquieren la categoría de derecho humano, estos no 
tienen aplicabilidad práctica. Esta responsabilidad atañe tanto al Poder 
Ejecutivo y la Policía Nacional del Perú, Poder Legislativo, Poder Judicial, 
Ministerio Público, Gobiernos Regionales, Municipalidades, Defensoría del 
Pueblo, y otros organismos estatales. Para garantizar la plena vigencia del 
Estado Constitucional de Derecho y los derechos humanos de la colectividad 
en general, es condición sine quanon garantizar la vigencia del orden interno y 
la seguridad ciudadana a fin de que se garantice la paz, convivencia social, la 
plena realización de los derechos fundamentales, en igualdad de condiciones, 




económica o política. 
El incremento de la inseguridad ciudadana y la delincuencia en sus 
diversos tipos y  modalidades se extiende a todo el territorio nacional, con 
especial incidencia en las zonas urbanas, tanto de la costa como del interior del 
país, entre las cuales se encuentra la ciudad de Juliaca, convertido en el 
principal escenario de la inseguridad en toda la región Puno. La Policía 
Nacional del Perú y el serenazgo no se abastecen para combatir a la 
criminalidad y garantizar el orden interno y la seguridad ciudadana, pues, el 
número de recursos humanos son insuficientes, como también los 
requerimientos de carácter logístico. Mientras tanto se tiene que, la 
delincuencia común mantiene recursos económicos y logísticos que hallan 
sobre los de los organismos estatales. 
Frente a esta situación, estamos plenamente convencidos, de que en la 
lucha contra la inseguridad ciudadana y la criminalidad, se requiere la 
participación organizada de la sociedad civil, pues, sin su participación, todo 
esfuerzo de la Policía Nacional y los serenazgos serán insuficientes. Asimismo, 
resulta de suma importancia el liderazgo que deben desempeñar los gobiernos 
regionales, los alcaldes provinciales y distritales. Es conveniente la promoción 
e implementación de la figura del arresto ciudadano para hacer partícipes a la 
colectividad en la lucha contra la delincuencia en la ciudad de Juliaca y toda la 
región Puno para evitar los ajusticiamientos por propia mano. 
Acorde con los lineamientos de una investigación lógica y científica, el 
trabajo se ha estructurado en cuatro capítulos: 
En el primer capítulo, se determina; el problema de la investigación. 




y secundarias y justificación, igualmente objetivos de modo general y 
específicos. 
En el segundo capítulo se establece el marco teórico contiene los 
antecedentes de la investigación, las bases teóricas, y el marco conceptual, las 
hipótesis y la operacionalización de las variables. 
En el tercer capítulo, se señala la metodología de la investigación. Se  
precisan el diseño, método; igualmente la población  de investigación;  técnicas 
e instrumentos de investigación. 
En el cuarto capítulo se presentan los análisis y propuesta. Se ilustran 
las interpretaciones y análisis a través de cuadros y gráficos; igualmente se 
realizan las pruebas de las hipótesis; se señala el aporte teórico  práctico. 
En el marco de la síntesis, se consignan las conclusiones y las 
sugerencias pertinentes. 
Finalmente, se señalan las  referencias bibliográficas y se adjuntan los 












1.1.  EXPOSICIÓN DE LA PROBLEMÁTICA1-2 
Respecto al problema del incremento de la criminalidad, en su forma de 
delincuencia común, se hallan estrechamente relacionados con el orden 
interno y la seguridad ciudadana –enfrascado en la política criminal 
seguida por el Estado peruano-. Desde el punto de vista de la 
Constitución de 1993, el Orden Interno3, es una situación de paz y de 
                                                         
1 Carlos RAMOS NUÑEZ: Es necesario asimismo que se explique las razones por las que es 
conveniente realizar la investigación, y ello consiste básicamente en establecer ¿Por qué? y 
¿Para qué se investiga? “Una investigación debe ser conveniente en términos prácticos y 
necesaria en términos teóricos: tal vez ayude a resolver un problema social o ayude a construir 
una teoría nueva. En: RAMOS NUÑEZ, Carlos. Cómo hacer tesis en derecho y no envejecer en 
el intento. Lima, Editorial Grijley, 2011, pp. 117-118.   
2 Lino ARANZAMENDI, sugiere que para plantear correctamente el problema, requiere tres 
criterios de calificación: a) Su relevancia científica, ¿qué nuevos conocimientos aportan a la 
solución del problema social? b) La relevancia jurídica ¿qué significado tiene para el derecho? 
y c) La relevancia contemporánea ¿Qué de innovador tiene la investigación jurídica para el 
presente? En: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial 
Grijley, 2011, p. 130. 
3 Por ende el termino orden interno, es un término amplio que establece la idea rectora de la 
actuación y relación de los integrantes de una comunidad y ajustarlas a las normas 
establecidas, necesarios como garantías de paz y tranquilidad que tiene inmerso dentro de si el 
término orden público y que genera la sensación o la certeza de la seguridad interna y que de 
acuerdo a la normativa vigente, ella está referida a dos situaciones: una situación normal y otra 
anormal. El orden interno por su magnitud debe concebirse de una forma amplia y permanente, 




equilibrio en las estructuras socio-jurídico-político del Estado, regulado 
por el Derecho público y poder político, orientado a mantener el Estado 
de Derecho Constitucional, con el fin de lograr el desarrollo nacional, el 
respeto y garantía para el pleno desarrollo de los derechos 
fundamentales de la persona. En ese sentido el orden interno es definido 
como: Una situación de hecho en la cual las instituciones del Estado y el 
sistema político que lo rige se encuentran a salvo de las perturbaciones 
que determinadas personas o grupos puedan producir situaciones de 
desestabilización de la paz interna. El orden interno constitucionalmente 
se halla a cargo de la Policía Nacional. 
En cambio, la seguridad ciudadana, es la protección de las 
personas en las calles, seguridad de las viviendas y otros lugares tanto 
públicos como privados, contra las amenazas, peligros o ataques de la 
delincuencia. Se refiere a una condición o un estado de un conjunto de 
seres humanos: a la ausencia de amenazas que ponen en peligro la 
seguridad de un conjunto de individuos. Asimismo, la seguridad 
ciudadana se define como la condición personal, objetiva y subjetiva, de 
encontrarse libre de violencia o amenaza de violencia o despoja 
intencional por parte de otros. Una de las funciones de los Estados 
consiste en proveer seguridad y garantizarla a través de diversas 
acciones de las instituciones de seguridad pública – como las medidas 
de política criminal para prevenir o sancionar la vulneración del orden  
 
                                                                                                                                                                     
exista un equilibrio de paz y armonía. Una manera de percibirlo es a través de desórdenes 
públicos en grandes magnitudes, los órganos del poder público y el pueblo son los actores 





interno-. La seguridad no es sólo una necesidad individual o colectiva, 
sino que representa un valor sociocultural, jurídico y político de los 
Estados democráticos y constitucionales. La garantía de la seguridad 
ciudadana es compartida tanto por la Policía Nacional y los Serenazgos. 
Sin embargo, pese a la existencia de estas dos instituciones de 
rango constitucional: orden interno y seguridad ciudadana, la ciudadana 
percibe con profundo temor que éstos no funcionan. Esto se demuestra 
en que, el problema del incremento de la delincuencia común en todo el 
país es alarmante. Según diversos informes y estudios, durante el 
período julio-diciembre del 2012, de cada 100 encuestados 38 fueron 
víctimas de la delincuencia. Lo más preocupante es que tan solo un 
5,1% de las víctimas denunció el delito y obtuvo resultados positivos, lo 
que prueba que el Estado deja mucho que desear cuando se trata de 
resguardar la seguridad de sus ciudadanos.   
Estas no son las únicas cifras que muestran lo preocupante de la 
situación. Según el Observatorio de la Criminalidad del Ministerio 
Público, entre el 2000 y el 2011 los actos delictivos aumentaron en 80%. 
Es decir, cuando se observa un período más amplio que el último año, 
resulta que la situación se ha venido agravando desmesuradamente en 
la última década. Según diversos ministros de Estado, estas estadísticas 
no coinciden con las de la Policía Nacional. Pero, de ser exageradas las 
cifras del Ministerio Público, lo tendrían que ser por un margen reducido 
para que el aumento de la delincuencia no fuese alarmante. 
Por otro lado, estudios internacionales también ofrecen evidencia 




acuerdo con el Latinobarómetro, en América Latina, el Perú tiene 
después de México, el mayor porcentaje de ciudadanos que declaran 
haber sido víctimas de un delito: 40% entre 1995 y el 2012. Esta tasa, 
además, se encuentra siete puntos porcentuales por encima del 
promedio de la región, que de por sí ya es considerada una de las que 
sufre de mayor criminalidad en el mundo. 
Es cierto que la delincuencia no se ha originado con este 
gobierno. Pero mal se hace al pretender ocultar que dicho problema 
resulta más pequeño de lo que verdaderamente es, pues, la primera 
medida para solucionarlo es volverse consciente de su real dimensión.  
Se hace mal también, cuando se sugiere que los medios de 
comunicación pueden estar creando una sensación de zozobra 
informando sobre la falta de seguridad. Cuando se examinan con 
cuidado las cifras, queda claro que la zozobra ciudadana ya existe hace 
bastante tiempo. Los medios de comunicación, más bien, parecen estar 
sirviendo para informar sobre su magnitud y que el gobierno debería 
conocerla mejor que nadie. 
Asimismo, se informa que de julio a diciembre de 2012, el 38,3% 
de la población de 15 y más años de edad de las principales ciudades 
del Perú, han sido víctimas de hechos delictivos (robo, estafa, secuestro, 
extorsión, amenaza, maltrato, ofensa sexual, entre otros), lo que significó 
una reducción de 6,8%, en comparación con similar periodo del año 
2011 (45,1%). En el mismo período, disminuyó de 12,2% a 12,1% el 
porcentaje de víctimas que denunciaron el hecho. Sin embargo, según el 




delitos en Lima y Callao aumentó en 80% entre el 2000 y el 2011. En 
ese mismo período y en las mismas jurisdicciones, el número de 
homicidios aumentó en 233% y el de los secuestros en 196%.  
La percepción de inseguridad del ciudadano es tan alta que no 
quiere ni salir a la calle. Por ello no sorprende que el 84% de los 
encuestados considere la vía pública como el lugar más inseguro. Pero 
la vía pública es casi igual de peligrosa como el transporte público, 
según el 83% de los encuestados. El transporte se ubica en segundo 
lugar en percepción de peligrosidad, esto se debe a la sucesión de 
asaltos en taxis, colectivos y vehículos de transporte público 
(metropolitano o interprovincial). A ello se suma que, de acuerdo con 
estudios anteriores, los paraderos son considerados zonas inseguras. 
Pero quienes se suponen que velan por la seguridad de los 
pobladores tampoco quedan bien parados. El nivel de desconfianza se 
expresa en que solo el 19% avisa a la policía y el 11% al serenazgo. Es 
cierto que estudios en el pasado han demostrado la poca confianza en 
esas instituciones, pero se considera que estos números desfavorables 
se explican porque ninguna de ellas ha hecho un trabajo adecuado para 
cambiar la percepción. Esto revela, sin duda, una debilidad institucional 
preocupante. Solo el 3% se involucra en intentar ayudar al prójimo en 
problemas. Las calles no están para héroes. La relación entre la 
percepción de violencia y la victimización real se justifica más en el ser 
testigo que protagonista de un hecho violento. Según Apoyo, el 15% de 
encuestados fue víctima de un asalto violento, y el 11% de un asalto a 




un asalto violento y el 27% de un asalto a mano armada es el alimento 
del temor que palpita en los ciudadanos. 
De este análisis de la problemática que se expresa a nivel 
nacional, no enajena ni marginal la ciudad de Juliaca, provincia de San 
Román. Esta ciudad está clasificada como una de las más violentas 
dentro todas las ciudades del sur del país. Esta manifestación lo 
percibimos diariamente por los diferentes medios de comunicación, pero 
también, por el grado de intervenciones policiales, del serenazgo, el 
Ministerio Público y el número de procesos judiciales respecto a hechos 
delictivos. Todo ello, expresan que Juliaca se ha convertido en una 
ciudad donde la inseguridad ciudadana es claramente perceptible. Todos 
estos hechos nos indican que el orden interno y la seguridad ciudadana 
que se halla a cargo constitucionalmente a cargo de la Policía Nacional 
y, últimamente, del Serenazgo bajo responsabilidad del municipio 
provincial, no rinden los frutos para combatir la delincuencia común. 
 
1.2.  FORMULACIÓN DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
- ¿Cuál es el nivel de percepción de la ciudadanía acerca del orden 
interno y la seguridad ciudadana frente al incremento de la 
delincuencia común en la ciudad de Juliaca? 
- ¿Cuál es el significado constitucional del orden interno y la seguridad 
ciudadana como funciones de la Policía Nacional y el Serenazgo 
para garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales de la 
persona? 




ciudadana frente al incremento de la delincuencia común en la ciudad 
de Juliaca? 
 
1.3.  JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN  
Desde luego, toda investigación debe ser relevante e importante en el 
ámbito jurídico. Consideramos que la presente investigación jurídica se 
justifica por los siguientes aspectos: 
a) El asunto de la inseguridad ciudadana y el incremento de la 
delincuencia común se incrementa en forma alarmante en todo el 
territorio nacional y, ello, también tiene su manifestación en la ciudad 
de Juliaca. 
b) Diversos estudios en criminología y el ámbito penal, así como las 
encuestas por instituciones públicas y privadas a nivel nacional, 
demuestran que existe una deficiente percepción acerca del rol de la 
Policía Nacional y organismos afines para hacer cumplir el orden 
interno y la seguridad ciudadana como garantías constitucionales. 
c) Frente a este álgido problema convertido en problema social, los 
investigadores en el Derecho, no podemos permanecer impávidos, 
por el contrario, es nuestro deber, partir del análisis crítico y objetivo 
del problema, plantear soluciones tangibles para resolver el problema 
en consideración a nuestra particular realidad cultural, económica, 








2.1. Objetivo general 
- Identificar el nivel de percepción de la ciudadanía acerca de la política 
criminal del orden interno y la seguridad ciudadana frente al incremento 
de la delincuencia común en la ciudad de Juliaca. 
 
2.2. Objetivos específicos 
- Interpretar el significado constitucional del orden interno y la 
seguridad ciudadana como funciones de la Policía Nacional y el 
Serenazgo para garantizar el ejercicio de los derechos 
fundamentales de la persona. 
- Describir sobre qué factores se hallan asociados al orden interno y 
la seguridad ciudadana frente al incremento de la delincuencia 
común en la ciudad de Juliaca. 
 
                                                         
4 Lino ARANZAMENDI: El Objetivo: Es el enunciado que se pretende alcanzar o, la aspiración 
que orienta la acción ordenada para su consecución y expresados con precisión para evitar 
desviaciones en el proceso de investigación. Objetivos generales: Contiene los grandes 
lineamientos teleológicos de lo que finalmente queremos conseguir con la investigación. En 
otras palabras, es la razón de ser la tesis. este objetivo no establece soluciones concretas, sino 
generales. Objetivos específicos. Estos buscan crear, innovar, modificar, perfeccionar critican 
una institución o figura jurídica que incide sustancialmente en el cumplimiento del objetivo 












EL MARCO TEÓRICO 
2.1.  ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN 
Respecto a la presente tesis, como notables antecedentes indirectas 
tenemos los trabajos realizados siguientes: a). Instituto de Altos Estudios 
Nacionales – Ecuador, tesis de maestría, bajo el título: “Acción de la 
policía nacional para desarrollar una cultura de seguridad 
ciudadana”; cuyo aporte fue que: Aproximadamente el 50% de la 
población investigada, se siente insegura en el propio barrio. 2. Más del  
50% de la muestra ha sufrido algún tipo de agresión 3. El asalto y el  
robo son las agresiones más generalizadas que ocurren en la ciudad. 4. 
Las personas buscan en elementos externos tales como: guardias de 
seguridad, alarmas, candados, como condiciones para su seguridad; a 
pesar de lo cual, hay un porcentaje significativo 42 % que encuentra 




y colaborar con la Policía Nacional”5; y b). Asimismo un trabajo realizado 
en la Universidad Carlos III – España, tesis de Maestría, bajo el título: 
Articulación de actores públicos y privados para la eficientización 
de la seguridad ciudadana en el municipio de Hurlingham; ha tenido 
como objetivo: “Los resultados esperados con la implementación de este 
proyecto, son contribuir al aumento de la seguridad ciudadana en el 
Municipio de Hurlingham. El objetivo de articular el tejido social y 
productivo, no es solo un imperativo para diseñar políticas de seguridad 
eficaces en el marco de los importantes pasos realizados ya en  la 
materia por el primer gobierno municipal, sino que además contribuye a 
potenciar la  calidad de vida de la población y la productividad del 
mercado local, significando el paso previo y motivante hacia un plan de 
desarrollo local más amplio y participativo”6. Todos estos trabajos solo 
hacen referencia a la seguridad ciudadana; sin embargo, ninguno toma  
en cuenta el orden interno como medida de política criminal del estado, 
mucho menos referido a la delincuencia común.  
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
En este ítem desarrollaremos el marco general teórico respecto a la 
calificación del delito y la labor de la Policía y el Fiscal acorde al Nuevo 
Modelo Procesal Penal. De otro lado, referiremos los argumentos que 
nos permita describir el problema. 
 
                                                         
5 CALAHORRANO RECALDE, Carlos. “Acción de la policía nacional para desarrollar una 
cultura de seguridad ciudadana”. Quito, 11.06.1999. Consulta: 23.07.2013. 
6 GARCÍA ORTIZ, Grisela Alejandra. Articulación de actores públicos y privados para la 





2.2.1. Democracia, la libertad y su relación con la seguridad y el 
orden interno 
2.2.1.1. Reflexiones en torno a la democracia   
Bien podemos afirmar que la palabra democracia es una de las palabras 
más amplias del lenguaje político, y por cierto, un concepto multívoco. 
Para evitar confusiones, aclaramos que usaremos el término como forma 
de gobierno, entendiendo por gobierno -en el sentido clásico del término- 
el conjunto de órganos a los que se les atribuye el poder de decisión 
colectiva.   
  El gobierno materializa el poder en el Estado teniendo a su cargo 
la dirección jurídica y política en sus instancias de decisión, acción y 
sanción7; y la forma de gobierno es una configuración específica de 
dichos órganos y actividades, usualmente prevista y establecidas en 
normas preceptivas, es decir la organización del poder de autoridad8.  
  Identificaremos algunos de los problemas que enfrenta el 
concepto de democracia en los términos otorgados. 
 
2.2.1.2. El funcionamiento de la democracia 
En la democracia moderna, la representativa, podemos ejemplificar el 
funcionamiento típico de la democracia a través de la secuencia 
integrada por  las siguientes acciones: elegir, representar, deliberar y 
decidir. Estas acciones expresan –bajo ciertas condiciones- los 
momentos en los cuales se articula la vida pública de una sociedad 
democrática.   
                                                         
7 FAYT Carlos  S. Derecho Político. 11º  ed. T. II, Buenos Aires, Editorial  Le  Ley, 2003, p. 31. 




 Hay que subrayar la particular importancia que tiene dentro del 
juego democrático el verbo -deliberar y el sustantivo -deliberación, como 
acción vinculada pero independiente del -decidir. En esta línea, la 
deliberación es la discusión que debe preceder a todas y cada una de 
las decisiones colegiadas9.  
  El acto de la deliberación debe garantizar iguales oportunidades 
para la valoración de todos los puntos de vista, e iguales posibilidades 
de persuasión recíproca entre los participantes. Una decisión 
democrática, para serlo, debe estar precedida por una discusión 
deliberativa.   
  La pura y simple imposición de la voluntad de la mayoría no es 
democracia, ya que el momento esencial que le confiere calidad 
democrática al juego político no puede reducirse a la suma de opiniones 
y preferencias   individuales. La esencia del juego democrático es la 
institucionalización del  enfrentamiento público equitativo y equilibrado 
entre las distintas opiniones. 
  Las acciones señaladas –elegir, representar, deliberar y decidir– 
se estructuran en un proceso decisional ascendente, siguiendo la figura 
delineada por Kelsen10 que nos permite desentrañar la finalidad de la 
democracia. La finalidad de la democracia es la de producir decisiones 
colectivas con el máximo de consenso posible y con la mínima 
imposición.   
                                                         
9 El término deliberar, deliberación o deliberativo es de tanta trascendencia para la democracia 
que uno de sus modelos o tipos que mayor atracción ha generado es  justamente  la  llamada  
―democracia deliberativa que edifica su concepto en torno al funcionamiento de la 
deliberación colectiva. Cfr. entre otras tantas obras, Fishkin James, Democracia y Deliberación. 
Nuevas perspectivas para la reforma democrática, Editorial Ariel, Barcelona, 1995; Nino Carlos 
S. La constitución de la democracia deliberativa. Barcelona, Editorial Gedisa, 1997. 




  En la autocracia las decisiones políticas, en mayor o menor 
medida, caen sobre la cabeza de los destinatarios, se imponen. Por el 
contrario, una forma de gobierno es democrática cuando las decisiones 
colectivas son el resultado de un juego político iniciado y controlado 
desde abajo por los ciudadanos, es decir, por los destinatarios de las 
decisiones colectivas, un juego en el que ninguno de los ciudadanos 
debe quedar directa o indirectamente excluido.   
  Los ciudadanos pueden reconocer en las decisiones públicas la 
expresión de una voluntad no impuesta aún cuando no la compartan, en 
la medida en que todos (a través de sus representantes) participaron en 
el proceso decisional en condiciones equitativas. 
 
2.2.1.3. El fundamento de la democracia: la igualdad y la libertad 
La naturaleza de la democracia está indicada de manera implícita en su 
nombre como poder del pueblo, pero de forma explícita por el que fue su  
nombre más antiguo: isonomia, un término que se encuentra en 
Herodoto11 y que significa igualdad de ley, es decir igualdad entre los 
miembros de una polis, de un estado, establecida por el nomos (por la 
ley). ¿Pero qué clase de igualdad? En los discursos antiguos sobre la 
democracia aparecían cuatro fórmulas de igualdad: isonomia (igualdad 
entre los miembros establecida por la ley); isegoria (igual  de  derecho  
de  hablar  en  voz  alta  ante  los  ciudadanos); isotimia (igual posibilidad 
de acceder a los cargos públicos) (obviamente las discriminaciones entre 
libres  y no libres  no eran consideradas); isogonia (igualdad de 
                                                         
11 FERNÁNDEZ QUINTANO, José. “Democracia en la Historia de Herodoto”, ponencias del 
Congreso Pasado, presente, y futuro de la  Democracia, organizado por la Universidad de 




naturaleza) (era la que justificaba todas las demás).   
  A ella se refiere Platón12 al decir que todos los hombres libres (no 
esclavos) son iguales, todos participan igualmente de la naturaleza 
humana, todos, ricos y pobres se encuentran dotados de razón y 
voluntad, por lo que ninguno, en principio, debe ser considerado 
incompetente por naturaleza en materias públicas.   
  Las decisiones colectivas son decisiones que se refieren a todos y 
por ello todos los que son capaces naturalmente, por ser sujetos de 
razón y voluntad, deben poder participar en la elaboración de las 
decisiones colectivas.  
  Todas estas igualdades se condensan en la noción de isonomia, 
que podemos identificar con su significado esencial de igualdad de 
derechos de participación política, sin discriminación entre aquellos de 
igual naturaleza.  
  La idea que expresa en su origen la antigua isonomia puede 
reformularse en el léxico moderno sosteniendo que la democracia aspira 
- en  términos generales– a que las decisiones políticas recaigan en 
forma igualitaria sobre sus destinatarios, como a que la contribución en 
la formación de dichas decisiones también se realice en forma igualitaria. 
Esta es la igualdad de la democracia.  
  Además de la igualdad, otro concepto que aparece en los 
discursos sobre la democracia es la libertad, que nos sirve para 
identificar el fundamento en que se apoya la construcción de la forma de 
gobierno democrática.   
                                                         
12 GIL, Luis. Las  primeras  justificaciones  griegas de la democracia. CFC (G), Estudios 




  La libertad individual es fundamento o principio de la democracia, 
entendida como capacidad de decisión racional autónoma de los 
individuos en materia política: una libertad que se expresa cuando el 
individuo está en condiciones de determinarse. 
 
2.2.1.4. El derecho a la libertad y su importancia  
2.2.1.4.1 Cuestión previa 
La importancia de la libertad está determinada por su reconocimiento 
como valor fundamental en las modernas democracias13 occidentales. 
Su alto grado de valoración depende en gran medida de la semántica 
social, pues es obvio que en las sociedades esclavistas o feudales su 
reconocimiento era inexistente o en el mejor de los casos muy limitado. 
Aun las sociedades no democráticas contemporáneas –como la mayor 
parte de los países musulmanes –reconocen un valor muy limitado a la 
libertad personal.   
2.2.1.4.2 Limitación del derecho a la libertad 
La detención y el arresto domiciliario inciden, qué duda cabe, en los 
derechos findamentales de un modo particular intenso y gravoso, 
afectando la libertad personal de los ciudadanos, cuya protección y 
promoción por parte del Estado es, a la vez, uno de sus cometidos 
fundamentales, siendo uno de los soportes del modelo de Estado 
democrático de Derecho que postulan las Constituciones modernas. En 
una sociedad de libertades, la tutela de la libertad es asignada al Estado 
                                                         
13 En la democracia moderna,  la  representativa,  podemos  ejemplificar el funcionamiento 
típico de la democracia a través de la secuencia integrada por las siguientes acciones: elegir, 
representar, deliberar y decidir. Estas acciones expresan – bajo ciertas condiciones - los 
momentos en los cuales se articula la vida pública de una sociedad democrática. Cfr. AMAYA, 




como una de sus prestaciones más importantes, al punto que de 
erosionarse esta garantía –de protección de la libertad –la legitimidad del 
propio Estado podría ser cuestionada. Es por esta razón que las 
limitaciones y restricciones de la libertad no deben ser arbitrarias; por el 
contrario, deben seguir ciertos parámetros que den un mínimo de 
seguridad de que los derechos fundamentales son respetados.  
  Precisamente en aras de garantizar la observancia de los 
derechos fundamentales, la facultad de privar a una persona de su 
libertad, aunque sea provisional, debe recaer en determinados sujetos y 
someterse a parámetros constitucional y legalmente establecidos. Uno 
de los criterios valiosos para la solución de situaciones de conflicto entre 
la tutela de la libertad y las exigencias de seguridad es el principio de 
proporcionalidad. Ese constituye un criterio rector que debe ser tenido en 
cuenta tanto por el legislador como por los sujetos investidos de la 
facultad de privar provisionalmente de su libertad a las personas, siendo 
este precisamente el caso de la Policía Nacional y también de cualquier 
ciudadano que ejercite la facultad reconocida por el artículo 260º del 
Código Procesal Penal de 2004.   
 
c) Importancia del derecho de libertad 
La importancia de este derecho y su incardinación con el modelo de 
Estado constitucional de Derecho es incluso reconocido por el Tribunal 
Constitucional, que en una reciente sentencia ha sostenido que la 
libertad personal “es un derecho subjetivo reconocido en el inciso 24) del 




Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 7º.2 de la 
Convención Interamericana sobre Derechos Humanos. Al mismo tiempo 
que derecho subjetivo, constituye uno de los valores fundamentales de 
nuestro Estado constitucional de derecho, por cuanto fundamenta 
diversos derechos constitucionales, a la vez que justifica la propia 
organización constitucional.  
  Es indudable que, como todo derecho fundamental, la libertad 
personal no es un derecho que puede oponerse absolutamente a otros 
derechos, ya que al no ser un derecho absoluto, su ejercicio se 
encuentra limitado y puede ser restringido legalmente. Enunciado 
constitucional del cual se infiere que no existen derechos absolutamente 
e irrestrictos, pues la norma suprema no ampara el abuso del 
derecho”14. Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
destaca que “en una sociedad democrática los derechos y libertades 
inherentes a la persona, sus garantías y el Estado de Derecho 
constituyen una tríada, cada uno de cuyos componentes se define, 
completa y adquiere sentido en función de los otros”15.    
 
2.2.1.5. La libertad y el arresto ciudadano  
2.2.1.5.1.  Cuestión previa 
En los últimos años, el Estado peruano ha diseñado muchas propuestas 
legislativas para poner freno al incremento de la criminalidad y garantizar 
el orden interno y la seguridad ciudadana. Así, después de un amplio 
debate en el Congreso de la República, el 9 de junio de 2009 se publicó 
                                                         
14 Cfr., STC, Exp. Nº 1871-2009-PHC/TC.  




la Ley Nº 29372 (vigente desde el 1º de julio de 2009), que materializó el 
arresto ciudadano. Esta norma, busca comprometer y dar a los 
ciudadanos la posibilidad de participar activamente en la seguridad 
ciudadana. Dicho de otra manera, para que, cualquier ciudadano pueda 
detener in fraganti ante la comisión de un ilícito penal y ponerlo a 
disposición de la Policía Nacional. 
 
2.2.1.5.2. Noción legal del arresto ciudadano  
En efecto, esta figura jurídica, se encuentra contemplada en el artículo 
260º del Código Procesal Penal del 2004, vigente en algunos distritos 
judiciales del país, como por ejemplo en el Distrito Judicial de Puno, 
entre otros. Según esta norma, “toda persona podrá proceder el arresto 
en estado de flagrancia delictiva”, agregando que en “este caso debe 
entregar inmediatamente al arresto y las cosas que constituyan el cuerpo 
del delito a la autoridad policial más cercana”. Pues bien, del propio texto 
de la citada Ley se colige que esta reclama como requisito sine qua non 
la “flagrancia delictiva”, es decir, que se debe detener aquellas personas 
que estén cometiendo cualquier acto delictivo y ponerlo a disposición de 
la policía más cercana. A simple vista pareciera que esta ley está 
dirigida, principalmente, a llenar un vacío legal que tenía el personal de 
serenazgo de los municipios, pero en el fondo se trata de un arma 
dirigida a combatir la delincuencia ciudadana, que en la actualidad se ha 
incrementado peligrosamente.   
2.2.1.5.3.  Constitucionalidad del arresto ciudadano    




dice, nació como inconstitucional, toda vez que, colisionaría con el texto 
constitucional del artículo 2º, inciso 24, literal f, que a la letra dice: “Nadie 
puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del Juez o 
por las autoridades policiales en caso de flagrante delito”.  
  No les falta razón a estos detractores porque el dispositivo 
constitucional es contundente: solo faculta al Juez o autoridades 
policiales a detener en estado de flagrancia. Se dice también, que habría 
que modificar la Constitución en ese extremo, sin embargo, ante el 
avance indiscriminado de la delincuencia y ante la evidencia de que 
estos hechos desborda a la policía, se debía tomar una medida decisiva 
y terminante que coadyuve a combatir la delincuencia en las calles. 
Especialmente, aquellos hurtos, por ejemplo, el arrebato de carteras. 
Esta nueva arma legal, si es bien utilizada, podría ser parte de la 
solución a los pequeños hurtos, teniendo en cuenta, que la falta de 
personal policial en las comisarías.  
  A partir de la dación de la citada ley, no solo el personal del 
serenazgo, sino cualquier ciudadano puede detener, seguramente con el 
apoyo de otras personas, a aquellos que hayan cometidos un acto 
delictivo y ponerlo a disposición de la policía, quién deberá cumplir con 
las formalidades y garantías que el caso amerita, esto es, levantar el 
acta respectiva y hacer conocer los derechos del detenido para que 
pueda ejercer su derecho de defensa.  
 
2.2.1.5.4. El arresto ciudadano y serenazgo municipal 




desmedido de la delincuencia urbana, se ha visto precisado a conceder 
esta arma legal a la ciudadanía en general para que se autodefienda, 
habida cuenta que es común que, los hechos delictivos se cometen en 
plena vía pública ante la mirada impotente de los ciudadanos que nada 
pueden hacer para detener a los delincuentes.  
  Hasta antes de la norma, muchas veces el personal del 
serenazgo municipal procedía a detener en flagrancia delictiva a muchos 
presuntos delincuentes, pero luego eran denunciados por los abogados 
de estos sujetos, especialmente por abuso de autoridad, pese a no tener 
la condición de funcionario público, con el argumento de que no tienen 
esa facultad de detener, como si lo pueden realizar los efectivos 
policiales. Esto hacía que muchas autoridades municipales instruyeran a 
su personal de seguridad para que tengan mucho cuidado cuando de 
detenciones se tratara.  
  A partir de allí que, el personal del serenazgo de muchos 
municipios participan casi siempre apoyado por un policía, que en sus 
días de descanso realiza labores particulares para dichos gobiernos 
locales. Por eso, cuando hay una intervención por el personal de 
serenazgo, al final el policía  de apoyo es quien elabora el documento 
oficial, consignando su participación como que solo habría intervenido. 
Esta situación se presenta constantemente con mayor índice en aquellos 
distritos denominados “rojos”, en donde la labor de los serenos es vital. 
Ahora, en virtud de la presente ley, simplemente se legaliza una realidad 





  Seguramente estas detenciones causarán inconvenientes a los 
ciudadanos que participen activamente en una detención ciudadana 
porque, de acuerdo a la gravedad del hecho delictuoso, tendrán que 
acudir ante la autoridad pertinente a declarar como testigos y, en estos 
tiempos, nadie está dispuesto a pasarse horas ante la autoridad para 
que le reciban sus declaraciones entre diligencias y más diligencias.  
  Para que esta norma tenga éxito en la sociedad tiene que ser bien 
utilizada y no incurrir en actos arbitrarios, por lo que se deberá entregar 
a la autoridad policial en el mismo momento de los hechos para que el 
intervenido pueda empezar a hacer uso de su derecho de defensa. Por 
eso, se debe  desarrollar una profunda divulgación en colegios, 
institutos, universidades en la población en general sobre dicha ley, sus 
efectos, naturaleza, fines y facultades para su correcta aplicación, pues, 
si es bien canalizada se constituirá como un arma eficaz y legal de 
defensa de la ciudadanía en general frente a la delincuencia urbana. 
 
2.2.1.5.5.  Utilidad práctica del arresto ciudadano  
No está de más decir que, la ley materia de comento tiene más de un 
año de vigencia y su resultado es positivo, ya que está siendo bien 
utilizada, sobre todo en pueblos alejados de las grandes ciudades, 
donde el gobernador o teniente gobernador juega un papel de vital 
importancia en la seguridad ciudadana. Con el apoyo de la ciudadanía 
en general, ha logrado estabilizar, de alguna manera, dicha seguridad, 
evitando de esta manera el uso de la “justicia con sus propias manos”, 




obstante, como en toda obra humana la Ley de arresto ciudadano se irá 
perfeccionando para evitar cualquier tipo de arbitrariedades que al 
comienzo puedan presentarse.  
  Por todo ello, solo nos queda guardar las mejores expectativas y 
que la Ley en vigencia cumpla su cometido. La experiencia que se irá 
adquiriendo con el correr del tiempo, será el arma legal y coadyuvante 
para que la defensa de la ciudadanía en general, tan venida a menos en 
los últimos tiempos en que se ha convertido en el talón de Aquiles de la 
mayoría de alcaldes de las grandes ciudades. Sabemos que con la 
vigencia de esta ley automáticamente no se acabarán los hechos 
delictuosos, pero sí contribuirá en su prevención o castigo de los 
culpables, porque, todos los ciudadanos de alguna manera estamos 
comprometidos con la seguridad ciudadana.  
  De otro lado, es fácil notar que las instituciones que analizamos 
tienen una particular incidencia en la libertad penal que es a su vez uno 
de los valores fundamentales en un Estado democrático de Derecho y, 
por lo tanto, merecen una adecuada tutela contra cualquier tipo que al 
límite de un modo ilegítimo. No obstante, tampoco se debe caer en la 
idea de que la vigencia de la libertad, por muy importante que sea su 
necesidad de tutela, debe primar por sobre otros intereses como la 
seguridad y el bienestar general. Las cada vez mayores demandas de 
seguridad de una sociedad sensible a los riesgos no permiten apreciar 
que es necesario llegar a una armonización entre la libertad personal y la 
seguridad. Y en esta tarea de armonización los criterios de ponderación 




hallazgo de un equilibrio razonable entre dos valores en conflicto, 
aunque el tratamiento de estos criterios escapa al objeto de este estudio.  
  La idea que preside estas breves consideraciones es que la 
primacía y la adecuada protección de la libertad personal no 
necesariamente son incompatibles con las demandas de seguridad de la 
población, ante el incremento de la actividad delictiva. Consideramos 
que ambos cometidos son compatibles en la medida que se observen 
límites de racionalidad y proporcionalidad en la protección de los 
intereses en conflicto. No obstante esta es una decisión legislativa, 
resultando vano e ilusorio para la teoría jurídica pretender suministrar 
criterios para la decisión legislativa.  
 
2.2.1.6. Los modelos de coerción personal frente a la libertad y la 
seguridad   
Según la importancia que una sociedad otorga a valores como la libertad 
o la seguridad, existen tres modelos de coerción personal: el garantista, 
el eficientista y el preventismo radical16.  
 
2.2.1.6.1. Modelo garantista 
El modelo garantista postula que el ejercicio del poder estatal debe tener 
límites y, por ello, se basa en los principios de legalidad y certidumbre. 
En ese sentido, de acuerdo con Luigi Ferrajoli, el modelo garantista 
ofrece un marco de racionalidad y justicia para la intervención punitiva 
del Estado17. Este modelo se caracteriza porque conoce la supremacía 
                                                         
16 ORÉ GUARDIA, Arsenio. Problemas de aplicación de las medidas de coerción personal en el 
proceso penal peruano”. En Gaceta del Tribunal Constitucional, Nº 2, Lima, 2006. 




de la libertad, plantea alternativas a la prisión preventiva y afirma que la 
potestad de persecución estatal es limitada18. 
 
2.2.1.6.2. Modelo eficientista 
Por otra parte, el modelo eficientista concede una mayor importancia a la 
seguridad, subordinando la libertad personal al principio de autoridad. 
Bajo este modelo algunos derechos fundamentales, como por ejemplo la 
libertad y la presunción de inocencia, son relativizados. En la esfera de 
las medidas de coerción, esta tendencia busca, en primer lugar, invertir 
los valores, es decir, la libertad es la excepción y la prisión preventiva es 
un anticipo de pena. En segundo lugar, los jueces dejan de ser los 
guardianes de los derechos fundamentales y simplemente pasan a 
asumir una función persecutoria y parcializada. En tercer lugar, esta 
orientación puede darse incluso en el marco de una Constitución que 
acoge una declaración de principios, que declara la libertad como regla y 
la detención como excepción. En cuarto ligar, en un modelo de este tipo 
la legislación ordinaria subvierte las declaraciones contenidas en la 
Constitución y llega así a aplicar la detención como práctica regular19. 
 
2.2.1.6.3.  Modelo preventista radical    
Por último, el modelo preventista radical privilegia la seguridad por sobre 
todo interés. Sostiene que el estado y el sistema penal deben evitar a 
toda costa la comisión de delitos, incluso desde su preparación. Una de 
las expresiones de este modelo se encuentra en el fenómeno conocido 
                                                                                                                                                                     
Ibáñez et. al., 2ª ed., Trotta, Madrid, 1997.  
18 Oré Guardia, Op cit., p. 50.  




como emergencia penal, que se relaciona a la idea de crisis 
excepcionalidad. Así, los valores de orden público y seguridad se 
sobreponen a los de libertad20. 
 
2.2.1.6.4. El modelo mixto peruano 
Podemos señalar que difícilmente uno de los modelos descritos puede 
presentarse en un país. Por el contrario, no será nada infrecuente que 
dos a más modelos coercitivos coexistan, evidentemente bajo la 
primacía de uno de ellos. En cuanto al sistema peruano se refiere, 
podemos señalar que el artículo 1º de la Constitución reconoce la 
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como el fin 
supremo de la sociedad y del Estado, en cuanto que el artículo 2º, inciso 
24 reconoce el derecho a la libertad y seguridad personales, y el artículo 
2º, inciso 24 literal e de la misma Constitución estable la presunción de 
inocencia.  
  Asimismo, el artículo 43º reconoce al Estado peruano como 
Estado democrático, de modo que así se entiende por qué el artículo 44º 
establece como deber primordial del Estado el respeto de los derechos y 
la seguridad, así como de los tratados internacionales sobre Derechos 
Humanos de los que el Perú es parte. Si nos guiamos por esta 
declaración de principios no es difícil concluir que el Perú reconoce un 
modelo garantista. Sin embargo, como bien enfatiza el profesor Oré 
Guardia, la legislación ordinaria y la jurisprudencia “hacen que el modelo 
constitucional pierda sentido y se convierta en uno de corte mixto”21. 






2.2.1.7. La libertad y la detención policial  
2.2.1.7.1. Definición de la detención  
La detención es una de las medidas de coerción personal que limita 
severamente el derecho a la libertad personal y consiste en la privación 
provisional del derecho de libre desplazamiento de la persona22. Puede 
presentarse en el seno de un proceso penal a través de instituciones 
como la prisión preventiva o fuera de él, como es el caso de la detención 
preliminar y de la detención policial. En este  último caso el presupuesto 
para que la Policía Nacional detenga a una persona es la flagrancia 
delictiva, en tanto que en la detención preliminar y en la prisión 
preventiva se requiere mandato judicial, siendo este el requisito que 
justifica la restricción de la libertad. En definitiva, en la detención policial 
estamos ante una excepción del presupuesto de la exclusividad 
jurisdiccional como requisito para la limitación de los derechos 
fundamentales. 
 
2.2.1.7.2. Características generales de la detención policial 
En esta parte del análisis, lo primero que cabe destacar es que, en tanto 
la detención policial como medida cautelar personal excepcional, y 
urgente, podemos indicar que esta medida se somete a los requisitos 
generales de las medidas de coerción personales garantizados por la 
ley, siendo estos los siguientes:  
 Se trata de una medida cautelar personal, restrictiva y de extrema 
                                                         
22 ORTELLS RAMOS, Manuel Pascua. “Exclusividad jurisdiccional para la restricción de 
derechos fundamentales y ámbitos vedados a la injerencia jurisdiccional”, en Velasco Núñez, 
Eloy (Dir.), Medidas restrictivas de derechos fundamentales. Cuadernos de Derecho Judicial, 





 Únicamente puede plantearse en los supuestos debidamente 
establecidos por la Constitución y la ley.  
 Su plazo de duración está expresamente determinado por la ley y no 
puede ser excedido por la autoridad policial, bajo responsabilidad. 
 Su finalidad es facilitar la investigación del delito y asegurar la 
puesta a disposición y sujeción del presunto delincuente al proceso 
penal23. 
2.2.1.7.3. Control constitución y convencional de la detención  
 La normativa supranacional admite la posibilidad de una detención 
practicada por una autoridad administrativa, pero impone su control 
judicial, acordando al detenido el derecho a lograr que un juez verifique 
sin demora la legalidad de la detención y ordene la libertad, si fuere 
ilegal (véase PIDCP, artículo 9º; CADH, artículo 7º), mas no prevé los 
requisitos de la flagrancia delictiva ni el arresto ciudadano.  
Ahora bien, la detención policial es una potestad  excepcional 
concedida por el ordenamiento jurídico, incluso la Constitución Política 
del Estado (artículo 2º, inciso 24, literal f) reconoce esta facultad a la 
autoridad policial para que pueda aprehender y retener a las personas 
que sean sorprendidas en flagrancia delictiva, el cual constituye una 
excepción a la exigencia, también de base constitucional, de que la 
detención se produzca en virtud de un mandato judicial escrito. La 
detención practicada por la policía, por ser excepcional e incidir en la 
libertad personal, debe tener una duración temporal mínima, observando 
                                                         
23 Respecto a la necesidad, Vide Cafferata Nores, José Ignacio, Proceso Penal y derechos 




las circunstancias, condiciones y plazos establecidos en el artículo 259º 
del Código Procesal Penal de 2004. solo si la detención se produce bajo 
estos parámetros, la restricción de la libertad de locomoción que ella 
implica estará justificada.  
Así pues, tenemos que la detención policial procede en estos dos 
supuestos: a) Por mandato escrito y motivado del juez; b) en supuestos 
de flagrante delito, que es reconocida y a la vez limitada por la ley. En 
este sentido, el Tribunal Constitucional ha sostenido que el inciso 24, 
literal f, del artículo 2 de la Constitución “precisa la existencia de dos 
situaciones en las que es legítima la detención policial; esto es, el 
mandamiento escrito y motivado del juez, y el flagrante delito; las cuales 
serán materia de análisis a efectos de establecer la existencia de la 
violación constitucional (de la libertad personal)”24. 
  No es objeto de este trabajo ocuparnos de la detención ordenada 
en virtud de un mandato judicial, lo cual nos llevaría al análisis de 
instituciones como la prisión preventiva y la detención preliminar. En este 
apartado nos interesa restringir nuestro análisis a la detención policial en 
supuestos de flagrancia delictiva. Es decir, será objeto de nuestras 
reflexiones la detención policial realizada en los casos de flagrancia 
delictiva. En estos casos la autoridad policial tiene una potestad que no 
se funda en un mandato judicial, pues se trata de una atribución que 
emana de la propia Constitución y de la ley –artículo 259º del Código 
Procesal Penal -, que en paralelo limitan esa facultad estableciendo un 
límite temporal de 24 horas y condicionando la puesta a disposición del 
                                                         




detenido ante la autoridad judicial. El propio texto constitucional 
establece que la excepción a la regla general de la limitación temporal 
de 24 horas está dada en los supuestos de detenciones por espionaje, 
terrorismo y tráfico ilícito de drogas, en los cuales las autoridades 
policiales pueden efectuar la detención preventiva por un plazo que no 
debe exceder los 15 días naturales. Se exige además que la policía dé 
cuenta al Ministerio Público y al Poder Judicial antes del vencimiento de 
dicho plazo. 
  
2.2.1.8. Noción jurídica de la flagrancia delictiva 
2.2.1.8.1.  Definición de flagrancia  
El concepto de flagrancia se deduce ya de la redacción del artículo 259º, 
modificado por la Ley Nº 29372 y recientemente por la Ley Nº 29569, 
como el descubrimiento del delito en el momento mismo de su 
realización, o cuando el autor del hecho es perseguido inmediatamente 
después de la comisión del acto delictivo o cuando es encontrado dentro 
de las 24 horas de producido el hecho y por inmediaciones del lugar 
donde se ha suscitado el evento delictivo con objetos o efectos del 
delito, siendo necesario los requisitos de inmediatez temporal y personal.  
 
  El artículo 4º de la Ley Nº 27934, Ley que regula la Intervención 
de la Policía y del Ministerio Público en la Investigación Preliminar del 
delito, nos ofrecía una definición de la flagrancia delictiva en el sentido 
que se acaba de reseñar, y que fue recogida sin variaciones 




Legislativo Nº 989 también ofreció una definición de la flagrancia, 
señalando que “se considera que exige flagrancia cuando el sujeto 
agente es descubierto en la realización del hecho punible o acaba de 
cometerlo cuando: 
a) El agente ha huido y ha sido identificado inmediatamente después 
de la perpetración del hecho punible, sea por el agraviado, o por 
otra persona que haya presenciado el hecho, o por medio 
audiovisual o análogo que haya registrado imágenes de este y, es 
encontrado dentro de las 24 horas de producido el hecho punible. 
b) Es encontrado dentro de las 24 horas, después de la perpetración 
del delito con efectos o instrumentos procedentes de aquél o que 
hubieren sido empleados para cometerlo o con señales en sí 
mismo o en su vestido que indiquen su probable autoría o 
participación en el hecho delictuoso”.  
 
  La disposición establecida en el Decreto Legislativo Nº 989 fue 
más específica y a la vez más amplia en cuanto a los presupuestos de la 
flagrancia delictiva. Por un lado, señala que existe flagrancia cuando le 
presunto autor es identificado inmediatamente después de la comisión 
del hecho por otra persona que haya presenciado el hecho o a través de 
medio audiovisual o análogo que registre imágenes del autor; mientras 
que, por otro lado, estableció como límite temporal para determinar la 
flagrancia el término de 24 horas desde la realización del evento 
delictivo, lapso en el que se debía encontrar al autor con efectos o 




  En similar sentido, el texto del artículo 259º del Código Procesal 
Penal de 2004 conforme a la reciente modificatoria por Ley Nº 29569, 
señala que existe flagrancia –además de los supuestos en que el agente 
es descubierto en la realización del hecho punible y cuando acaba de 
cometerlo –cuando el agente ha huido y ha sido identificado, por el 
agraviado u otra persona que ha presenciado el hecho, durante o 
inmediatamente después de la realización del hecho punible. Así 
también puede haber sido identificado por medio audiovisual o por 
dispositivos o equipos con cuya tecnología se haya registrado su 
imagen. Otro requerimiento de la norma es que en estos casos el agente 
debe ser encontrado dentro de las 24 horas de producido el evento 
delictivo (inciso 3).  
 
  A diferencia de la redacción anterior, la reforma legislativa volvió a 
introducir un supuesto que anteriormente se encontraba previsto en el 
artículo 259º del Código Procesal Penal de 2004. En efecto, de acuerdo 
al inciso 4 del citado artículo existe flagrancia cuando el agente es 
encontrado dentro de las 24 horas después de la realización del hecho 
punible con efectos o instrumentos procedentes del evento delictivo. Del 
mismo modo, se presenta un supuesto de flagrancia cuando los efectos 
o instrumentos hubieren sido empleados para cometer el hecho punible. 
Otro supuesto que anticipa este inciso se da cuando el agente presenta 
señales en sí mismo o en su vestido que indiquen su probable autoría o 





2.2.1.9. Los presupuestos de la flagrancia delictiva 
El Tribunal Constitucional ha precisado, con relación a estos elementos, 
que la inmediatez temporal exige que el delito se esté cometiendo o que 
se haya cometido instantes antes. En tanto que en la inmediatez 
temporal, la exigencia se dirige a que el autor se encuentre en el lugar 
del hecho en el momento de la aprehensión, con relación al objeto o a 
los instrumentos del delito. El Tribunal Constitucional ha sostenido, que 
la flagrancia en la comisión de un delito presenta dos requisitos 
insustituibles: 
a) La inmediatez temporal, es decir, que el delito se esté cometiendo o 
que se haya cometido instantes antes. 
b) La inmediatez personal, esto es, que el presunto delincuente se 
encuentre ahí, en ese momento y situación; y con relación al objeto 
o a los instrumentos del delito, que ello ofrezca una prueba evidente 
de su participación en el hecho delictivo25. Partiendo de esta 
precisión del supremo intérprete de la Constitución se destaca que 
los elementos que componen la flagrancia delictiva son los que en 
seguida mencionamos:  
a)  La inmediatez temporal 
La inmediatez temporal, según esta exigencia es necesario que se esté 
cometiendo un delito o que haya sido cometido instantes antes, 24 horas 
después de la realización del hecho, según la redacción del 22 de julio 
de 2007 y de acuerdo a la reciente redacción de la Ley Nº 29569. 
 
                                                         
25 Cfr., STC: Exp. Nº 1871-2009-PHC/TC; Exp. Nº 2096-2004-HC/TC; Exp. Nº 06646-2006-




b)  La inmediatez personal 
La inmediatez personal, de acuerdo a esta exigencia, el delincuente 
debe encontrarse en una relación directa con los objetos o instrumentos 
del delito, de lo cual se desprende con certeza su intervención en el 
hecho.  
 
La necesidad urgente, se refiere a la urgencia de las circunstancias 
concurrentes en el caso concreto, considerando la necesidad de impedir 
que los efectos perjudiciales del hecho punible alcance a terceros o bien 
de asegurar las fuentes de prueba existentes en la escena del delito. 
 
Es interesante destacar que cabe aplicar la flagrancia “a la comisión de 
un delito objetivamente descubierto por la autoridad o al momento 
inmediatamente posterior a su realización, en que se detecta al autor 
material pretendiendo huir del lugar de los hechos, lo que configura un 
presupuesto de detención previsto en el artículo 1º, inciso 24, literal f de 
la Constitución”26. 
 
Elementos de la flagrancia delictiva 
 Asimismo, cabe realizar una ulterior y necesaria precisión de los 
siguientes elementos que configuran la flagrancia delictiva: 
a). Actualidad del hecho 
Este elemento se presenta con la constatación u observancia directa que 
realiza un funcionario público, o policía o ciudadano particular, del 
momento en que se está ejecutado el hecho delictivo. Con el Término 
ejecución del hecho delictivo hacemos referencia a que el hecho punible 
                                                         




debe tratarse de una tentativa, de su consumación o de la fase de 
agotamiento.  
b). Individualización del causante 
El sujeto sorprendido en el momento de la ejecución del hecho punible 
debe ser identificado plenamente como su autor, dependiendo el grado 
de certeza de las circunstancias específicas del hecho.  
c). Que el hecho por sí solo demuestre ilícitud  
El hecho actual del autor debe ser considerado con un delito per se, es 
decir, el carácter delictivo del hecho se debe deducir de sus 
características propias, no siendo necesario hacer depender dicha 
calificación de circunstancias accesorias al hecho actual descubierto.  
d). clases 
En la doctrina se distinguen las siguientes clases de flagrancia:  
 Flagrancia estricta 
Cuando el sujeto es sorprendido y detenido en el momento mismo de 
estar ejecutando o realizando el delito.  
 Cuasiflagrancia  
Este supuesto se plantea cuando un individuo ya ha ejecutado el hecho 
delictivo y es detenido poco después de su realización, siendo exigible 
que se le haya identificado en el estadio de la tentativa o de la 
consumación.  
Finalmente, en algunos casos se habla de una presunción de 
flagrancia cuando el individuo no se encuentra en los supuestos 
precitados, es decir, no ha sido sorprendido al ejecutar o consumar el 




casos solo se cuenta con indicios razonables que razonablemente 
permiten pensar que el sujeto es el autor del hecho punible.  
 
2.2.2. La seguridad ciudadana y el orden interno 
2.2.2.1. Noción jurídica de seguridad y orden interno 
2.2.2.1.1. Cuestión previa 
Actualmente, se considera al orden interno y la seguridad ciudadana, 
como derechos fundamentales de la persona. Es menester señalar que 
el conjunto de objetivos de seguridad es la preservación de la especie 
humana, que sufren amenazas, por la inestabilidad a la paz mundial. Se 
dice con acertada veracidad, que la seguridad es el pilar fundamental 
donde se sustentan las instituciones, por ello, es que los países a través 
de su historia, han querido tener una organización o institución capaz de 
resguardar y mantener la seguridad e integridad de sus poblaciones y su 
territorio, lo cual obligó a los gobernantes a poner todo el empeño para 
crear un cuerpo militar armado que cumpliera con esta misión. 
2.2.2.1.2. Noción jurídica de orden interno 
Es ese acontecer, surge la noción jurídica de orden interno como una 
situación de paz en el territorio nacional y de equilibrio en las estructuras 
socio-jurídico-político del Estado, regulado por el Derecho público y 
poder político, orientado a mantener el Estado de Derecho con el fin de 
lograr la paz, el desarrollo nacional y el pleno ejercicio de los derechos 
ciudadanos. Esta situación de paz social en el territorio de un Estado, se 
halla regulada por el Derecho público y el poder político, resultante del 




y de éste con la colectividad, permitiendo el normal funcionamiento de la 
institucionalidad socio-jurídico-político, con la finalidad de promover el 
desarrollo nacional. 
  En el glosario de términos políticos el orden interno está definido 
como: Una situación de hecho en la cual las instituciones del Estado y el 
sistema político que lo rige se encuentran a salvo de las perturbaciones 
que grupos nacionales o extranjeros o combinados puedan producir con 
la finalidad de desestabilizar el sistema. La necesaria situación de 
tranquilidad, disciplina y subordinación en un Estado, dentro de la 
estructura antagónica de la sociedad que lo conforma, para alcanzar y/o 
mantener los objetivos nacionales y la capacidad del mismo, para dentro 
de la norma jurídica, restituir estos factores cuando se vean afectados 
por causas endógenas o exógenos a él. 
  La situación de seguridad dentro del territorio del Estado – 
Nación, en las cuales las instituciones públicas y privadas cumplen a 
plenitud la misión para la cual fueron creadas, y los ciudadanos 
desarrollan sus relaciones económicas, políticas y sociales de acuerdo a 
los preceptos establecidos por la Constitución y las leyes de la 
República. Situación de paz o tranquilidad dentro del territorio y demás 
espacios geográficos de la República, donde las autoridades 
competentes y las instituciones públicas y privadas cumplen, sin 
perturbaciones y a plenitud, con sus fines esenciales, y los ciudadanos 
interactúan armónicamente en el cumplimiento de los deberes, disfrute 
de las garantías y derechos constitucionales, consolidando los valores 




convivencia y recta aplicación de las leyes, en un clima de absoluta 
participación democrática. 
  Un Estado o situación que se fundamenta en normas jurídicas, 
establece la idea rectora de convivencia social y tiene como finalidad el 
bien común, entendiéndose que la amplitud del término abarca los 
ámbitos políticos, económicos, sociales y militares. La situación en la 
cual están garantizadas, la estabilidad y normal funcionamiento de la 
institucionalidad política jurídica establecida en el Estado. Su 
mantenimiento y control, demandan previsiones y acciones que el 
gobierno debe adoptar permanentemente, llevando implícita la 
posibilidad de declarar los regímenes de excepción que prevé la 
constitución política. 
 
2.2.2.2. El orden público en el ámbito público y privado 
2.2.2.2.1. Definición de orden público  
Según la doctrina constitucional, se define al orden público, como una 
situación de tranquilidad, regulado por el Derecho y garantizado por el 
Estado a través de la Policía Nacional, para asegurar el normal 
desarrollo de las actividades de la población en todo el territorio 
nacional. Es la situación de paz, tranquilidad y disciplina social, en la 
cual se da plena observancia del orden jurídico, como fundamento de la 
convivencia entre las personas y grupos que integran la sociedad. Se 
estable también, como la prevención del orden público, así como su 
restablecimiento en caso de alteración, constituye responsabilidad 





2.2.2.2.2. Ámbitos del orden público  
a) En cambio, el orden público es, en Derecho privado, un límite a la 
autonomía de la voluntad en virtud del cual resultan nulos los actos o 
contratos cuyo contenido resulte contrario a los intereses colectivos 
de una comunidad, manifestados en principios y reglas de Derecho.  
b) En Derecho Público, el orden público está representado por la 
tranquilidad y paz social que proviene del respeto generalizado al 
ordenamiento jurídico. La manutención de este orden público habilita 
a la administración, a través de la ley, para imponer órdenes, 
prohibiciones y sanciones. 
  Se la considera como el aspecto central y más sólido y 
perdurable, del orden social. Es el conjunto de aquellas características y 
valores de la convivencia que una sociedad considerada como “no 
negociables”. Se lo considera sinónimo de convivencia ordenada, 
segura, pacífica y equilibrada. Es objeto de una fuerte reglamentación 
legal, para su tutela preventiva, contextual, sucesiva o representativa. En 
el Derecho Constitucional se lo considera como el límite para el ejercicio 
de los derechos individuales y sociales. Es el elemento primordial para la 
conservación de la paz, como el bienestar social, y necesita que todos 
los miembros de la colectividad, sin excepción alguna, cooperen 
ampliamente en mantener y conservar este orden, que permite el 
desenvolvimiento de todas las actividades del hombre en sociedad. 
Orden Público simplemente quiere decir tranquilidad y confianza social 





2.2.2.3. El orden interno y seguridad nacional 
Es un bien invaluable de nuestra sociedad y se entiende como la 
condición de permanente paz, libertad y justicia social que, dentro del 
marco de Derecho, procuran pueblo y Gobierno. Su conservación 
implica el equilibrio dinámico de los intereses de los diversos sectores de 
la población para el logro de los objetivos nacionales, garantizando la 
integridad territorial y el ejercicio pleno de la soberanía e independencia. 
Se refiere a la noción de relativa estabilidad, calma o predictibilidad que 
se supone beneficiosa para el desarrollo de un país; así como a los 
recursos y estrategias para conseguirla, principalmente, a través de la 
defensa nacional. 
 
2.2.2.3.1. Concepción norteamericana 
En este sentido, para Harold Brown explica la concepción 
estadounidense de Seguridad Nacional como: “La capacidad de 
preservar la integridad física de la Nación y de su territorio; de mantener 
sus relaciones económicas con el resto del mundo en términos 
convenientes; de proteger su naturaleza sus instituciones y su gobierno 
de los ataques provenientes del exterior, y de controlar sus fronteras”.  
 
Asimismo, Robert Mcnamara señala que “la Seguridad Nacional 
no es la fuerza militar, aunque puede incluirla, la seguridad no es la 
actividad militar tradicional, aunque puede abarcarla. La seguridad es 
desarrollo y sin desarrollo no puede haber seguridad. 
2.2.2.3.2. Concepción brasilera 




el grado relativo de garantía que a través de acciones políticas, 
económicas, sico-sociales y militares, un Estado puede proporcionar, en 
una época determinada, para la consecución y salvaguardia de sus 
objetivos nacionales, a despecho de los antagonismos existentes”. Por 
otra parte, el General de División Edgardo Mercado Jarrín señala que 
“podemos definir la Seguridad Nacional como la situación en la cual 
nuestros objetivos nacionales se hallan a cubierto  de interferencias y 
perturbaciones substanciales, tanto internas como externas (...) La 
seguridad nacional es un valor intermedio para la consecución y 
mantenimiento de los objetivos nacionales. La seguridad puede 
entenderse en un sentido objetivo como la ausencia de amenazas o 
terror de que tales valores sean atacados”. 
 
2.2.2.4. Diferencias del orden interno y orden público 
2.2.2.4.1. Cuestión previa  
Debemos señalar que, existen diferencias entre el orden interno y el 
orden público. El primero contiene al segundo, porque el orden público 
está referido a manifestaciones que afecten la vida ciudadana y nada 
tiene que hacer con la vida privada de las personas, a menos que esta 
vida privada desborde los cauces normales y afecte la vida y normal 
desarrollo de otros ciudadanos. En cambio el orden interno pudiera 
interferir en situaciones muy graves o extremas, hasta en la vida o el 
desarrollo de derechos de los ciudadanos, permitiéndose incluso la 
restricción de garantías o derechos constitucionales, si está en juego la 




tenemos que el orden interno, la seguridad ciudadana y el orden público, 
están relacionados con la observancia del ordenamiento jurídico. La paz 
pública es el respeto al derecho ajeno. 
 El análisis al término orden interno contenido en la Constitución, 
está referido directamente con los Derechos Humanos. De lo cual, todos 
los actos administrativos que en esa materia sean promulgados en el 
contexto internacional en la que el Perú sea miembro o signatario, serán 
acatados por las instituciones con competencia en la materia. Su 
carácter de prevalecer en el orden interno, constituye una disposición 
que va directamente relacionada con el hecho de que dicho término 
involucra a todos los Poderes del Estado y de esta forma se consolida 
que el responsable del mantenimiento del orden interno, en esa materia 
son las instituciones asignadas en la Constitución. 
  La Fuerza Armada y la Policía Nacional constituyen instituciones 
esencialmente profesional, sin militancia política, organizada por el 
Estado para garantizar la independencia y soberanía de la Nación y 
asegurar la integridad del espacio geográfico, mediante la defensa 
militar, la cooperación en el mantenimiento del orden interno y la 
participación activa en el desarrollo nacional, de acuerdo con la 
Constitución y la Ley. En el cumplimiento de sus funciones, está al 
servicio exclusivo de la Nación y, en ningún caso, al de personas o 
parcialidad política alguna. Sus pilares fundamentales son la disciplina, 
la obediencia y la subordinación. La Fuerza Armada está integrada por el 
Ejército, la Marina, la Aviación. Funcionan de manera integral dentro del 




régimen de seguridad social integral propio, según lo establezca su 
respectiva norma legal. 
  Realizando una abstracción en cuanto al marco establecido del 
cuerpo político, apreciamos que en el contexto de lo referido a la 
institución Armada de Perú, se le delimitan claramente las 
responsabilidades en las cuales los componentes tradiciones, Terrestre, 
Naval y Aéreo, consolidan su función básica de defensa militar, pero de 
igual forma, se establece una responsabilidad de apoyo de otro 
componente, el cual interactúa en el contexto de dos roles y cuya 
actividad básica se enmarca en proporcionar el apoyo a las instituciones 
del Estado que demanden una especificidad de apoyo para el 
mantenimiento del orden interno del Estado cuya tarea le es 
encomendada a la Policía Nacional como un todo, de lo cual este 
componente tiene como responsabilidad básica atenderlo a través de la 
cooperación. 
 
2.2.2.4.2. El orden interno en la Constitución Política del Estado 
Aquí se considera al orden interno dentro del ámbito de las 
responsabilidades propias de la Policía Nacional, pero no desde una 
óptica general del Estado, sino, como parte de las funciones que 
constituyen su génesis, la cual  se basa en el apoyo al sector civil de la 
administración pública con el cumplimiento de funciones de policía 
administrativa especial. Para realizar el aspecto comparativo del orden 
interno citado anteriormente lo efectuaremos con lo señalado en la 





a) Artículo 165: “Las Fuerzas Armadas están constituidas por el Ejército, 
la Marina de Guerra y la Fuerza Aérea. Tienen como finalidad 
primordial garantizar la independencia, la soberanía y la integridad 
territorial de la República. Asumen el control del orden interno de 
conformidad con el artículo 137º de la Constitución, en el cual el 
presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Ministros, 
puede Decretar, por plazo determinado, en todo el Territorio 
Nacional, o en parte de él, y dando cuenta al congreso o a la 
Comisión Permanente, los estados de excepción que en este artículo 
se contemplan: En estado de emergencia las Fuerzas Armadas 
asumen el control del Orden Interno si así lo dispone el Presidente de 
la República”. 
b) Artículo 166: “La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental 
garantizar, mantener y restablecer el Orden Interno. Presta 
protección y ayuda a las personas y a la comunidad. Garantiza el 
cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y del 
privado. Previene, investiga y combate la delincuencia. Vigila y 
controla las fronteras”. 
Haciendo un análisis comparativo de sus funciones y, por ende, 
de la corresponsabilidad, podemos indicar que las Fuerzas Armadas y/o 
Fuerzas Públicas, son un ente integrante de la sociedad. Ni más ni 
menos importantes que otras fuerzas sociales. Sus integrantes son 
compatriotas, forman parte del conglomerado social, están 
indisolublemente ligados al resto de sus nacionales. Tienen iguales 




ciudadanos. Las diferencias principales que los distinguen de quienes no 
son militares y/o policías, tienen que ver con estos hechos 
fundamentales.  
  Tienen una misión específica, la defensa de la integridad territorial 
y la soberanía nacional con respecto a cualquier agresión externa. 
Ostentan una condición profesional. El carácter de su misión ha llevado 
a que la sociedad les confíe el monopolio del uso de las armas, 
administración de la violencia legítima bajo ciertas circunstancias y la 
especialización en la actividad bélica. Exhiben una forma peculiar de 
organización, esencialmente primordial en su funcionamiento, necesaria 
asimismo para hacer posible el cumplimiento de su labor específica. 
Tienen tradición y una historia propia, institucionalmente, que ha sido 
objeto de fuerte ideologización y deformaciones, entre las que se 
cuentan numerosas confusiones y desviaciones en torno a su papel en 
la sociedad. 
  Tiene un modo propio de inserción en el cuerpo social y sus 
instituciones, altamente condicionado por su labor específica, pero 
también por su conformación como grupo de interés y presión, y por las 
formas de autoconcepción en  que se comprueba la permanencia de 
rasgos enérgicamente ideologizados. En base a esta explicación podría 
definirse del orden interno, manifestando que: “Es aquel en el cual el 
Estado administra la justicia, se consolidan los valores de libertad, 
democracia, independencia, paz, convivencia e imperio de la 
constitución y la ley”, todo lo expresado constituye el Estado final 




operacionaliza la responsabilidad genérica en la que sobre él recae. 
 
2.2.2.4.3. Concepción filosófica del orden interno  
 Ahora bien, un breve recorrido por el campo de la filosofía, nos permite 
dar cuenta de la evolución del término en estudio que ha surgido como 
un ave fénix, lo cual nos llevará al menos a aceptar una duda razonable 
acerca de la posible incorporación del mundo social, de lo subjetivo, en 
los herméticos conceptos. Es por ello que se adaptó la etnometodología 
(se basa en el supuesto de que todos los seres humanos tienen un 
sentido práctico con el cual adecuan las normas de acuerdo con una 
racionalidad práctica que utilizan en la vida cotidiana) en esta 
investigación, con el fin de que tenga sentido, considerando las prácticas 
sociales, de ahí el énfasis en su definición del proceso de cambios 
sufrido en América Latina. 
  Además se convierte en una disciplina que bebe de las fuentes 
del criticismo, es decir, no considerada directamente objetos de 
conocimiento sino que se pregunta cómo conocemos y se torna 
naturalmente la crítica con sus propios productos. Es como un intento de 
auto concienciarse de la relatividad de su objeto y en consecuencia de 
no actuar en la dirección de lograr un conocimiento cada vez más 
estable y cercano a una supuesta verdad objetiva. 
  Considerando lo tratado anteriormente, en el marco de la filosofía 
del Derecho en la que el orden interno, se interpreta como una relación 
natural del Estado que desde su génesis, este requiere de un orden para 




en que el orden interno, resulta de la norma jurídica  que fundamenta la 
estructura y funcionamiento de un Estado. En este sentido, analizamos 
específicamente lo atinente con el orden interno, así como los diversos 
conceptos y definiciones emitidos en el ámbito nacional e internacional 
que se refieren a ese término, con el propósito de definir su esencia y 
determinar el alcance en el Estado. 
 
2.2.2.5. Fundamentos jurídicos del orden interno 
Si se tiene en cuenta lo expuesto anteriormente, podemos proceder a 
realizar un análisis de contenido de cada uno de los conceptos emitidos, 
acerca del orden interno: 
a) El Orden Interno se fundamenta en la necesidad de mantener la paz 
entre los ciudadanos y la Seguridad Nacional, bienes que se 
argumentarán como supremos e indispensables, para la 
sobrevivencia de la República de la cual se trate y superiores a 
cualquier otro bien que tenga que ser sacrificado en su consecución. 
b) El orden interno, el Estado, tiene la obligatoria necesidad de 
responder a la defensa de los derechos y garantías que expresa la 
Carta Magna y a aquellos otros derechos inherentes a la persona 
humana, así no sean recogidos por el Derecho positivo. 
c) De acuerdo a la Constitución, el orden interno es un “estatus”, es 
decir, un determinado estado de organización institucional, que 
permite al Estado y a los ciudadanos la consecución de sus fines. El 




sobre la base de la Constitución y demás leyes de la República, que 
le permite al Estado-Nación la consecución de sus fines. 
 
Una vez conceptualizado el término orden interno, considerando la 
relación desarrollada en el campo filosófico y jurídico en el marco de la 
Constitución de 1993, el definir su alcance, se requiere para contemplar 
lo que representa al mantenimiento del orden interno, debido a ello se 
procederá a realizar un análisis con relación a su a su significado. El 
diccionario enciclopédico Quillet (1978), establece dentro de un sin 
número de consideraciones de esta palabra, “como un efecto de 
defender un sistema”. El diccionario Larousse Moderno (1992) expresa 
que mantenimiento es “conservación” y establece como ejemplo el 
mantenimiento del orden. 
 Con todo ello, nos queda interpretar entonces, que es el 
mantenimiento del orden interno y sobre la base de la conceptualización 
del término esgrimido como la organización institucional que se logra 
sobre la base de la Constitución y demás leyes de la República, que le 
permite al Estado-Nación la consecución de sus fines. El mantener en 
este caso, significa el cumplir con la Constitución ya que en ella, se 
establecen todas las consideraciones de funcionamiento de un sistema 
que ha sido concebido para que funcione, entendiéndose que Estado-
Nación, no es tan sólo Gobierno y se hace esta acotación por la gran 
confusión de su significación. 
     La Constitución contempla –en forma clara y expresa- en su texto 




derechos, obligaciones, estructura y funciones que deben regir, para el 
hombre de ese Estado y a los poderes de línea horizontal (Ejecutivo, 
Legislativo, Judicial, Electoral y Ciudadano) así como los de línea vertical  
(Nacional, Estatal, Regional y Municipal). Ahora bien, considerando lo 
planteado, el mantenimiento del orden interno, debe interpretarse desde 
una concepción totalmente sistémica, en la que todos los elementos y 
órganos que forman parte de la Nación de un Estado, cumplen con sus 
obligaciones y deberes a través de un Derecho, el cual está consagrado 
sobre la base de la Constitución, la cual recoge todas sus características 
y las enmarca para la consecución de uno o varios objetivos. En torno a 
ello, la conceptualización del término mantenimiento del orden interno se 
establece como el cumplimiento de la Constitución y demás leyes de la 
República por parte de todos los elementos que conforman un Estado-
Nación, que le permita la consecución de sus fines. 
 Como acotación importante que se debe dejar claro, es que en 
ningún momento se debe asociar, que por el hecho que un Estado – 
Nación cuente con una Constitución, se garantizará el mantenimiento de 
su orden interno, ya que para lograr tal fin, como sistema el orden 
establecido debe ser revisado y ajustado constantemente con el 
propósito de evaluar los resultados obtenidos, pero siempre sobre 
premisas que el cumplimiento de la norma, deba ser aplicado de 
acuerdo al marco legal que le consagra a los elementos, el derecho de 
ejercer sus facultades y exigir el cumplimiento de sus responsabilidades, 
sobre el precepto de una corresponsabilidad que tiene como objetivo el 




 El mantenimiento del Orden Interno, debe ser interpretado en que 
todos y cada uno de los ciudadanos, debemos cumplir con los deberes 
que nos consagra el texto constitucional y que, así como tenemos 
deberes que cumplir, estamos protegidos de unos derechos a los cuales, 
los diferentes Poderes del Estado deben respetar y cumplir en cada una 
de las instituciones que lo conforman con las funciones por las cuales 
han sido creados. 
  Al desarrollo de la conceptualización del termino orden interno, se 
puede comprobar que el mismo está directamente vinculado con la 
Constitución que estructura al Estado, lo cual sería la primera forma de 
defender a éste, mediante el ejercicio de las tareas que una sociedad 
requiere, a fin de lograr una serie de condiciones que le permitan su 
existencia y desarrollo. Debido a ello no podría pensarse en concebir 
una estructura funcional, cuyo fin no sea el de lograr alcanzar en el día a 
día del ejercicio de sus funciones hacia el desarrollo, la seguridad 
requerida a través de la aplicación de procesos y dentro de estos se 
encuentra la defensa. 
 Por todo lo dicho, se debe entender que la defensa para alcanzar 
la seguridad de una Nación, como las acciones emprendidas en los 
diversos ámbitos del Poder del Estado. Para lograr el efecto de lograr 
una segura sensación cuya plenitud resulta difícil de lograr, pues, se 
requiere de un delicado equilibrio de todos los factores y elementos que 
intervienen, por un lado y la visualización y determinación de las 
amenazas internas y externas. Por el otro, el Sistema de Defensa 




elaborar la política pública que integre los esfuerzos de varios entes ya 
sean públicos o privados para satisfacer el logro deseado, que no debe 
ser otro que la seguridad del país. 
 Tampoco puede considerarse la Defensa de la Seguridad  
Nacional como un fin en sí mismo, sino sólo como un medio para lograr 
un fin superior: el bien común, el cual tiene expresión práctica de lograr a 
preservar los objetivos nacionales que se encuentran en todos los textos 
constitucionales. Los objetivos nacionales son la conjunción y 
asimilación de los intereses y aspiraciones nacionales, tarea que 
corresponde a la política nacional, en ese punto, adquieren el carácter 
de permanentes y se plasman como principios fundamentales o en su 
caso tratan de solventar situaciones pasajera y de actualidad por lo que 
son llamados coyunturales. 
 Por otra parte, por Seguridad del Estado, se entiende la 
sobrevivencia y la conservación del Estado y la protección de las 
garantías y los derechos de quienes habitan en el territorio nacional. Por 
consiguiente, para lograr esto, debe existir una seguridad externa, que 
tiene que ver con la conservación de las instituciones que conforman al 
Estado y con la inviolabilidad del territorio, y una seguridad interna, que 
tiene que ver con el orden interno, la seguridad ciudadana, la paz pública 
y el orden jurídico. 
     Considerando como tal el caso de Perú como modelo 
comparativo, es mantener señalar que mantener bien diferenciadas 
estos dos ámbitos de la seguridad, indistintamente de que sea la Policía 




mantenimiento del orden interno, como el organismo nacional que 
enfrenta las amenazas internas, empero, permite el empleo de la Fuerza 
Armada en los asuntos internos del ámbito  de la seguridad y Defensa 
Nacional; toda vez que al determinarse la existencia de un orden interno 
que afecta al país, existe en igualdad de condiciones un orden externo, 
el cual debe ser identificado, luego de ser localizado: fronterizo, regional, 
hemisférico o mundial. 
 
2.2.2.6. Intervención de las fuerzas armadas y el orden interno 
según  la constitución 
Según la Constitución, los conflictos sociales internos, corresponden a  
la seguridad interior, por cuanto provienen de sujetos, nacionales o 
extranjeros, que atentan o pretendan atentar contra el orden interno. Es 
decir, no ponen en peligro la Nación, solamente alteran del orden 
público, lo que generalmente obliga al Estado, a utilizar los medios 
previstos en el ordenamiento jurídico público y, en particular, sus 
organismos de seguridad para restaurar el orden alterado, en este caso, 
la PNP o Seguridad Ciudadana. Es el caso, de la  delincuencia común, 
el terrorismo, los narcotraficantes, las mafias y hasta otras formas de 
delitos transnacionales, actúan, sin recato alguno, en nuestro país y 
ciudad de Juliaca, generando más incertidumbre que de costumbre.  
 
En ese contexto, una gran diversidad de factores de riesgo, que  
amenazas no solo para la sociedad, sino que, además dentro del ámbito 
del orden interno causan entre otras: robos, muertes, secuestros, 




la democracia establecida y constituida en el Estado peruano. El orden 
interno que se está analizando, a pesar de que es de reciente definición, 
siempre ha existido y las sociedades civilizadas se han caracterizado por 
tener un orden, para la relación entre sus habitantes que buscan el 
bienestar de todos. 
El uso de la fuerza está autorizado para el control del orden 
interno de acuerdo con los artículos 4427, 165 y 16628 de la Constitución 
así como de los tratados de Derechos Humanos y de Derecho 
Internacional Humanitario de los que el Perú es Estado parte, el cual 
tiene que regirse de acuerdo con los principios de proporcionalidad, 
razonabilidad, legitimidad, necesidad y humanidad. Así, el uso de la 
fuerza letal queda supeditado a aquellos casos en los que la vida o la 
integridad se ven gravemente amenazadas y cuando así lo disponga la 
autoridad competente. De no existir tal gravedad, el Estado tiene que 
optar por otras medidas que busquen garantizar efectivamente la 
vigencia el orden interno y seguridad de los ciudadanos y que el riesgo 
en que coloque los derechos fundamentales sea de menor intensidad. 
Teniendo en cuenta que el uso de la fuerza está legítimamente 
reconocido en nuestro ordenamiento para garantizar la protección y 
seguridad de la población, es necesario ahora advertir cómo el Tribunal 
                                                         
27 Constitución Política, artículo 44.- Son deberes primordiales del Estado; defender la 
soberanía nacional; garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la 
población de las amenazas contra su seguridad, y promover el bienestar general que se 
fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y equilibrada de la Nación. Asimismo, es 
deber del Estado establecer y ejecutar la política de fronteras y promover la integración, 
particularmente latinoamericana, así como el desarrollo y la cohesión de las zonas fronterizas, 
en concordancia con la política exterior. 
28 Constitución Política, artículo 166: La Policía Nacional tiene por finalidad fundamental 
garantizar, mantener y restablecer el orden interno. Presta protección y ayuda a las personas y 
a la comunidad. Garantiza el cumplimiento de las leyes y de la seguridad del patrimonio público 




Constitucional29 define el rol constitucional de las Fuerzas Armadas, 
para luego determinar si es que se encuentra legitimado para intervenir 
en el orden interno, y de ser el caso cuál es el alcance de dicha 
intervención. 
El artículo 163º de la Norma fundamental encarga al Sistema de 
Defensa Nacional, la protección del bien jurídico seguridad ciudadana, el 
cual está más ligado a este sistema que al concepto de seguridad 
ciudadana u orden interno (que como veremos más adelante, el Tribunal 
la identifica como una labor exclusiva de la Policía. Este sistema de 
defensa nacional comprende a las Fuerzas Armadas, las que  están 
subordinadas al poder constitucional, y que asumen esta tarea 
considerando que ejercerán su labor como última medida para garantizar 
los derechos fundamentales de los ciudadanos así como los principios 
democráticos.  
En consecuencia, podemos advertir que las Fuerzas Armadas 
asumen su función con la finalidad de proteger los derechos 
fundamentales, la integridad del Estado y los principios constitucionales 
que lo inspiran. De este modo, las funciones particulares que se le 
encomienden deben responder a dicha finalidad y no a absorber 
funciones que corresponden a otras instituciones, colocando en estado 
de latente peligro a los derechos y a la seguridad jurídica. 
 
 
                                                         
29 Recientemente el Tribunal Constitucional ha analizado la constitucionalidad de la Ley Nº 
29166, por el que se regula el uso de la fuerza por los militares., según sentencias STC Exp. Nº 
0010-2002-AI/TC, STC Exp. Nº 00017-2003, STC Exp. 00023-2003-AI/TC, STC Exp. Nº 0004-




2.2.2.7 Participación de las fuerzas armadas en el estado de 
emergencia 
En el Perú, el Tribunal ha precisado el rol de las Fuerzas Armadas en el 
Estado Constitucional, y se ha pronunciado también su participación en 
el control del orden interno. En primer lugar, delimitó los alcances de las 
facultades de las entidades públicas en los casos en los que se declara 
un estado de emergencia. Sobre el particular, el artículo 137º de la 
Constitución prevé la declaratoria de estados de excepción dentro de los 
cuales se encuentran los estados de sitio. Este último (artículo 137.2), 
que no es relevante para que el Tribunal resuelva este caso, consiste en 
que sea declarado “en caso de invasión, guerra exterior, guerra civil, o 
peligro inminente de que se produzcan, con mención a los derechos 
fundamentales cuyo ejercicio no se restringe o suspende. El plazo 
correspondiente no excede de 40 a 50 días. Al decretarse el estado de 
sitio, el Congreso se reúne de pleno derecho. La prórroga requiere 
aprobación del Congreso”. 
  Como se sabe, el estado debe ser declarado por el presidente de 
la República, y debe contar con la aprobación, y ser establecido por un 
plazo máximo de 60  días. El Ejecutivo tiene la obligación de dar cuenta 
al Congreso de la República. Asimismo, indica que existe la posibilidad 
de que ciertos derechos fundamentales sean suspendidos durante su 
vigencia de acuerdo con la norma fundamental; inviolabilidad de 
domicilio, libertad de tránsito, libertad de reunión y derecho a la libertad 
personal. Igualmente, el artículo 27º de la Convención Americana sobre 




en los siguientes términos: “La disposición precedente no autoriza la 
suspensión de los derechos determinados en los siguientes artículos: 3º 
(Derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica); 4º (Derecho a la 
vida); 5º (Derecho a la integridad personal); 6º (Prohibición de la 
esclavitud y servidumbre); 9º (Principio de legalidad y retroactividad); 12º 
(Libertad de conciencia y de religión); 17º (Protección a la familia); 18º 
(Derecho al nombre); 19º (Derechos del niño); 20º (Derecho a la 
nacionalidad), y 23º (Derechos políticos), ni de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos” (artículo 27º-2). 
  Para que desarrolle legalmente, en el plazo de seis meses, el 
artículo 137º de la Constitución, de acuerdo con los criterios 
constitucionales precisados en la sentencia y que se exprese sobre: 
a) Precisiones a los conceptos de perturbación de la paz, del orden 
interno, de catástrofe o de graves circunstancias que afecten la vida 
de la nación, de modo que quede claro qué situaciones ameritan la 
declaratoria del estado de emergencia. 
b) Precisiones sobre el plazo de 60 días establecido en la norma 
constitucional y la naturaleza excepcional del estado de emergencia. 
c) Los alcances y características de las limitaciones de los derechos 
fundamentales establecidos en el artículo 137.1 considerando los 
principios de razonabilidad y proporcionalidad a los que se refiere el 
artículo 200º de la Constitución. 
d) El establecimiento de mecanismos de control jurisdiccional y político 




incorporarse mecanismos que representen el control social sobre la 
ejecución de estas medidas excepciones. 
 
2.2.2.8. Funciones de las fuerzas armadas en el restablecimiento del 
orden interno  
Al respecto, el Tribunal precisó que esta facultad se desprende de los 
artículos 8º, 44º y 165º del texto constitucional, y que debe adecuarse a 
los principios constitucionales de proporcionalidad, necesidad, 
legitimidad y humanidad, así como de las normas internacionales sobre 
derechos humanos de los que el Perú es parte y que, por lo tanto forman 
parte del derecho nacional. Además, solo debe darse de manera 
específica, excepcional y temporal. 
  En virtud de ello, el Colegiado, al analizar la disposición contenida 
en el artículo 7º sobre el particular, concluyó que esta era ambigua, pues 
no precisaba las situaciones en las que los militares deberían intervenir 
ni qué autoridad era la competente para determinar ni cómo debería 
producirse la intervención; con lo cual se podría permitir una intervención 
arbitraria en tales casos de las instituciones armadas. De ahí que 
declara la inconstitucionalidad de este extremo de la disposición del 
artículo 7º de la ley, que prescribía “o en apoyo al control del orden 
interno en zonas no declaradas en estado de emergencia, hará uso de la 
fuerza”, con el fin de conservar su constitucionalidad, debía quedar en 
redacto de la siguiente manera: “o en apoyo al control del orden interno 
en zonas no declaradas en estado de emergencia para los casos de 




el funcionamiento del país, en los términos establecidos en la ley, hará 
uso de la fuerza”.  
 Sin embargo, posteriormente el Tribunal Constitucional a través 
de una resolución de aclaración de oficio corrigió esto y consideró que 
más bien esta disposición debía interpretarse de forma que se entienda 
que el personal militar solo puede hacer uso de la fuerza en apoyo al 
control del orden interno en zonas no declaradas en estado de 
emergencia para los casos de narcotráfico, terrorismo y la protección de 
instalaciones estratégicas para el funcionamiento del país. 
 Sin embargo, exhortó nuevamente al Congreso de la República 
para que se emita una regulación en la que se detalle exactamente las 
situaciones sobre terrorismo, narcotráfico y protección de instalaciones 
estratégicas en las que las FF.AA., pueden intervenir; así como cuáles 
son los criterios que deben considerarse para determinar que se ha 
excedido la capacidad de la Policía Nacional en el control del orden 
interno. También resulta importante que se establezca claramente la 
autoridad competente para convocar la participación de las FF.AA. El 
plazo en el que tomará el control interno, con cuáles mecanismos 
jurisdiccionales y políticos se cuenta para asegurar que la intervención 
responda a los principios constitucionales antes mencionados. 
Finalmente, destacó la importancia de precisar cuáles serían los 
mecanismos con que se contraría para asegurar la vigencia de los 
derechos fundamentales. Así, dispuesto que el Congreso cuente con 
seis meses para regular sobre este tema con las consideraciones 




 Otro de los asuntos cuestionados es la facultad que se brinda a 
las Fuerzas Armadas para usar la fuerza letal para el restablecimiento 
del orden interno, el cual se encontraba regulado en el artículo 7º de la 
Ley impugnada. Al advertir que se trataba de una disposición ambigua, 
exhorta al Congreso de la República a que, en un plazo de seis meses, 
de una ley por la cual se regule claramente el uso de la fuerza en dos 
partes; a) en atención a situaciones que son reguladas por el Derecho 
Internacional Humanitario; y b) en atención a situaciones en las que 
rigen las normas propias de cada Estado para el restablecimiento del 
orden interno así como por las normas internacionales de Derechos 
Humanos. Precisó con énfasis, que el uso de la fuerza letal, de ser 
necesario, debe emplearse como último medio para lograr el fin 
perseguido; la protección de la seguridad de todos; y también su uso 
debe estar solamente dirigido contra quienes afecten o amenacen 
gravemente esta seguridad. 
 La ley, además debe contemplar los casos específicos en los que 
puede actuar tomando en cuenta las siguientes situaciones: a) la 
conducción de hostilidades en el marco del Derecho Internacional 
Humanitaria, aplicable a los conflictos armados; y b) el uso de la fuerza 
en las situaciones contempladas en el estado de emergencia, o 
situaciones de tensiones internas, en la cual es aplicable el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos. 
 Como parámetros para tal regulación, debe observarse, señalo el 
Tribunal Constitucional, los principios de las Naciones Unidas para el 




a) Debe seguirse a lo dispuesto en la Constitución y los tratados de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, según 
corresponda. 
b) Solo debe utilizarse en circunstancias excepcionales y como medida 
de último recurso con el fin de disminuir el riesgo de daños 
innecesarios. 
c) Debe ser empleado cuando sea estrictamente inevitable y resulte ser 
razonable para proteger el derecho a la vida u otro bien jurídico 
fundamental. 
d) El personal militar deberá advertir, siempre que proceda, cuando se 
vaya a hacer uso de la fuerza y de la fuerza letal. 
e) El uso de la fuerza no contemplará el empleo de armas de fuego y 
municiones que puedan provocar lesiones no deseadas o signifiquen 
un riesgo injustificado a terceros. 
f) La autoridad competente podrá abrir una investigación de oficio 
cuando existan indicios razonables de que las medidas de fuerza 
empleadas no cumplieron con las normas preestablecidas. 
En definitiva, el Tribunal Constitucional nos recuerda que las 
funciones de protección del Estado sea a través del Sistema de Defensa 
Nacional como el control del orden interno deben responder a la finalidad 
que persiguen y por lo tanto, las funciones constitucionalmente 
encomendadas deben ejercerse por los militares y por los policías con 
pleno respeto de la dignidad humana, de los derechos fundamentales y 





Por ello consideró el Tribunal Constitucional que cuando la 
ambigüedad y la poca claridad están impregnadas en normas que 
regulan el uso de la fuerza para controlar y restablecer el orden interno, 
esto termina constituyéndose en una situación en la que la vulneración 
de derechos fundamentales es latente, representando al mismo tiempo 
una amenaza constante. Con ello, evidentemente, no se hace otra cosa 
sino vulnerar la seguridad jurídica de los ciudadanos, la cual es base 
para el goce de estos derechos. 
La labor que el Tribunal Constitucional le ha encomendado al 
Congreso para que regule con precisión las reglas que deben seguirse 
cuando se declara en estado de emergencia alguna zona del país, 
resulta más que óptimo para el deber que el artículo 44º de la 
Constitución le impone al Estado peruano. Lo mismo ocurre con la 
exhortación que se hace para que el parlamento regule con exactitud 
cuáles son las situaciones en las que pueden intervenir las instituciones 
armadas cuando se trate del combate al terrorismo y del narcotráfico, así 
como el resguardo de aquellas instalaciones que resulten estratégicas 
para el Estado. 
Finalmente, coincidimos con el Tribunal Constitucional en cuanto 
a la habilitación de la intervención de las Fuerzas Armadas en 
situaciones en la que se coloca en grave riesgo a la población como es 
el caso del terrorismo y del narcotráfico. En efecto, la lucha contra estos 
fenómenos no puede equipararse siquiera la criminalidad organizada 
común, pues esta no causa tanto daño en la población. Ello empero, no 




en cualquier situación en la que se presuma la actuación de estos 
fenómenos.  
Para prevenir los excesos se debe dar, pues, dos supuestos: a) 
una regulación precisa y específica que permita la intervención militar de 
manera excepcional y temporal en tales casos; y, b) la preparación de 
las autoridades políticas para que puedan tomar decisiones en casos 
concretos de manera que ello no termine perjudicando arbitrariamente a 
la población, siendo el uso de la fuerza en general y, en particular, el uso 
de la fuerza letal la última medida que pueda adoptarse ante una 
situación de urgencia, para proteger la vida y los derechos de los 
miembros de la sociedad. 
 
2.2.3. Análisis político criminal del problema de la seguridad 
ciudadana y mecanismos  preventivos 
2.2.3.1. Política criminal 
A la manera como la colectividad reacciona organizadamente, frente a 
las acciones delictuosas (lato sensu) que amenazan su cohesión o su 
desarrollo armónico, se le denomina política criminal. Todo sistema tiene 
por objeto una determinada política criminal. Es tarea de esta disciplina, 
no sólo la descripción de la reacción social contra la delincuencia, sino 
también determinar los lineamientos que deberían seguirse a fin de 
lograr una mayor eficacia30.  
                                                         
30 Según  se  vio  al  examinar  el  estado  actual  de  la  metodología jurídico-penal,  es  
importante  la  dirección  que  ve  en  la  unión  de política criminal y dogmática la vía de 
construcción de una dogmática realista. Comparto esta opinión. En realidad, la mayor parte de 
exigencias  metódicas planteadas hasta aquí son expresión de dicha idea, que se encuentra en 
parte realizada por aquéllas. La introducción en la dogmática de los postulados valorativos del 
derecho penal, por una parte, y de la contemplación de las necesidades de la realidad, por otra, 




Por esto, se ha considerado que la política criminal se presenta  
bajo dos aspectos: primero, como una disciplina o un método de  
observación de la reacción anticriminal; tal como es, efectivamente, 
practicada. Y, segundo, como un arte o estrategia de lucha contra la 
delincuencia; elaborada a partir de los datos y enseñanzas aportados 
por la observación objetiva.  
La política criminal es, en consecuencia, una parcela de la política 
jurídica del Estado, la que a su vez es parte de su política general. La 
programación y realización de una correcta y coherente lucha contra la 
delincuencia, depende del apoyo y fomento de los estudios tendientes a 
describir el sistema de reacción social y a determinar los lineamientos y 
los medios más eficaces. De esta manera, se evitará que la reacción sea 
espontánea o inorgánica, motivada únicamente por el afán de dar 
satisfacción a los movimientos de la "opinión pública", originados por la 
comisión de ciertas infracciones (política criminal del "golpe por golpe", 
del "coup par coup"); o destinada a satisfacer, mediante la multiplicación  
o  agravación  indiscriminada  de  la  represión,  a  un  público 
impresionado o temeroso ante la comisión frecuente de ciertos delitos.  
De allí que una racional y coherente política criminal suponga un 
esfuerzo de sistematización y de actualización de  las  instituciones  que  
luchan  contra  la delincuencia; instituciones que deben, como afirma 
                                                                                                                                                                     
criminal y dogmática. Pero para que los principios  axiológicos y las  necesidades prácticas 
tengan específico sentido político-criminal, es preciso algo más: que tanto la valoración, como 
la consideración de la realidad, se apoyen en bases científico-empíricas. Esto es, que los 
postulados valorativos que inspiran el derecho positivo y la dogmática, y las necesidades del 
caso, tiendan a escapar de un origen puramente intuitivo y a buscar apoyo en la investigación 
del delito como fenómeno empírico, individual y social. Cfr., MIR PUIG, Santiago. Introducción 





Marc Ancel, estar integradas en un conjunto coordinado dentro del cual 
se  complementan, en lugar de oponerse; y que deben ser adecuadas a 
las condiciones sociales31. 
 
2.2.3.2. Criminología y política criminal  
A diferencia de la dogmática penal, la criminología se ocupa del estudio 
del delito en sus diferentes formas de aparición, investigando sus 
causas, su significación en la vida de la sociedad y del individuo; estudia, 
asimismo, la personalidad del delincuente, sus características físicas y 
psíquicas, su desarrollo y sus posibilidades de tratamiento. Para 
alcanzar sus objetivos, recurre a los diversos métodos que ofrecen las 
ciencias naturales y sociales.  
Entendida de este modo la  criminología,  se  comprende  con  
gran  facilidad la importancia de las relaciones que tiene esta disciplina 
causal- explicativa con la política criminal y el derecho penal, e, 
igualmente, los innumerables elementos que les proporciona. Una 
adecuada lucha contra la delincuencia es imposible sin un conocimiento 
de la realidad criminógena. Así, pues, estas tres disciplinas se relacionan 
y complementan recíprocamente.  
Como lúcidamente afirmó Marc Ancel, en la introducción a la 
primera edición de su obra "la défense sociale nouvelle": "el problema no 
consiste, como lo han creído algunos espíritus simplistas, en la 
supresión de la ley penal o en la subordinación absoluta del jurista al 
criminólogo, sino en la utilización racional, en el dominio jurídico, de los 
diferentes datos de la ciencia criminológica. Frente a las 
                                                         




transformaciones indiscutibles de la sociedad moderna, continúa el autor 
francés, el problema esenciales es de lograr la elaboración de un 
sistema de derecho penal que no sea anacrónico, que tenga en cuenta 
la realidad humana y social y que se esfuerce en hacer esto con el 
máximo de lucidez y eficacia".  
En su opinión, se trata de un problema de política criminal, y 
según él, de esta manera uno se da cuenta que la ciencia criminal 
moderna se compone de tres dominios esenciales: la criminología, que 
estudia en todos sus  aspectos al fenómeno delito; el derecho penal, que 
consiste en la aplicación y explicación de las normas positivas con las 
que la sociedad reacciona ante dicho fenómeno; y, por último, la política 
criminal, arte y ciencia al mismo tiempo, cuyo objeto práctico es, en 
definitiva, el permitir una mejor elaboración  de las reglas positivas, y de 
orientar al legislador que las redacta, al juez que las aplica, y a la 
Administración penitenciaria que hace efectiva la decisión judicial32. 
 
2.2.3.3. Noción jurídica de seguridad ciudadana 
Existen diversos enfoques respecto a definir esta institución jurídica. La 
más aproximada es la siguiente: “la seguridad ciudadana no constituye 
en sí misma un derecho de naturaleza constitucional o legal, pero sí un 
bien jurídicamente protegido33 en tanto conjunto de acciones o medidas 
destinadas a preservar otros bienes o valores jurídicamente protegidos 
                                                         
32 Ibídem., p. 36. 
33 Todo lo que en  si  mismo  no  es  un  derecho, pero  que  en  los  ojos del legislador es de 
valor como condición de la vida sana de la comunidad jurídica, en cuyo mantenimiento 
incólume y libre de perturbaciones tiene interés desde su punto de vista y que por ello hace 
esfuerzos a través de sus normas para asegurarlo ante lesiones o puestas en peligro no 
 HORMAZABAL MALAREE, Hernán. Bien jurídico y estado  social y 




por nuestro ordenamiento –además de los derechos constitucionales a la 
vida34, integridad, propiedad, etc.- como la tranquilidad pública o paz 
social, la prevención del delito, uso pacífico de los espacios y vías 
públicas, erradicación de la violencia, etc.”35. 
  De la misma manera, ha concluido que la protección a este bien 
jurídico se organiza bajo la forma de “un servicio público a cargo de los 
gobiernos locales en colaboración con la Policía Nacional”36. Este 
concepto de seguridad ciudadana como bien jurídicamente protegido 
también ha sido recogido en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Así, el supremo intérprete de la Constitución ha señalado que: “la 
seguridad ciudadana no debe ser observada como un derecho 
fundamental sino como un bien jurídico protegido, habida cuenta que 
hace referencia a un conjunto de acciones o medidas que están 
destinadas a salvaguardar el desarrollo de la vida comunitaria dentro de 
un contexto de paz, tranquilidad y orden, mediante la elaboración y 
ejecución de medidas vinculadas al denominado poder de Policía. La 
seguridad ciudadana consolida una situación de convivencia con 
‘normalidad’, vale decir, preservando cualquier situación de peligro o 
                                                         
34 Nuestra Constitución Política de 1993 ha determinado que la defensa de la persona humana 
y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado; la persona está 
consagrada como un valor superior, y el Estado está obligado a protegerla. El cumplimiento de 
este valor supremo supone la vigencia irrestricta del derecho a la vida, pues este derecho 
constituye su proyección; resulta el de mayor connotación y se erige en el presupuesto 
ontológico para el goce de los demás derechos, ya que el ejercicio de cualquier derecho, 
prerrogativa, facultad o poder no tiene sentido o deviene inútil ante la inexistencia de vida física 
de un titular al cual puedan serle reconocidos tales derechos. Cfr. ResoluciónN.º 01535-2006-
PA/TC Fecha de publicación 10/02/2008 Caso Empresa de Transportes Turismo Imperial S.A 
(FJ 82-91). 
35 DEFENSORÍA DEL PUEBLO. “Informe Defensorial N° 81. Libertad de Tránsito y Seguridad 
Ciudadana. Los enrejados en las vías públicas de Lima Metropolitana”. Lima, 2004. Página 44. 




amenaza para los derechos y bienes esenciales para la vida 
comunitaria”37. 
  La concepción de seguridad ciudadana a la que se adhiere la 
Defensoría del Pueblo propone también la participación activa de la 
sociedad en dicha materia, en cuanto se refiere al ámbito local. A partir 
de lo establecido en el segundo párrafo del artículo 31° de la 
Constitución38, es claro que este concepto tiene la doble naturaleza de 
derecho y deber. Por tanto, supone tanto la posibilidad de ejercer la 
potestad de intervenir en los asuntos relacionados a los gobiernos 
locales, como asumir las responsabilidades que este ejercicio implica. 
Desde esta doble concepción, entonces, el deber ciudadano de 
participar en el diseño, ejecución y seguimiento de políticas de seguridad 
ciudadana convierte a la ciudadanía en actor esencial de estos 
procesos. 
  Por otro lado, dado que la ciudadanía se ve perjudicada 
directamente por la actual situación de inseguridad ciudadana, resulta 
legítimo e imprescindible su activa participación. Así, las Juntas 
Vecinales y Rondas Campesinas vienen asumiendo un importe papel en 
las respuestas integrales a los diferentes problemas de seguridad 
ciudadana, en sectores urbanos y rurales. Sus actuaciones, así como la 
labor de apoyo que pueden brindar las empresas privadas, constituyen 
esfuerzos que el Estado debe apoyar y garantizar de modo tal que la 
                                                         
37 Cfr., Sentencia del Tribunal Constitucional del 22 de junio del 2005, expedida en el 
Expediente N° 2876-2005-PHC/TC (Caso Nilsen Mallqui Laurence y otro), fundamento 18. 
Conceptos concordantes pueden encontrarse en la Sentencia del Tribunal Constitucional de 
fecha 27 de junio del 2005, expedida en el Expediente N° 3482-2005-PHC/TC (Caso Luis 
Augusto Brain Delgado y otros), fundamento 13.  
38 “Es derecho y deber de los vecinos participar en el gobierno municipal de su jurisdicción. La 




seguridad ciudadana tenga un fuerte componente participativo para 
conseguir la protección de sus bienes y por ende la paz social39, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 197° de la Constitución40. 
  Es evidente entonces que la seguridad ciudadana tiene que ser 
responsabilidad compartida, no sólo entre entidades del Estado, sino 
también con la propia sociedad civil41. Así se ha reconocido incluso en la 
“Declaración de Seguridad Ciudadana en Sudamérica”, adoptada el 30 
de setiembre  de 2005 por los Jefes de Estado de la Comunidad 
Sudamericana de Naciones. El artículo 3° de dicho instrumento, 
reconoce que “la Seguridad Ciudadana debe asumir como una 
responsabilidad compartida del gobierno y la comunidad”. Por su parte, 
en artículo 5° de dicho documento considera que “la participación 
ciudadana es un elemento clave para avanzar en la consolidación de 
valores y normas comunitarias de respeto y solidaridad que permitan 
una mejor convivencia social”. En ese sentido, resulta necesario, buscar 
alianzas estratégicas entre las entidades estatales con la sociedad civil, 
a fin de que las acciones en dicha  materia sean coordinadas y, sobre 
todo, resulten eficientes. 
   En concreto, también se la define como la protección de las 
personas en las calles, seguridad de las viviendas y otros lugares tanto 
                                                         
39 Según DELGADO SILVA,  el artículo 197° de la Constitución reformada asume esta 
tendencia y, por ello, trata la seguridad ciudadana, no solamente en el mismo artículo, sino 
como variante renovadora de las prácticas participativas de la población, a escala local. En: “La 
Constitución Comentada”. Lima: Gaceta Jurídica. 2005., p. 1031. 
40 “Las municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la participación vecinal en el 
desarrollo local. Asimismo brindan servicios de seguridad ciudadana, con la cooperación de la 
Policía Nacional del Perú, conforme a ley”. 
41 Al respecto. Eric Cisternas Jabre, señala en su artículo “El Concepto de Seguridad 
Ciudadana” (en: http://www.atinachile.cl/content/view/6407) que el logro de la seguridad 





públicos como privados, contra las amenazas, peligros o ataques de la 
delincuencia. Se refiere a una condición o un estado de un conjunto de 
seres humanos: a la ausencia de amenazas que ponen en peligro la 
seguridad de un conjunto de individuos. Asimismo, la seguridad 
ciudadana se define como la condición personal, objetiva y subjetiva, de 
encontrarse libre de violencia o amenaza de violencia o despoja 
intencional por parte de otros. Una de las funciones de los Estados 
consiste en proveer seguridad y garantizarla a través de diversas 
acciones de las instituciones de seguridad pública. La seguridad no es 
sólo una necesidad individual o colectiva, sino que representa un valor 
sociocultural, jurídico y político de los Estados democráticos y 
constitucionales. 
 A partir de la presente tesis en materia de Seguridad Ciudadana y 
de las múltiples intervenciones en relación al control de la potestad 
punitiva del Estado42, consideramos importante tener en cuenta algunos 
aspectos que pueden configurar líneas básicas en materia de seguridad 
ciudadana, las mismas que complementan la presente investigación 
sobre el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
         Debe replantearse y cuestionarse seriamente la tendencia a 
considerar que el incremento de penas y la eliminación de beneficios 
penitenciarios constituyen una solución eficaz para evitar el incremento 
                                                         
42 En el desempeño de sus funciones, la Defensoría del Pueblo ha elaborado numerosos 
informes defensoriales en materia de control al ejercicio del poder sancionatario del Estado en 
diversas materias: justicia militar (Informes N° 6, N° 64, N° 66 y N° 104), modificaciones a la 
normatividad penal (Informes N° 9, N° 71, N° 76, N° 118 y el Informe Extraordinario “Análisis de 
los decretos legislativos promulgados al amparo de las facultades otorgadas por la ley N° 
29009”), sistema penitenciario (Informes N° 5, N° 11, N° 28, N° 29, N° 73 y N° 113), violencia 
familiar y sexual (Informes N° 51 y N° 123), entre otros. Todos los informes defensoriales están 




de la delincuencia. Esta corriente de opinión lleva a asentar un contenido 
simbólico del Derecho penal, que lo que pretende es dar tranquilidad a la 
población43. A pesar de haberse privilegiado la sanción penal de 
contenido de privación de la libertad, es claro que esto no ha significado 
un descenso en los niveles de criminalidad. 
          En cuanto al caso peruano, ya existen penas bastantes severas 
que pueden llegar hasta los 35 años de prisión. Por esta razón, es claro 
evidenciar que las consecuencias de tales medidas sólo conducen a un 
incremento del número de personas detenidas en un contexto de 
hacinamiento de los establecimientos penitenciarios44. Es más, 
lamentablemente los centros penitenciarios no cumplen la función 
resocializadora que les corresponde, sino más bien contribuyendo a la 
“especialización” delictiva de los procesados y condenados, los cuales 
retornarán a la sociedad y probablemente seguirán cometiendo actos 
delictivos. Como decía en una ocasión el Dr. Héctor cornejo Chávez, 
“quienes ingresan de bachiller salen doctorados” en cuestiones 
delincuenciales. 
                                                         
43 Se asume, en esta perspectiva, el contenido de “Derecho Penal Simbólico” desarrollado por 
el Profesor Winfried Hassemer, en su artículo “Derecho Penal Simbólico y protección de Bienes 
Jurídicos” /en http://www.juareztavares.com/textos/hassemer_bem_juridico.pdf), en el sentido 
que “Simbólico’ en sentido crítico es por consiguiente un Derecho penal en el cual las funciones 
latentes predominen sobre las manifiestas: del cual puede esperarse que realice a través de la 
norma y su aplicación otros objetivos que los descritos en la norma. Con ello se entiende –
como ya expresa la determinación del concepto- por ‘funciones manifiestas’ llanamente las 
condiciones objetivas de realización de la norma, las que la propia norma alcaza en su 
formulación: una regulación del conjunto global de casos singulares que caen en ámbito de 
aplicación de la norma, esto es, la protección del bien jurídico previsto en la norma. Las 
‘funciones latentes’, a diferencia, son múltiples, se sobreponen parcialmente unas a otras y son 
descritas ampliamente en la literatura: desde la satisfacción de una necesidad de actuar’ a un 
apaciguamiento de la población, hasta la demostración de un Estado fuerte”.   
44 Al respecto, en los respectivos informes defensoriales, el Programa de Asuntos Penales y 
Penitenciarios de la Defensoría del Pueblo ha llamado reiteradamente la atención sobre los 
efectos negativos de la sobre población penal: hacinamiento, malos servicios penitenciarios, 




2.2.3.4. Falencias estructurales del sistema de la seguridad 
ciudadana 
Sin apoyo material de parte del Estado para combatir la criminalidad, 
todo  intento será imposible. Al respecto existen muchas falencias de 
carácter estructural en el sistema de seguridad ciudadana, de no ser 
superados, toda esfuerzo será inútil. Señalemos algunos:    
 
2.2.3.4.1. Déficit de policías y de equipos modernos 
En principio, la noticia de que hay un déficit de 40 mil policías en el 
territorio nacional explica que no solo la percepción de temor en muchos 
peruanos (91% en Lima), sino el incremento de delitos que antes no se 
habían reportado en la incidencia y magnitud. Sin embargo, lo más grave 
probablemente sea que, como reconoce el titular del interior, los 
sectores involucrados en la lucha contra la delincuencia no están 
haciendo nada para enfrentarla, con los riesgos mortales que esto 
implica. 
Al finalizar el primer gobierno de Alan García en 1990, el número 
de policías a nivel nacional era de 130 mil, cantidades que se redujo en 
2006 a 90 mil efectivos policiales. En incremento de mayor número de 
policías, la dotación a la Policía Nacional del Perú de mil unidades 
móviles, debidamente equipadas, como parte de la implementación de 
su política de seguridad ciudadana, y el aumento de sueldos y 
bonificaciones, sin duda fortalecerá la potencializará su capacidad de 





2.2.3.4.2. Ausencia de una estrategia contra la delincuencia 
En el país, existió, un Plan de Seguridad Ciudadana 2009, consensuado 
con los ministros, la fiscalía, entre otras entidades. En principio, es 
positivo que con base en ese plan se hayan programado varias 
actividades, como dotar a las comisarías de nuevas radios digitales o de 
un sistema de vigilancia que permitiría hacer un seguimiento de los 
problemas de seguridad en Lima y provincias. La mala noticia, sin 
embargo, es que esto recién empezará a aplicarse en el mejor de los 
casos a inicios del 2011, mientras las estaciones policiales carecen de 
computadoras incluso para confirmar si un vehículo tiene orden de 
captura y no caer en abusos. 
Esta segunda tiene, pues, que agilizarse en el año y medio que le 
queda al régimen. Sin duda hay tareas para el largo plazo, como 
sembrar valores desde el hogar y la escuela, pero en tanto el Gobierno 
tiene que liderar una estrategia para el corto plazo, con 
responsabilidades y cronogramas bien establecidos, antes de que la 
delincuencia nos desborde, como ha sucedido en Trujillo o la ciudad de 
Juliaca. 
Una segunda tarea es intensificar la labor de investigación que 
debe desarrollar la PNP. Sin duda, la ciudadanía celebra que los policías 
salgan a las calles, pero también sería positivo que las denuncias 
presentadas en las comisarías tuvieran un seguimiento, la inacción 
actual es desesperante, al punto que muchas víctimas ni siquiera 
denuncian los robos45 de las que son víctimas en las calles o en sus 
                                                         




domicilios porque quedan archivadas en un cajón. Sin sanción, el 
maleante seguirá delinquiendo. 
En lo inmediato, también hay que atender al factor humano, 
revalorar la policía, que así como merece un buen sueldo para reducir 
los riesgos de la corrupción, también requiere una mejor formación en 
las escuelas de suboficiales, para elevar su autoestima y desarrollar las 
capacidades que demanda la labor de servicio que tienen que cumplir. 
En ese sentido, para el año 2010 debería estar concluido el proceso de 
revisión del plan de estudios de los establecimientos formativos. 
Finalmente, en coordinación con las municipalidades, el Ministerio 
del Interior podría impulsar las rondas urbanas o los comités de vecinos 
para alentar la prevención y la denuncia. La lista de asuntos pendientes 
para garantizar la lucha frontal contra la delincuencia común es aun más 
larga y urgente. Pero el Gobierno podría empezar por desarrollar las que 
hemos reseñado –reiteramos –de aquí hasta el 2011. 
 
2.2.3.5. Medidas para garantizar el orden interno y la seguridad 
ciudadana 
La inseguridad ciudadana con cifras altas amenaza la calidad de la 
democracia y la propia gobernabilidad, para enfrentar este fenómeno se 
debe tener una visión de conjunto y de largo plazo donde las causas son 
un factor que se tienen que trabajar en forma paralela a sus efectos, 
estamos convencidos que sólo con una decidida participación de los 
                                                                                                                                                                     
enfrentaban a sus víctimas para robarles. La intimidación o amenaza del uso de la fuerza o de 
las armas es algo tan calculado, como para que cada cogotero o asaltante desarrolle su propio 
estilo. Es más, las formas de intimidar se adaptan también al tipo de víctima y a las 




ciudadanos lograremos resolver en parte el fenómeno de inseguridad 
que hoy vivimos, y digo en parte, por qué al ser un problema social es 
muy difícil su erradicación. 
La convivencia y la seguridad, es la condición de libertad en la 
cual los ciudadanos podemos ejercer nuestros derechos, libertades y 
deberes sin sentirnos víctimas de amenazas y así poder gozar de 
adecuadas condiciones de bienestar y tranquilidad, los Gobiernos deben 
hacer todos los esfuerzos para mejorar y hacer sostenible las 
condiciones de seguridad ciudadana, son varios de los Países en 
Latinoamérica que vienen soportando altos niveles de violencia y delitos. 
Este tema en nuestra opinión, tiene que ser una política de Estado, debe 
haber una obligada concertación de todas las fuerzas políticas y llegar a 
un marco consensuado entre el Gobierno, los distintos actores públicos 
de la seguridad y la sociedad en su conjunto. 
No conocemos ningún país libre de delitos, lo que sí se puede 
lograr con un gran esfuerzo las estrategias adecuadas en reducir el 
número y la frecuencia de delitos, por ejemplo hoy en el País vemos 
como proliferan los asaltos en carreteras, el accionar del pandillaje y 
homicidios en manos de sicarios que trabajan para el narcotráfico, todo 
ello es una clara muestra que el delito está creciendo, la inseguridad 
ciudadana reclama una mirada interdisciplinaria, para entender sus 
causas. 
Siendo un fenómeno complejo, preguntamos ¿Es posible 
administrar una medicina que nos sane, si no sabemos él diagnóstico de 




delincuencia, si desconocemos sus causas, la enfrentaremos con poco 
éxito, y el mal seguirá creciendo peligrosamente, en la salud como en la 
seguridad siempre será más barato prevenir que curar. 
En un estudio realizado por la Escuela de Gary Becker, sobre la 
economía del crimen, nos señala la enorme importancia que tiene un 
eficaz sistema de prevención y sanción en la expansión del delito, indica 
que quienes ingresan al mundo delictivo hacen una elección racional 
basada en un examen de los costos y beneficios que reporta la actividad 
ilegal, si las personas que son  proclives encuentran que los riesgos son 
bajos frente a muy altas ganancias, estarán muy animados a cometer el 
delito. Los diseños y estrategias deben ser aplicados a cada realidad, sin 
embargo hay propuestas que si se pueden tomar en cuenta para 
adaptarlas como por ejemplo: 
 Promover una justicia cercana y eficiente a la comunidad. 
 Mejorar los sistemas e infraestructura carcelarios. 
 Depuración de los malos elementos de seguridad pública y justicia. 
 Profesionalización y capacitación de la policía 
 Control interno y externo del desempeño policial.  
 Información oportuna y rigurosa sobre las ocurrencias delictivas. 
 Priorizar, Prevención vs. Represión 
 Atención social prioritaria a la juventud. 
 Un trabajo planificado en la violencia intra familiar. 
 Combatir en forma enérgica la micro comercialización de drogas. 
 Erradicar los puntos de ventas de artículos robados. 




 Diseñar programas específicos involucrando a cada gobierno local. 
 Contar con un eficiente sistema de denuncias de delitos, este debe 
ser gratuito. 
 Aumentar la efectividad de los procesos judiciales. 
 Recuperar la confianza en las autoridades. 
 Sensibilizar a la población para promover acciones preventivas y 
convivencia pacífica. 
 Focalizar los delitos, implementando estrategias por localidad 
 Cada localidad deberá contar con su D.I.S. 
Finalmente conociendo que la delincuencia es multifactorial, de 
naturaleza pluricausal, debemos estar muy atentos a la exclusión social, 
desigualdad y falta de oportunidades que entre otros factores alimentan 
el espiral delictivo. 
 
2.2.3.6. La sociedad civil y la seguridad ciudadana 
Respecto a la participación de la sociedad civil frente a la seguridad 
ciudadana, la respuesta se expresa en una palabra: Organización. Esa 
es la gran fuerza potencial del pueblo y el primer paso necesario. Al 
organizarse, la gente da un paso decisivo hacia la conquista de su 
seguridad. Luego, la inteligencia, capacidad de liderazgo, naturaleza 
democrática de la institucionalidad, junto con la disciplina y 
perseverancia, completarán el marco indispensable de protección.  
  La organización popular puede también exigir acción eficiente a 
los gobiernos locales y al Estado; y a la vez puede colaborar mejor con 




programas eficaces. Tenemos como un ejemplo emblemático, el caso de 
las Rondas Campesinas en la Región Cajamarca y otras del país, donde 
han mostrado mucha eficiencia y eficacia para combatir, por ejemplo, al 
abigeato. 
 
Está reconocida constitucionalmente que,  la seguridad ciudadana 
es un derecho humano, asimismo que, la criminalidad depreda con 
particular intensidad a los sectores más vulnerables de la sociedad, para 
quienes representa una depredación confiscatoria y que con frecuencia 
arrebata la delincuencia el esfuerzo de meses, años, o de una vida 
entera. Las personas con recursos están bien protegidas por el Estado, 
en unos casos privilegiadamente, así como las empresas privadas con 
capacidad de hacerlo. En cambio, la gente humilde y pobre 
económicamente no está bien protegida por nadie y por eso es la 
principal víctima de la criminalidad en nuestra sociedad. 
Desde esta perspectiva, buscamos estimular la organización 
urbana y rural para implementar la seguridad ciudadana, difundiendo los 
ejemplos de éxito, las acciones que lo hicieron posible en cercana 
coordinación con la Policía Nacional. También hemos asesorado a 
varias organizaciones en ese desempeño. En el ámbito rural, hemos 
buscado que instituciones exitosas, como las rondas campesinas en la 
zona norte de la Región Puno aprovechan su disciplina y eficacia 
organizativa para convertirse en factores de desarrollo y cohesión social.  
La PNP es una institución excepcional, en tanto alberga dentro de 




muchos de quienes el país debe mucho más de lo que podrá pagar; 
junto a notorios corruptos y también a algunos inútiles de antología. 
Lograr que los mejores policías no solo comanden su institución sino 
dejen huella de ejemplo y de doctrina, es un objetivo fundamental para 
nuestra sociedad. A la vez, fiscalizar el sector e investigar a los corruptos 
en un indispensable esfuerzo complementario. 
 
2.2.3.7. Importancia de la ley de arresto ciudadano para garantizar la 
seguridad ciudadana 
Como ya expusimos ut supra, con la finalidad de incentivar la lucha 
contra la delincuencia y garantizar el orden interno y la seguridad 
ciudadana, el 9 de junio del año 2009 fue publicado  en el diario oficial el 
Peruano la Ley Nº 29372 que modifica  el artículo 259º su entrada en 
vigencia, así como la del artículo 260º del nuevo Código Procesal Penal 
aprobado por el Decreto Legislativo Nº 957, referidos a la detención 
policial y al arresto ciudadano en flagrante delito, respectivamente. 
  El Congreso de la Republica aprobó que las normas del nuevo 
Código Procesal Penal que regulan la detención policial como el arresto 
ciudadano entren en vigencia en todo el país a partir del 1º de julio del 
año 2009, aprobación que fue promulgada por el presidente  
Constitucional de la Republica, adelantándonos así a lo que estaba 
programado para entrar recién en vigencia para el año 2013. 
   Con la promulgación de esta ley se modifico el artículo 259º 
del Código Procesal Penal en el sentido de que la flagrancia sea 




como se encuentra regulado en normas especiales, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 4º de la Ley Nº 27934 –Ley que regula la 
intervención de la Policía y el Ministerio Público en la investigación 
preliminar del delito, donde se considera como delito flagrante hasta las 
24 horas de su comisión. 
 La justificación para adelantar la aplicación  de la norma sobre el 
arresto ciudadano, ya vigente desde el 1º de julio en todo el país –a 
decir de las autoridades involucradas en el tema- es debido a que se ha 
obtenido importantes logros en las regiones donde se viene aplicando la 
ley y hasta la fecha no se han efectuado denuncias por abusos ni 
maltratos a los arrestados. 
  Así, el arresto ciudadano es una figura nueva dentro del sistema 
normativo de nuestro país, que nace con el nuevo Código Procesal 
Penal del año 2004, tipo de arresto que debe ser considerado una 
medida excepcional, ya que solo deberá ser utilizado en el momento del 
crimen, entendiéndose este término como el momento de la comisión de 
cualquier delito, es decir, en caso de delito flagrante. 
 La formulación de esta norma debe ser saludada por todos los 
peruanos, pues, una iniciativa de esa naturaleza merece ser valorada 
toda vez que permitirá a los ciudadanos (sin necesidad de ser policías) 
intervenir en auxilio de alguna persona que es víctima de un delito 
flagrante en el momento y lugar donde no haya apoyo policial que acuda 
en su ayuda, como ocurre en cada calle o avenida de nuestras en donde 
muchas veces no existe presencia policial. 




además de dar un mensaje ejemplarizador a los delincuentes, busca que 
exista solidaridad entre la ciudadanía en general; de ese modo, la 
racionalidad de la norma está concebida para que el ciudadano pueda 
colaborar con la paz social. No obstante lo anterior expuesto, el arresto 
ciudadano esta dado como una facultad y no como una obligación del 
ciudadano, lo cual significa que puede recurrir a ello solo si considera 
que está en condiciones de hacerlo. 
 En realidad, el auxilio de un ciudadano hacia otro que era víctima 
de un delito ya se viene dando con mucha anterioridad a la promulgación 
de la norma por lo que esta únicamente contribuirá a revestir de 
legalidad tales actos, limitando el accionar de los aprehensores quienes 
de ningún modo, a partir de la vigencia de la norma, deberán agredir 
física ni psicológicamente al arrestado, como lo hacían en la mayoría de 
casos; toda vez que el arresto no podrá ser ejercido como un acto de 
venganza, debiendo ponerse al arrestado a disposición de la autoridad 
policial más cercana en el menor tiempo posible, así como poner 
también a disposición  de la autoridad los objetos materiales que tengan 
relación con el delito. 
 Los ciudadanos debemos tomar conciencia de que con esta 
norma se nos brinda una vez más la oportunidad de coadyuvar con la 
paz social previniendo de algún modo el incremento de la delincuencia, 
ya que quienes actúan al margen de la ley tendrán la certeza de que sus 
actos no quedarán impunes, pues en un lugar desolado no faltará un 
transeúnte que auxilie a la víctima en el preciso instante en que es presa 




legal para salvar a la víctima del delito. 
  El nuevo Código Procesal Penal del año 2004 (Decreto Legislativo 
Nº 957) de ningún modo pudo apartarse de la normativa constitucional al 
regular la figura del “arresto ciudadano”, tan es así que, en los diez 
artículos del título preliminar se establecen normas de contenido 
constitucional que deben regir durante todo el proceso penal, hasta su 
ejecución inclusive; por ello, la norma recientemente aprobada que 
regula el arresto ciudadano no pide ser calificada de modo alguno de 
inconstitucional como lo vienen sosteniendo algunos opositores de la ley, 
al punto de afirmar que podría ser rebatida en el Tribunal Constitucional; 
tal hecho no podrá ocurrir toda vez que dicha regulación legal no se 
aparta de la Norma Constitucional. 
 En efecto, en el artículo 2º numeral 24º literal “b”, de la 
Constitución se establece: “Artículo 2.- Toda persona tiene derecho (…) 
24: A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: b. No se 
permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los 
casos previstos por la ley (…)”. 
 Observamos, pues, que la propia norma constitucional autoriza  la 
restricción de la libertad personal en los casos establecidos por la ley; en 
este caso la ley en virtud de la cual se está disponiendo la restricción de 
la libertad personal es el Decreto Legislativo Nº 957 referido al nuevo 
Código Procesal Penal del año 2004, el cual entro en vigencia a nivel 
nacional a merito de la Ley Nº 29372, publicada el 9 de junio último, por 
lo tanto, la regulación legal a la restricción de la libertad personal no se 




el nuevo Código Procesal Penal desde el año 2004, cuya incorporación 
legal respondió a lo establecido justamente en nuestra Constitución. 
 El artículo 259º del nuevo Código Procesal Penal recientemente 
modificado, que regula la detención policial, señala textualmente: 
1) La Policía Nacional del Perú detiene, sin mandato judicial, a quien 
sorprenda en flagrante delito. 
2) Existe flagrancia cuando la realización de un hecho punible es actual 
y en esa circunstancia el autor es descubierto o cuando es 
perseguido y capturado inmediatamente después de haber realizado 
el acto punible o cuando es sorprendido con objetos  o huellas que 
revelen que acaba de ejecutarlo. 
3) Si se  tratare de una falta o de un delito sancionado con una pena no 
mayor  de dos años  de privación de libertad, luego de los 
interrogatorios de identificación y demás actos de investigación 
urgentes, puede ordenarse una medida menos restrictiva o su 
libertad. 
Como vemos, la norma recientemente modificada señala en el 
numeral 1º cuando procede una detención policial la cual no se requiera 
autorización judicial, pues sabemos que para detener a una persona 
normalmente se requiere contar con mandato judicial que lo autorice; sin 
embargo, la policía constitucionalmente esta autorizada para detener a 
una persona en casos de flagrancia o delito flagrante, entendido este 
como el hecho delictivo de comisión inmediata (en el acto), así el policía 
puede detener a una persona en el acto mismo que está cometiendo un 




En el segundo numeral se introduce el concepto de flagrancia, 
entendida como la realización de un hecho punible actual y en esa 
circunstancia el autor es descubierto o cuando es perseguido y 
capturado inmediatamente después de haber realizado el acto punible o 
cuando es sorprendido con objetos y huellas  que revelen que acaba de 
ejecutarlo; modificándose de este modo lo que era entendido como 
flagrancia hasta antes del 9 de junio de 2009,  esto es hasta dentro de 
las 24 horas de producido el hecho punible, tal como lo analizaremos en 
el siguiente punto. 
En el numeral 3º del artículo en comentario se da la posibilidad a 
la autoridad de disponer una medida menos restrictiva o la libertad de la 
persona detenida cuando el hecho que se le imputa se tratare de una 
falta o de un delito sancionado con una pena no mayor  de dos años de 
privación de libertad, para lo cual previamente deberá interrogársele 
respecto de su identificación y demás actos de investigación urgentes. 
Para entender el tema debemos tener en claro en que consiste el 
delito “flagrante”. En el Código Procesal Penal del 2004 hasta antes de 
esta modificatoria, se consideraba delito flagrante cuando el sujeto 
agente es descubierto en la realización del hecho punible, o acaba de 
cometerlo, o cuando: 
a) Ha huido y ha sido identificado inmediatamente después de la 
perpetración del hecho punible, sea por el agraviado, o por otra 
persona que haya presenciado el hecho, o por medio audiovisual o 
análogo que haya registrado imágenes de este y, es encontrado 




b) Es encontrado dentro de las 24 horas, después  de la perpetración del 
delito con efectos o instrumentos procedentes de aquel o que hubiere 
sido empleados para cometerlo o con señales en si mismo o en su 
vestido que indiquen su probable autoría o participación en el hecho 
delictuoso. 
En la Ley Nº 27934 que regula la intervención de la Policía y el 
Ministerio Publico en la Investigación Preliminar del Delito, en el artículo 
4º (modificado por el artículo 1º del Decreto Legislativo 989 del 22-07-
2007) se establece: “A los efectos de la presente ley, se considera que 
existe flagrancia cuando el sujeto agente es descubierto en la realización 
del hecho punible o acaba de cometerlo, o cuando: 
a) Ha huido y ha sido identificado inmediatamente después de la 
perpetración del hecho punible, sea por el agraviado, o por otra 
persona que haya presenciado el hecho, o por medio audiovisual o 
análogo que haya registrado imágenes de este y, es encontrado 
dentro de las veinticuatro (24) horas de producido el hecho punible. 
b) Es encontrado dentro de las veinticuatro (24) horas, después de la 
perpetración del hecho punible con efectos o instrumentos 
procedentes de aquel, o que hubieran sido empleados para 
cometerlo, o con señales en si mismo o en su vestido que indiquen su 
probable autoría o participación en ese hecho delictuoso”. 
Como advertimos aquí, el concepto de flagrancia abarca hasta 
dentro las 24 horas de la comisión del hecho punible concepto que con la 
reciente modificatoria quedo desterrado. El Código Procesal Penal 




considera que hay flagrancia cuando  el autor del hecho es sorprendido 
en el momento de cometerlo o inmediatamente después; o mientras es 
perseguido por la fuerza pública, por el ofendido o el clamor público; o 
mientras tiene objetos o presenta rastros que hagan presumir 
vehementemente que acaba de participar en un delito”. 
En el numeral 2º del artículo 259º del nuevo Código Procesal 
Penal modificado por la Ley Nº 29372, se establece que existe flagrancia 
cuando la realización de un hecho punible es actual y en esa 
circunstancia el autor es descubierto o cuando es perseguido y capturado 
inmediatamente después de haber realizado el acto punible o cuando es 
sorprendido con objetos o huellas que revelen que acaba  de ejecutarlo. 
Esta ultima resulta ser la acepción más cercana de lo que 
significa la flagrancia; pues conforme a la Real Academia de la Lengua 
Española, flagrancia es concebida en su tercera acepción: “de tal 
evidencia que no necesita pruebas”, o bien la locución adverbial “en 
flagrante delito” que nos remite a la idea del momento mismo en que el 
delito se comete sin que el autor haya podido huir. 
Entendido así el concepto de flagrancia, el ciudadano podrá 
aprehender a otro ciudadano en circunstancias que se encuentre 
cometiendo un hecho delictivo o bajo algunos de los supuestos previstos 
en la norma calificada como flagrancia delictiva; empleamos el término 
“aprehender”, por cuanto “arrestar” resulta más apropiado al ámbito 
policial y militar, en cambio, debemos un ciudadano podrá “aprehender” 
(coger, prender) a una persona en flagrante delito para ponerlo a 




a disposición de la Comisaría del sector donde quedará detenido, hasta 
que sea puesto a disposición de la Fiscalía competente si fuere el caso. 
Decimos “si fuere el caso”, toda vez que en el numeral 3º del 
artículo 259º del Nuevo Código Procesal Penal que regula la detención 
policial, se establece que si se tratare de una falta o un delito sancionado 
con una pena no mayor de dos años de privación de libertad, luego de 
los interrogatorios de identificación y demás actos de investigación 
urgentes, podrá ordenarse una medida menos restrictiva o disponerse la 
libertad del arrestado (aprehendido). 
 
2.2.3.8. Los detractores de la ley de arresto ciudadano 
Para algunos especialistas en temas de seguridad46 la entrada en 
vigencia de la norma no resulta adecuada, pues consideran que se 
contrapone con la Norma Constitucional, por lo que cabe la posibilidad de 
ser cuestionada ante el Tribunal Constitucional. 
Al respecto, hemos señalado en el punto referido al marco 
constitucional del arresto ciudadano, que la norma en referencia de modo 
alguno se contrapone con la Constitución, toda vez que la  propia norma 
constitucional en el artículo 2º numeral 24º, literal “b”, permite restringir la 
libertad personal en los casos previstos por la ley. Así, se establece: 
“Artículo 2º de la Constitución: toda persona tiene derecho (…) 24.- la 
libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: b. No se permite 
forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos 
previstos por la ley. (…)”. En este caso la ley en virtud de la cual se está 
disponiendo la restricción de la libertad personal  es el Decreto 
                                                         




Legislativo Nº 957 referido al nuevo Código Procesal Penal del año 2004; 
por tanto, la idea que se trata de una norma que se contrapone con la 
Constitución no resulta acertada. 
Asimismo, otros entendidos en temas de seguridad consideran 
que previa a la entrada en vigencia de esta norma no se han 
implementado los soportes de educación técnicos y de procedimiento 
para su ampliación efectiva, considerando que la libertad de locomoción 
estará en riesgo, ya que estaremos en manos –dicen- de muchos 
incompetentes o desequilibrados mentales como son algunos miembros 
del serenazgo, ya que se han dado casos trágicos de serenos que han 
ahorcado a sus victimas o los han torturado hasta matarlos como fue el 
caso del torero español47. 
Bajo dicho contexto, señalan los especialistas que se trata de una 
propuesta peligrosa para la libertad de las personas por cuanto no se 
toma en cuenta ciertos aspectos como el hecho de que el serenazgo no 
está preparado para ejercer esta facultad, ya que para arrestar a un 
ciudadano demanda seguir una serie de procedimientos, haciéndose más 
delicado cuando se utiliza o emplea armas, pues, existen muchos 
ciudadanos que cuentan con armas y licencias para portarlas y si estos 
fueran testigos presénciales de un asalto en donde los delincuentes 
utilizan armas, lo lógico es que saque su arma y se produzca un 
enfrentamiento trayendo como consecuencia muertos y heridos, cuando 
la propia policía tiene reparos para utilizar su arma ya que se exige 
racionalidad y proporcionalidad para su uso. 





Al respecto, debemos precisar que tanto los miembros de 
serenazgo como cualquier otro ciudadano que aprehenda a un sujeto al 
momento de la comisión de un hecho ilícito deberá sujetarse a lo 
establecido en el segundo numeral del artículo 260º del nuevo Código 
Procesal Penal; esta norma legal no está dada exclusivamente para los 
miembros del serenazgo, sino para todos los ciudadanos, por lo tanto 
aquellos no pueden arrogarse atribuciones más allá de lo que señala la 
ley. 
Asimismo, respondiendo a la otra critica decimos que en efecto el 
policía tiene mucho cuidado en hacer uso de su arma ante un hecho 
delictivo, ya que muchas veces el ladrón termina siendo víctima de 
agresión por parte de la policía, lo cual se ve a diario en los expedientes 
judiciales; pero, debe quedar claro, que con esta ley no se le está 
facultando al ciudadano a usar arma alguna, sino únicamente 
aprehender a un sujeto que está cometiendo un hecho delictivo y 
ponerlo de inmediato  a disposición de la autoridad policial más cercana, 
sin agredirlo física ni psicológicamente, tampoco se le deberá tener 
encerrado en un lugar público o privado, pues efectuar actos contrarios a 
lo que establece la ley, constituye delito. 
Debe quedar claro además que contrario a lo afirmado por 
algunos opositores a la norma, ello no constituye el resultado de la 
inoperancia ni la incompetencia de la policía, nadie ha dicho algo así, ni 
se trata de eso, pues la ley bajo análisis únicamente está orientada a 
colaborar con la actividad policial que no siempre está en todos y cada 




mismo de su comisión), lo cual no constituye inoperancia, ni 
incompetencia, sino falta de personal policial como en cualquier entidad 
estatal y la norma constituye una forma de intentar cubrir ese vació que 
trae la falta de personal policial en determinadas zonas del país. 
Debe también quedar claro, que la norma no permite arrestar a 
nadie en actitud sospechosa, eso puede hacerlo únicamente la autoridad 
policial y basándose en fundamentos sólidos que sustenten su 
intervención ya que toda indebida detención constituye un acto abusivo; 
la norma que comentamos exige la exigencia de un delito flagrante, o 
sea que se esté cometiendo un delito y en ese instante intervenga un 
ciudadano en auxilio de la víctima arrestando (aprehendiendo) al agresor 
o victimario, sujeto a quien deberá poner de inmediato a disposición de 
la autoridad policial más cercana, acto que de modo alguno constituye 
usurpación de la autoridad policial, ya que la propia ley permite a un 
ciudadano común y corriente actuar en auxilio de su prójimo arrestando 
aprehendiendo  al agresor, lo cual va a contribuir a disminuir la 
delincuencia callejera y de este modo prevenir la comisión de hechos 
delictivos, ya que el delincuente no podrá actuar con libertad como lo 
hace ahora y cometer sus fechorías  valiéndose de la ausencia policial 
en el lugar donde decide cometer el delito. 
Para finalizar, planteamos que a fin de hacer efectiva la aplicación 
de la norma, deberá hacerse conocer a todos los ciudadanos mediante 
los diversos medios de comunicación, o mediante charlas, seminarios, 
cual es el significado de la flagrancia delictiva y como debe proceder el 




de cometer el delito, dicha fusión pública del tema contribuirá a que no 
se cometan arbitrariedades ni injusticias al aplicar la norma y servirá 
además para prevenir a que los ciudadanos que aprehendan al agresor 
no incurran en actos que acarreen algún tipo de responsabilidad en su 
contra por los excesos que puedan cometer a causa del 
desconocimiento de la norma. 
 
2.2.3.9. La legislación para la seguridad ciudadana y la lucha contra 
la criminalidad 
El compromiso del Estado Peruano por la seguridad ciudadana ha sido 
ratificado en la “Declaración sobre el derecho y el deber de los 
individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los 
derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente 
reconocidos”, adoptada el 09 de diciembre de 1998 por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas48. Adicionalmente, cabe tener en cuenta 
la “Declaración de Seguridad Ciudadana en Sudamérica”, suscrita por el 
Perú en el marco de la Primera Reunión de Jefes de Estado de la 
Comunidad Sudamericana de Naciones, realizada el 29 y 30 de 
septiembre del 2005 en Brasilia49. 
                                                         
48 Cfr. El artículo 2º de dicha Declaración señala lo siguiente: 1). Los Estados tienen la 
responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los 
derechos humanos y las libertades fundamentales, entre otras cosas, adoptando las medidas 
necesarias para crear las condiciones sociales, económicas, políticas y de otra índole, así 
como las garantías jurídicas requeridas par que toda persona sometida a su jurisdicción, 
individual o colectivamente, pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades. 
2) Los Estados adoptarán las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
necesarias para asegurar que los derechos y libertades a que se hace referencia en la 
presente Declaración estén efectivamente garantizados. 
49 En ella, específicamente en el punto 4, se reconoce la disposición de los gobiernos a 
emprender esfuerzos para introducir reformas legales e institucionales, en caso de ser 
necesario. “para fortalecer los órganos involucrados en el sistema de Seguridad Ciudadana, 
fomentar la coordinación interinstitucional y a la formación y capacitación de recursos 




A nivel constitucional, el concepto de “seguridad ciudadana” fue 
recogido recién a partir de la Constitución de 1993. Primero, fue 
contemplada en el artículo 195º50 y posteriormente, mediante la Ley de 
Reforma Constitucional Nº 26780 publicad el 07 de marzo de 2002, se 
trasladó dicha figura al artículo 197º que señala lo siguiente: “Las 
municipalidades promueven, apoyan y reglamentan la participación 
vecinal en el desarrollo local. Asimismo brindan servicios de seguridad 
ciudadana, con la cooperación de la Policía Nacional del Perú, conforme 
a ley”. 
De esa manera, la regulación de la seguridad ciudadana en 
nuestro ordenamiento jurídico nace del compromiso asumido por el 
Estado Peruano en los tratados y otros instrumentos internacionales, 
tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en tanto con ella se 
busca conseguir el respecto y la vigencia de los derechos humanos.  
Así tenemos que el artículo 1º de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos señala que: “Los Estados partes en esta 
Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivo de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra 
condición social”. Por su parte, el artículo 2º, numerales 1) y 2) del Pacto 
                                                                                                                                                                     
Ciudadana”. 
50 Antes de la Ley de Reforma Constitucional Nº 26780, el artículo 195º del Capítulo XIV del 
Título IV de la Constitución de 1993, sobre descentralización, señalaba lo siguiente: “La ley 





Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha establecido lo siguiente: 
1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete 
a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en 
su territorio y estén sujetos a su jurisdicción  los derechos 
reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social. 
2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente 
Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones 
legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer 
efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no 
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro 
carácter. 
De esta forma, se establece claramente la responsabilidad de los 
gobiernos locales en proveer mecanismos que garanticen los derechos 
de las personas. A nivel legal, el concepto de seguridad ciudadana ha 
sido recogido también en la Ley Nº 27238 – Ley Orgánica de la Policía 
Nacional (publicada el 22 de diciembre de 1999), en la Ley Nº 27933 – 
Ley  del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana (publicada el 12 de 
febrero de 2003 y en la Ley Nº 27972 – Ley Orgánica de 
Municipalidades (publicada el 27 de mayo de 2003). 
Actualmente, contamos con un marco jurídico que regula y 




regulación y desarrollo de dicha materia se encuentra contemplado, 
específicamente, en la Ley  del Sistema Nacional De Seguridad 
Ciudadana o Ley Nº 27933 publicada el 12 de febrero de 2003, y 
modificada por la Ley Nº 28863, del 05 de agosto de 200651. 
Asimismo, la Ley y su respectivo Reglamento prevén la 
conformación de las siguientes instancias integrantes del Sistema: el 
Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana, los Comités Regionales de 
Seguridad Ciudadana, los Comités Provinciales de Seguridad 
Ciudadana. 
El Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana se organiza según 
los diversos niveles de gobierno: nacional, regional y local (en los 
ámbitos provinciales y distrital) lo que expresa su carácter descentralista. 
Adicionalmente, su organización muestra una dinámica interinstitucional 
donde la presidencia recae en la autoridad proveniente de elección 
popular (el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio del Interior, en el caso 
del  Consejo Nacional; el Presidente Regional, en el caso de los Comités 
Regionales; y los Alcaldes, en el caso de los comités provinciales y 
distritales). A ésta se agrega la presencia de los responsables de los 
diversos sectores del Estado.  
Esto implica no sólo a la institución encargada de la lucha contra 
el delito, sino a las demás instituciones relacionadas con la 
Administración de Justicia Penal (Poder Judicial, Ministerio Público, 
Instituto Nacional Penitenciario). Asimismo, se convoca a las demás 
                                                         
51 Un antecedente de esta Ley, con algunas diferencias, puede encontrarse en el Proyecto de 
Ley Nº 3551 (Ley Marco de la Seguridad Ciudadana) presentado el 7 de abril de 1998, 





instituciones del Estado para coordinar acciones integrales que aborden 
una perspectiva preventiva o de protección de derechos (sectores Salud, 
Educación, Mujer y Desarrollo Social, Defensoría del Pueblo) y a la 
representación de la ciudadanía (juntas vecinales, rondas campesinas y 
gremios que agrupan a las empresas de seguridad privada). 
 
 2.2.3.10. El consejo nacional de seguridad ciudadana- CONASEC 
De acuerdo al artículo 5º de la Ley, el CONASEC es el máximo 
organismo del Sistema encargado de la formulación, conducción y 
evaluación de las políticas de seguridad ciudadana: contando con 
autonomía funcional y técnica. 
 
2.2.3.10.1. Miembros del Conasec 
El CONASEC es presidido por el Ministerio del Interior y lo componen en 
Ministro de Justicia, el Ministro de Educación, el Ministro de Salud, el 
Ministro de Economía y Finanzas, un representante de la Corte Suprema 
de Justicia, el Fiscal de la Nación, el Defensor del Pueblo, dos 
Presidentes Regionales, el Alcalde Metropolitano de Lima, los Alcaldes 
de dos provincias capitales de departamento con mayor número de 
electores, el Director General de la Policía Nacional del Perú, el Jefe del 
Sistema Penitenciario Nacional o su representante y dos representantes 
de los gremios que agrupan a las empresas de seguridad privada52. Los 
miembros del Consejo pueden nombrar a un representante. La primera 
designación de los miembros del CONASEC, se produjo mediante 
                                                         




Resolución Suprema N° 0120-2003-IN-0102, publicada en el Diario 
Oficial “El Peruano” el 22 de marzo de 2003. 
 
2.2.3.10.2. Funciones y atribuciones del Conasec 
Las funciones y atribuciones del CONASEC se encuentran establecidas 
en los artículos 9° y 10° de la Ley, respectivamente; siendo las más 
relevantes las siguientes: 
 Establecer las políticas y el plan nacional de seguridad ciudadana. 
 Aprobar planes, programas y proyectos de seguridad ciudadana. 
 Evaluar la ejecución de la política de seguridad ciudadana. 
 Elaborar anualmente un Informe Nacional de Seguridad Ciudadana. 
 Dictar directivas sobre seguridad ciudadana. 
 Impulsar proyectos nacionales, regionales, provinciales y distritales 
en materia de seguridad ciudadana. 
 Absolver consultas que se formulen en el ámbito nacional. 
 Celebrar convenios con organismos nacionales e internacionales, 
organismo no gubernamentales, empresas privadas, ministerios y 
otros organismos de seguridad ciudadana. 
   Como muestra de las funciones anteriormente descritas, se 
conformaron subcomisiones intersectoriales de trabajo53: una, para 
evaluar el Plan Nacional de Seguridad Ciudadana vigente, así como 
para proponer el subsiguiente; y otra, para diseñar módulos de 
capacitación en seguridad ciudadana. 
                                                         
53 Cfr. Resolución Ministerial N° 2210-2004-IN publicada en el Diario Oficial El peruano el 24 de 
octubre de 2004, que oficializa la conformación de Subcomisiones Intersectoriales de Trabajo 




2.2.3.10.3. Secretaría técnica del Conasec 
De acuerdo al artículo 11° de la Ley N° 27933, el CONASEC cuenta 
con una Secretaría Técnica como “órgano técnico ejecutivo y de 
coordinación, encargada de proponer al Consejo Nacional de 
Seguridad Ciudadana la política, los planes, programas y proyectos de 
seguridad ciudadana para su aprobación”; asimismo, “realiza el 
seguimiento y evolución de la ejecución de las acciones aprobadas a 
nivel nacional”, entre otras tareas definidas en la Ley y su Reglamento. 
Según la misma ley, la Secretaría Técnica debe contar con un equipo 
de “profesionales, técnicos y especialistas en materia de seguridad 
ciudadana” y se incorpora a la estructura orgánica del Ministerio del 
Interior. 
      Asimismo, de acuerdo al Reglamento de Organización y 
Funciones del Ministerio del Interior54, la Secretaría Técnica del 
CONASEC es un “Órgano Especializado” dependiente de la Alta 
Dirección. Sin embargo, a pesar que el artículo 11° de la Ley establece 
que la Secretaría Técnica del CONASEC “se constituirá en una Unidad 
Ejecutora55 del Pliego del Ministerio del Interior”, según información de 
la misma secretaría esto no es así, dependiendo presupuestalmente 
del despacho del Ministerio del Interior. En esta línea, según el Decreto 
                                                         
54 Cfr. Aprobado por Decreto Supremo N° 04-2005-IN. Publicado en el Diario Oficial “El 
Peruano” el 26 de Julio de 2005. 
55 Las unidades ejecutoras constituyen el nivel descentralizado u operativo en las entidades 
públicas. Cuenta con un nivel de desconcentración administrativa que les permite determinar y 
recaudar ingreso, contar compromisos, devengar gasto y ordenar pagos con arreglo a la 
legislación aplicable, registrar información generada por las acciones y operaciones realizadas; 
informar sobre el avance y/o cumplimiento de metas; entre otras funciones (tomado de: 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS – Secretaría Técnica del Comité de coordinación 
de la administración Financiera Gubernamental”, Página 35. En: http://www.mef.gob.pe/ 




Supremo N° 003-2003-IN publicado en el “El Peruano” el 3 de julio de 
2003, se incorpora a la Secretaría Técnica del CONASEC  a la 
estructura orgánica del Ministerio del Interior, y se la faculta a expedir 
las disposiciones necesarias para implementar el referido artículo 11° 
de la Ley. 
   Cabe, sin embargo, tener en cuenta lo establecido en el artículo 
58° de la Ley N° 28411 – Ley General del Sistema Nacional del 
Presupuesto, del 7 de diciembre de 2004. Según esta norma, el titular 
de cada pliego presupuestal (en este caso, el Ministerio del Interior) 
propone a la Dirección Nacional de Presupuesto Público, las unidades 
ejecutoras que sean necesarias, siempre que su presupuesto sea 
mayor a cuatro millones de nuevos soles56. 
   Por otro lado, cabe mencionar que el Secretario Técnico es 
designado por el CONASEC, a propuesta del Ministerio del Interior57. 
Dicha Secretaría ha sido asumida sucesivamente por los Generales 
PNP ® José Honorato Figueroa Rubio58, Enrique Adolfo Yépez 
Dávalos59 y Jorge Ayulo Loli60. Actualmente, desempeña el cargo de 
Secretario Técnico del CONASEC General PNP ® Rolando QUEZADA 
BRINGAS61. Según información proporcionada por la Secretaría 
                                                         
56 Para el año fiscal 2007 se estableció que el mínimo de presupuesto necesario para la 
creación de nuevas entidades unidades ejecutoras sea de diez millones de nuevos soles 
(cuarta disposición final de la Ley N° 28927, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año 
Fiscal 2007). 
57 Cfr., Artículo 12° de la Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
58 Cfr., Resolución Ministerial N° 0632-2003-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 24 
de abril de 2003. 
59 Cfr., Resolución Ministerial N° 1327-2003-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 2 
de agosto de 2003. 
60 Cfr., Resolución Ministerial N° 0890-2004-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 15 
de mayo de 2004. 
61 Cfr., Resolución Ministerial N° 0634-2005-IN publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 




Técnica, actualmente laboran en dicha instancia 33 personas, 
organizadas en diversas áreas. 
 
2.2.3.11. Los comités de seguridad ciudadana 
El artículo 13° de la Ley otorga a los Comités Regionales, Provinciales y 
Distritales de Seguridad Ciudadana, el encargo de formular y ejecutar los 
planes, programas y proyectos en dicha materia, así como la ejecución, 
supervisión y evaluación de la misma en el ámbito de su jurisdicción. 
Por su parte, el artículo 15° del Reglamento define 
específicamente a los Comités Regionales como “órganos técnicos 
normativos que formulan las políticas sobre seguridad ciudadana en el 
ámbito de su competencia territorial”, mientras que el artículo 18° y 23° 
del mismo, define a los Comités Provinciales y Distritales como “órganos 
ejecutivos”, respectivamente. A su vez, los Comités Distritales han sido 
reconocidos como las “células básicas del sistema”62. 
Los Comités Regionales y Provinciales de Seguridad Ciudadana tienen 
como miembros en común a las siguientes entidades63: 
 La autoridad política de mayor nivel de su jurisdicción. 
 El Jefe Policial de mayor graduación de su jurisdicción o el Comisario 
Distrital. 
 La autoridad educativa de más alto nivel de su jurisdicción. 
 La autoridad de salud o su representante dentro de su jurisdicción. 
 Un representante del Poder Judicial, designado por el Presidente de 
la Corte Superior de la jurisdicción. 
                                                         
62 Cfr., Artículo 23° del Reglamento del a Ley del Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 




 Un representante del Ministerio Público designado por el Fiscal 
Superior Decano de la jurisdicción. 
 El Defensor del Pueblo o el que hiciere sus veces. 
 Tres Alcaldes (provinciales o distritales según corresponda) con 
mayor número de electores. 
   Además, los Comités Provinciales tienen entre sus miembros a un 
representante de las Juntas Vecinales así como un representante de las 
Rondas Campesinas, en los lugares donde exista, los mismos que serán 
elegidos públicamente por el Comité de acuerdo a los criterios que 
establezca64. Por su parte, los Comités Distritales estarán conformados 
por menos miembros, a saber65: 
 La autoridad política de mayor nivel del distrito. 
 El jefe Comisario Distrital de la Policía Nacional. 
 Un representante del Poder Judicial. 
 Dos alcaldes de centro poblados menores. 
  Además, al igual que los Comités Provinciales tendrán entre sus 
miembros a un representante de las Juntas Vecinales así como un 
representante de las Rondas Campesinas, en los lugares donde exista, 
los mismos que serán elegidos públicamente por el Comité de acuerdo a 
los criterios que establezca. 
                                                         
64 Cfr., Artículo 19° del Reglamento. 




   Entre las funciones comunes66 más importantes de los Comités 
de Seguridad Ciudadana (Regionales, Provinciales y Distritales) se 
destacan las siguientes: 
 Formular la política de seguridad ciudadana en su respectiva 
jurisdicción. 
 Dictar directivas sobre la materia. 
 Coordinar con los Comités colindantes respectivos acciones 
conjuntas de seguridad ciudadana. 
 Celebrar convenios institucionales con conocimiento del CONASEC. 
 
Destaca como función principal y exclusiva del Comité Regional 
de Seguridad Ciudadana, estudiar y analizar la problemática de 
seguridad ciudadana de su jurisdicción y dictar directivas regionales 
sobre la materia, en coordinación de comités provinciales y distritales de 
seguridad ciudadana67, lo cual concuerda con su denominación de 
órgano técnico normativo que formula las políticas sobre seguridad 
ciudadana, otorgada por el artículo 15° del Reglamento de la Ley del 
Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana. 
   De otro lado, los Comités Regionales y Provinciales de Seguridad 
Ciudadana tienen como importantes funciones comunes las siguientes68: 
 Evaluar, dentro de su competencia territorial, las políticas públicas 
que se implementen y consideren en los planes, programas y 
                                                         
66 Cfr., Artículos 17°, incisos a), b), f) y h); 20°, incisos a), c), e) y f) y 26° incisos a), c), 1) y h) 
del Reglamento. 
67 Cfr., Artículos 17°, inciso b) del Reglamento. 




proyectos a nivel de los Comités Provinciales o Distritales, según 
corresponda. 
 Convocar a reuniones anuales a los comités provinciales y distritales 
según corresponda, para coordinar los planes y programas de 
seguridad ciudadana. 
  Por su parte, los Comités Provinciales y Distritales de Seguridad 
Ciudadana comparten las siguientes atribuciones69: 
 Formular el diagnóstico de la problemática de seguridad ciudadana y 
elaborar el mapa de la incidencia delictiva de la jurisdicción. 
 Formular, ejecutar y evaluar los planes, programas delincuencia 
común de su jurisdicción. 
 Promover la organización y capacitación de las juntas vecinales de 
seguridad ciudadana que desarrollan la Oficina de Participación 
Vecinal del Municipio y/o las Oficinas de  Participación Ciudadana de 
las Comisarías de su ámbito de competencia territorial, procurando 
que dichas actividades sean integrantes. 
 Fomentar el debate público sobre seguridad ciudadana. 
 Promover consultas ciudadanas sobre temas relacionados a la 
seguridad ciudadana en su jurisdicción, para que los vecinos se 
informen sobre el tema, propongan, debatan e intercambien opiniones 
y sugerencias al respecto; para este fin se pueden invitar a distintas 
organizaciones sociales, entidades comerciales y empresariales e 
instituciones privadas. 
                                                         




Finalmente, la Cuarta Disposición Transitoria del Reglamento de 
la Ley N° 27933 establece que cualquiera de los tres niveles de Comités 
puede implementar Secretarías Técnicas para el eficaz cumplimiento de 
sus funciones y de acuerdo a lo señalado por el CONASEC. 
Un elemento esencial dentro de las instancias del Sistema 
Nacional de Seguridad Ciudadana es la Secretaría Técnica, la existencia 
de un funcionario que asesore técnicamente al Comité, desempeñe 
labores ejecutivas por encargo del mismo y coordine sus sesiones, entre 
otras funciones, sólo estuvo prevista normativamente para la instancia 
nacional del Sistema, el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana.  
Sin embargo, posteriormente, el CONASEC, a través de la 
Directiva N° 01-2005-IN/0101.01, estableció el deber de los presidentes 
de los Comités Regionales, Provinciales y Distritales de seguridad 
ciudadana de implementar secretarías técnicas en sus respectivos 
ámbitos, con el fin de facilitar la ejecución de las decisiones a que 
lleguen estas instancias. En este sentido, los Secretarios Técnicos se 
han constituido en piezas fundamentales para el buen desempeño de los 
Comités. En todos los casos, la implementación de estos organismos no 
es lo más óptimo como se requiere, en otros, es simplemente formal, y 
los más no lo han constituido. 
 
2.2.3.12. Violencia y delincuencia común 
2.2.3.12.1. Cuestión previa  
Las definiciones acerca de la violencia70, no obstante sus diferencias y 
                                                         
70 “La violencia es un término ambiguo cuyo significado es establecido a través de procesos 




cabos sueltos, aclaran que ella se manifiesta recurrentemente en los 
más diversos ámbitos de las relaciones humanas. 
 
La delincuencia, por el contrario, es algo mucho más acotada y 
específica. Ella se refiere a la comisión de actos tenidos como delitos, es 
decir, proscritos por la ley y, en consecuencia, jurídica y judicialmente 
punibles. La definición de la delincuencia es algo absoluta y 
exclusivamente legal y tanto el tipo de actos considerados como delitos, 
como su gravedad y sus penas, dependen del Estado del Derecho en 
una sociedad dada. Cabe pues afirmar que, desde la constitución del 
Estado moderno, la delincuencia es una definición eminentemente 
política puesto que son los poderes del Estado los que deciden y 
administran la ley y castigan a quienes la transgreden. 
 
2.2.3.12.2. Precisiones de la delincuencia común 
Lo anterior determina que violencia y delincuencia no sean sinónimos. 
Mientras la primera corresponde a un universal de lo humano, la 
segunda entraña las particularidades del Derecho en un tiempo y 
espacio dados. Mientras los motivos de la violencia se urden en las 
profundidades de la complejidad humana, la definición del delito, y por  
 
Consiguiente de la delincuencia, está mediatizada por la peculiar 
percepción de quienes controlan el Estado. Tanto es así, que el Derecho 
no sólo no subsume todas las manifestaciones de la violencia, sino que 
                                                                                                                                                                     
definición y a quien tiene 
mayores recursos para difundir y hacer que se aplique su decisión”. Cfr., Citado por Rosa de 
Olmo, “La conexión criminalidad violenta/ drogas ilícitas”, en la grieta de las drogas, Martín 




también es capaz de castigar como delito aquello que no es vivido como 
violencia71. 
 
2.2.3.12.3. Definición de la  delincuencia  
La  delincuencia72  se  considera  como  la  comisión  de  un  delito  o  de  
un  conjunto  de  delitos. Como delito se entiende “toda acción u omisión 
voluntaria penada por la ley. Las acciones u omisiones  penadas  por  la  
Ley  se  reputan  siempre  voluntarias,  a  no  ser  que  conste  lo 
contrario” (Código Penal, Art. 1). El Código Penal distingue el delito del 
crimen en función de la pena asignada a quien lo comete. De esta forma, 
los ilícitos cuyas penas son superiores a  cinco  años  y  un  día  se 
denominan crímenes;  mientras  que  para  aquellos  cuya  pena  es 
inferior,  se  denomina  simple delito.  En  un  concepto  más  amplio  es 
posible definir la expresión delito, como “toda acción típica, antijurídica y 
culpable”73. 
 
2.2.3.13. Seguridad ciudadana y delincuencia  
La delincuencia y la seguridad ciudadana son fenómenos sociales 
complejos; están sujetos a variaciones  permanentes  (son  dinámicos);  
se  relacionan  con  una  multiplicidad  de  variables sociales,  
                                                         
71 BARROS LEZAETA, Luis. Los Sentidos de la Violencia  en Casos de Robo con Violencia o 
Intimidación. Santiago – Chile, Ministerio del Interior y la Comisión Nacional de Investigación 
Científica y Tecnológica de Chile. 2003, p. 11. 
72 Desde un punto  de vista legalista, un hecho  delictual no  es tal hasta el  momento  en  que 
un juez así lo determina. Se señala que esto abre un abanico de posibilidades en la medida 
que la trasgresión  de  las  normas  sociales  no  siempre  implica  un  acto  delictual  (Alvira  y  
Rubio, 1982).  Considerando  lo  anterior  se  abre  la  pregunta:  ¿Cuáles  son  las  acciones  o  
conductas que son  consideradas delitos  en  el  marco  de la ENUSC? Primero, aquellos  
hechos  que son considerados  por  el  entrevistado/a  en  la  pregunta  de  victimización  
general  y,  segundo,  las temáticas tomadas en  las secciones  del  cuestionario,  esto  es, 
nueve  de los  delitos  de  mayor connotación social. 
73 BALLESTEROS VALDÉS, Víctor. “Memoria de la Encuesta Nacional. Urbana de Seguridad 




económicas, demográficas  y  de  contexto;  y se disocian  en su 
comportamiento. Lo anterior  obliga  a  generar  un  conocimiento  
continuo  sobre  las  tendencias  en  el  campo  de  la victimización, de 
modo tal que para cada situación específica se genere una respuesta 
apropiada.  
Respecto al concepto de seguridad ciudadana existen diversas 
definiciones. Las más amplias la  relacionan  con  el  conjunto  de  
sistemas  de  protección  de  la  vida  y  los  bienes  de  los ciudadanos 
ante los riesgos o amenazas provocadas por diversos factores, y la 
vinculan tanto a valores sociales de respeto a la vida, la integridad física 
y patrimonio de los otros, como al libre ejercicio de las libertades 
económicas, políticas y sociales necesarias para el adecuado y normal  
funcionamiento  de  la  comunidad  y  la  sociedad  en  su  conjunto.  La  
seguridad, entendida como sinónimo  de certeza, por una parte, y como 
ausencia  de riesgo  o amenaza, por  otra,  nos  señala  que  este  
concepto  no  se  restringe  a  la  dimensión  biológica  del  ser humano, 
motivada exclusivamente por necesidades de protección y subsistencia, 
sino que se extiende a todos aquellos planos de la naturaleza humana 
que resultan de su cohabitación y convivencia con otros semejantes74. 
 
2.3.  MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. Concepto de orden interno 
Es una situación de paz en el territorio nacional y de equilibrio en las 
estructuras socio-jurídico-político del Estado, regulado por el derecho 
público y poder político, orientado a mantener el Estado de Derecho con 
                                                         




el fin de lograr el desarrollo nacional; es pues un concepto de naturaleza 
esencialmente política. Es la situación de paz social en el territorio de un 
Estado, regulada por el derecho público y el poder político, resultante del 
equilibrio permanente de las relaciones entre los organismos del Estado 
y de éste con la colectividad, permitiendo el normal funcionamiento de la 
institucionalidad socio-jurídico-político, con la finalidad de promover el 
desarrollo nacional. 
 
2.3.2. Seguridad Nacional 
Según la doctrina y las diversas teorías, se entiende por Seguridad 
Nacional a la capacidad de preservar la integridad física de la Nación y 
de su territorio; de mantener sus relaciones económicas con el resto del 
mundo en términos convenientes; de proteger su naturaleza sus 
instituciones y su gobierno de los ataques provenientes del exterior, y de 
controlar sus fronteras”. En este sentido, como decía el norteamericano 
Robert Mcnamara señala que “la Seguridad Nacional no es la fuerza 
militar, aunque puede incluirla, la seguridad no es la actividad militar 
tradicional, aunque puede abarcarla. La seguridad es desarrollo y sin 
desarrollo no puede haber seguridad. 
 
2.3.3. Seguridad Ciudadana 
Es la protección de las personas en las calles, seguridad de las 
viviendas y otros lugares tanto públicos como privados, contra las 
amenazas, peligros o ataques de la delincuencia. Se refiere a una 
condición o un estado de un conjunto de seres humanos: a la ausencia 




individuos. En ese sentido, el término tiene un significado normativo. 
Describe una situación ideal que probablemente es inexistente en 
cualquier lugar del mundo pero que funciona “como un objetivo a 
perseguir” (González 2003: 17). EL PNUD (2006: 35), por ejemplo, 
define la seguridad ciudadana como “la condición personal, objetiva y 
subjetiva, de encontrarse libre de violencia o amenaza de violencia o 
despoja intencional por parte de otros.” Una de las funciones de los 
Estados consiste en proveer seguridad y garantizarla a través de 
diversas acciones de las instituciones de seguridad pública. La 
seguridad no es sólo una necesidad individual o colectiva, sino que 
representa un valor sociocultural, jurídico y político. 
 
2.4.  HIPÓTESIS 
En el presente trabajo de investigación, como es natural, se propone 
como únicas75 hipótesis76 jurídicas plausibles77, basadas en 
proposiciones fundamentadas teóricamente, pero, sin medición ni 
contratación empírica; es decir, sin pretender probar hipótesis, sino solo 
fundamentadas en conjeturas razonables78, lógicas y validas 
teóricamente, la cual son las siguientes:  
                                                         
75 Carlos RAMOS NUÑEZ: En cuanto al número de las hipótesis, no hay nada dicho. Cada 
investigación tienen diferentes exigencias. Por eso se equivocan ciertos metodólogos cuando 
pretenden convencer a sus lectores o a sus alumnos que deben usar hipótesis generales y 
particulares. En: Carlos RAMOS NUÑEZ. Op. cit., pp. 135 - 136. 
76 Carlos RAMOS NUÑEZ, citando a Alejandro CABALLERO: define a las HIPÓTESIS como 
las explicaciones tentativas del fenómeno investigado formuladas a manera de proposiciones. 
Un aspecto importante del hecho a trabajar con hipótesis es que el investigador no sabe si será 
o no comprobadas. En: Carlos RAMOS NUÑEZ. Op. cit., pp. 135 - 136. 
77 Lino ARANZAMENDI NINACONDOR: En este enfoque las hipótesis, más que probar, sirven 
para incrementar en contexto particular. En la metodología cualitativa tampoco se formula una 
hipótesis que se va verificar, ya que está abierto a todas las hipótesis plausibles y se espera 
que la mejor emerja del estudio de los datos y se imponga su fuerza convincente. Lino 
ARANZAMENDI NINACONDOR. La investigación jurídica., p. 147.  
78 RAMOS SUYO, Juan H. Elabore su tesis en derecho pre y postgrado. Lima, Editorial San 




4.1. Hipótesis general 
Actualmente, se carece de una percepción positiva de la ciudadanía 
acerca de la política criminal del orden interno y la seguridad ciudadana 
frente al incremento de la delincuencia común en la ciudad de Juliaca. 
 
4.2. Hipótesis específicas 
- Frente al incremento de la delincuencia común, no se cumplen el 
significado constitucional del orden interno y la seguridad ciudadana 
como funciones de la Policía Nacional y el Serenazgo para garantizar 
el ejercicio de los derechos fundamentales de la persona. 
- Existen determinados factores que se hallan asociadas al orden 
interno y la seguridad ciudadana frente al incremento de la 
delincuencia común en la ciudad de Juliaca. 
 
4.3. VARIABLES E INDICADORES 
Variable independiente 
“Niveles de percepción de la ciudadanía  
- Comerciantes.  
- Triciclistas.  
- Motociclistas. 
- Transeúntes. 
- Profesores.  
- Abogados.  
 
Variable dependiente 





- Policía Nacional del Perú. 
- Serenazgo. 
- Aumento de pena. 
- Creación de delitos. 
- Ministerio público. 
Variable dependiente 
Frente al incremento de la delincuencia común en Juliaca (2012-2013) 
Indicadores. 
- Delitos comunes. 
- Inseguridad ciudadana.  





2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE LAS VARIABLES 
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METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
El diseño de la presente investigación es mixta (cualitativa79 y 
cuantitativa). En razón a que no se trata de antagonizar [al diseño 
cualitativo y cuantitativo], pues no son excluyentes, más bien, 
deben ser utilizados convenientemente; regularmente se mutan, 
dando lugar al diseño mixto80.   
 
3.2.  MÉTODO DE INVESTIGACIÓN JURÍDICA 
Se empleara el método científico, inductivo81 deductivo, 
                                                         
79 Cualitativa no experimental. En razón a que es esencialmente argumentativa, “lo más que 
hacemos, es observar los hechos o fenómenos tal como se expresan en su contexto natural y 
mediante un proceso cognitivo la interpretamos jurídica, social, axiológica o políticamente, 
proponiendo posibles soluciones a base de argumentos [razonables]. 
80 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 2011, 
p. 95. 
81 Carlos SANDOVAL CASILIMAS, parafraseando a TAYLOR y BOGDAN: La investigación 
cualitativa es inductiva pues su ruta metodológica se relaciona más con el descubrimiento y el 




[abductivo] y dialectico como métodos generales y como métodos 
específicos de investigación a los siguientes: 
 
3.2.1. Método de la argumentación jurídica 
“La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas 
cuantitativas y la verificación experimental respecto de la veracidad o 
falsedad de una información producto de la investigación científica”82. Su 
rol de conocimiento al servicio de la actividad cognoscitiva, consiste en 
hacer uso de razonamientos y construcciones lógicas, al racionalizar la 
experiencia y no limitándose simplemente a describirla y cuantificarla.  
Básicamente la función práctica o técnica de la argumentación, 
dado que facilita una orientación útil en las tareas de producir, interpretar 
y aplicar el derecho. Función metodológica, denota amplitud como 
enfoque epistemológico para la construcción, interpretación y aplicación 
del derecho. 
 
3.2.2.  Método dogmático83 
La investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el derecho 
positivo y lo conceptualmente construido, esto es, el derecho. “Según 
este método, el derecho debe ser interpretado en función de los 
conceptos que forman redes teóricas en el sistema que lo integra y en 
razón a que no se hallan desconectadas entre sí, sino forman parte de 
un sistema normativo cerrado, unitario y autosuficiente…”84. 
                                                         
82 ARANZAMENDI NINACONDOR, Op. cit., p. 186. 
83MONROY GALVEZ citado por Lino ARANZAMENDI: una de las características más 
saltantes de la concepción dogmática, está dada  por ese aislamiento  del derecho de 
contenido social y axiológico. 




3.2.3.  Método sociológico funcional 
El método funcional85 en el derecho, parte de la constatación de que el 
sistema está repleto de conceptos que no pueden ser definidos en 
términos de experiencia y verificación, pero de los que fluyen decisiones 
empíricas de todo tipo. En materia jurídica, el método funcional, es pues, 
eminentemente inductivo: sus dos columnas son la casuística y la 
jurisprudencia86. 
 
3.2.4. Método del análisis económico del derecho 
“… como método87 es de predecir las conductas de los seres humanos, 
maximizando beneficios y minimizando costos. Sugiere la construcción 
de un derecho que sin menospreciar los aspectos axiológicos, sea un 
derecho eficaz y eficiente; es decir, evite el uso dilapidador de los 
recursos estatales y particulares”88. 
 
3.3.  POBLACIÓN TEÓRICA 
Son las poblaciones teóricas89 de estudio. Corrientemente esto se 
conoce como los materiales de estudio, pero a fin de evitar que no se 
confundan las Unidades de Análisis con las fuentes en que se apoya la 
investigación, es preciso referirnos también a estas últimas. Así por 
                                                         
85Carlos Ramos Núñez citando a Rudolph Von Ihering: La diferencia de este método con el 
método dogmático radica en que los dogmáticos solo se basan en la arquitectura teórica; es 
decir, en saber adónde van y describir la teoría, mientras el funcional se preocupa en explicar 
su funcionamiento. 
86 RAMOS NÚÑEZ, Carlos. Op. cit., p. 97-98. 
87 Alfredo BULLARD GONZALES citado por Lino ARANZAMENDI NINACONDOR sostiene el 
AED es una metodología de análisis que (…) lo único que persigue es aplicar los métodos de la 
ciencia económica al derecho (…) lo que busca es establecer los costos y beneficios de 
determinados conductas y como el derecho está plagado de conductas –en sí mismo es una 
técnica de regular conductas- el AED puede ser aplicado para determinar los costos y 
beneficios de estas conductas. EN: Lino, ARANZAMENDI NINACONDOR, Op. cit., p. 164. 
88 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 174. 
89 Califico de teorías a dichas poblaciones porque en el proyecto están meramente pensadas; 




ejemplo, la unidad de análisis puede ser las sentencias dictadas por el 
máximo Tribunal de un país. Está claro que la población teórica de 
estudio (como colectivo de Unidad de Análisis) son las sentencias, 
mientras que las fuentes seria en este caso, el propio tribunal (Corte 
Suprema del país en su sección de documentación) en cuyo poder obran 
dichas sentencias90. Para el caso de la presente investigación, el 
ámbito específico de la investigación corresponde a la ciudad de 
Juliaca, provincia de San Román, Región Puno, debido al gran 
incremento de la delincuencia común. La muestra estuvo 
representado por personas todos ellos mayores de edad de ambos 
sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el 
centro urbano de la ciudad. El tiempo específico de investigación 
sobre la problemática analizada comprende el período 2012 – 2013.  
 
3.4. TÉCNICAS DE INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 
Por técnicas se entiende los medios91 o instrumentos empleados y 
diseñados por el investigador para recoger la información deseada. 
Los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y análisis 
documentales para acopiar para procesar información necesaria. Se 
recurrirá al cuestionario de preguntas y uso de fichas bibliográficas de 
recolección de datos; trabajo de laboratorio (bibliotecas privadas y 
públicas). 
                                                         
90 LEBUS, Emilas. Como generar un proyecto de tesis. 1 ed. Rosario, Ediciones Avi. S.R.L., 
2012, p.138. 
91 Jorge WITKER sostiene: La utilización necesaria de algunos métodos y sus diversas 
modalidades, destacando que el proceso cognoscitivo es posible obtener saberes o 
conocimientos empíricos, científicos, filosóficos, históricos, etc., en los cuales las reglas del 
pensar del investigador juegan un papel estratégico. En: WITKER, Jorge. Técnicas de 




3.5. FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
En razón a que las fuentes son hechos o documentos a los que acude el 
investigador para obtener la información. 
Se recurrirá a las: 
 
3.5.1.  Fuentes primarias 
Son aquellas que presentan directamente el hecho o el fenómeno en su 
mismo origen. Es la información adquirida de primera mano, por 
experiencia propia o que lo obtenido no fue utilizada suficientemente en 
otras investigaciones: La fuente en la presente investigación será la 
entrevista, fue realizada en los meses de junio y julio del año 2013; 
fueron obtenidas de la recolección de información sobre el incremento 
de la delincuencia común y se aplicó un cuestionario para indagar la 
percepción de la ciudadanía acerca del rol de la PNP y el Serenazgo. 
 
3.5.2. Fuentes secundarias 
Constituye la literatura selectiva y relevante. Para que la presente 
investigación tenga una solidez teórica y conceptual fundamentada es 
que se ha recurrido a la información escrita y que se encuentra 
recopilada y transcrita en referencias documentales (libros, 
publicaciones, ensayos, periódicos, congresos, seminarios y testimonios 
de expertos). 
Las fuentes secundarias están constituidas por toda la doctrina 
desarrollada sobre orden interno y seguridad ciudadana. 
Para recoger esta información se utilizaran las fichas 




elaboraran conforme a los criterios metodológicos existentes.  
 
3.6.  TIPOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
El nivel de profundidad, con el que se pretende abordar el problema de 
investigación, ha conllevado a determinar que el estudio es de tipo 
Jurídico-explicativo: “En este tipo de investigación, una vez 
determinado el punto de partida de un problema jurídico, la explicación 
se realiza por medio de la inferencia. La explicación se sustenta en la 
capacidad argumentativa del investigador; además se pretende 
establecer las causas de los eventos, sucesos o fenómenos jurídicos 
que se estudian”92; pues con las evidencias se obtendrán identificar 
causas y consecuencias del problema investigado; y, tipo Jurídico-
descriptivos: “La investigación consiste en describir las partes o los 
rasgos de fenómenos fácticos o formales. Lo formal trata esencialmente 
de entes ideales, su método es regularmente la lógica deductiva  y sus 
enunciados analíticos. La información obtenida es un estudio descriptivo, 
explica el problema y supone mucho conocimiento a priori acerca del 
caso tratado”93. 
 
3.7. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
Luego de haber realizado el trabajo de laboratorio y concluido con las 
entrevistas a las personas especializadas, de observación, se ha 
procedido a seleccionar la información deseada. 
 
                                                         
92 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía metodológica de la investigación jurídica del 
proyecto a la tesis. Arequipa, Editorial Adrus, 2009, p. 86.  




3.7.1. Utilización el procesador computarizado 
La información clasificada y almacenada en la matriz de recolección de 
datos, ha sido trasladada a un procesador computarizado, en el que 
previamente ha implementado con el programa  informático, tales como 
Microsoft office 2007. 

























ANÁLISIS DEL CASO Y PROPUESTAS DE LA 
INVESTIGADORA                
4.1.  LA INSEGURIDAD CIUDADANA COMO PROBLEMA 
La ciudad de Juliaca se ha convertido en la última década una de las 
más violentas en el sur del país. No hay día en que no se registren 
hechos de sangre relacionados a delitos en contra el patrimonio, el 
cuerpo, la vida y la salud, y en contra de diversos intereses y derechos 
ciudadanos. La ola de asaltos que se sufre en Juliaca es lo más 
resaltante cada fin de año. Los atracos diarios, ponen al descubierto las 
limitaciones y falencias en la Policía Nacional y todo el aparato del 
Estado. La  ciudadanía se ve desguarnecida frente el incremento de la 
delincuencia y la inseguridad ciudadana. 
La realidad actual es bastante conmovedora. Así, algunas cifras 





 77% de las agresiones y 48% de los homicidios en Perú se cometen 
con armas de fuego. 
 300 mil peruanos tienen licencia vigente para portar armas de fuego.  
 180 mil armas circularían sin control en nuestro país y estarían en 
manos de los delincuentes. 
 8 de cada 10 personas en el Perú sufren un robo con arma.  
 21 mil armas están internadas actualmente en almacenes de 
Sucamec. Estas fueron entregadas por ciudadanos, algunos de ellos 
anónimos. 
 3 mil de las armas incautadas fueron incineradas la primera quincena 
de mayo del 2012. 
 180 días de plazo tendrán los civiles propietarios de un arma calibre 
9 milímetros parabellum, para devolverla. 
Frente a los altos índices de inseguridad ciudadana, a hora 
existen sistemas de alarmas, cerraduras más fuertes, cercos eléctricos, 
rejas y cámaras de seguridad para proteger nuestro hogar. Así también, 
la compañía Bash ofrece la instalación de puertas con esqueleto de 
madera y cerraduras cruzadas para evitar que las palanqueen. Una de 
estas cuesta unos S/.2.000. Lo bueno es que están enchapadas en 
madera para conservar la estética. 
La empresa Aceros en Línea cobra unos S/.400 por metro lineal 
para la instalación de rejas. En Prosegur, un cerco eléctrico de 40 
metros vale S/.3.000 y contratar el servicio de un vigilante no armado 
durante las 24 horas del día para personas jurídicas cuesta S/.6.500 




Si el delincuente logra vencer estos obstáculos, la tecnología 
puede ser nuestro mejor aliado. Podemos instalar sistemas de alarmas y 
cámaras de seguridad dentro de la casa. La cantidad de dispositivos 
dependerá de las dimensiones de la residencia y de las necesidades de 
cada uno. Para determinarlo se recomienda la evaluación técnica de un 
profesional. En Prosegur, por ejemplo, venden un ‘kit’ básico, ideal para 
un departamento pequeño, que contiene tres dispositivos (sensores de 
movimiento y contactos magnéticos de apertura, además del teclado y 
panel de control). Este cuesta S/.800 más una mensualidad de S/.93 por 
el servicio integral de monitoreo y la intervención ante alertas. 
Este servicio se puede complementar con un sistema de vigilancia 
televisada. Prosegur cobra unos S/.2.400 por un promedio de cuatro 
cámaras. La ventaja es que el cliente puede visualizar en tiempo real y 
grabar lo que sucede dentro de su domicilio. 
La empresa Clave 3 ofrece soluciones similares. Su ‘kit’ básico de 
sistema de alarma vale S/.1.580. Este precio incluye los equipos y 10 
meses de monitoreo durante las 24 horas. Si se desea contar con este 
servicio una vez transcurridos los 10 meses, el costo es S/.91,5 al mes. 
El paquete Conexión Total, el cual permite que el usuario interactúe con 
el sistema de alarma desde cualquier lugar con un smartphone, se 
vende por S/.2.600. Este monto también incluye 10 meses de monitoreo, 
pero luego habrá que pagar S/.125 cada mes para mantenerlo.  
Los costos del circuito cerrado de TV de Clave 3 varían según la 





Contar con cámaras de seguridad, rejas o un cerco eléctrico no 
impide que también adoptemos algunas precauciones para evitar los 
robos. Los especialistas recomiendan nunca dejar la casa sola, no abrir 
la puerta a desconocidos, no revelar información confidencial a extraños, 
de preferencia habitar en pisos altos y no así en el primero, y tener un 
perfil de las personas que frecuentan la casa como empleadas 
domésticas, porteros o vigilantes de la cuadra, para así evitar reglajes. 
Clave 3 aconseja, además, prestar atención a los árboles y terrazas 
cercanos a la vivienda, por donde se pueden trepar los delincuentes, y 
colocar rejas en las ventanas con fácil acceso desde el exterior. La 
separación entre los barrotes, que deben estar anclados a la pared, no 
debe ser mayor de 12 centímetros. 
Llevar dinero en efectivo a un banco o a la calle es un riesgo 
innecesario, sobre todo ahora que existen otras alternativas que 
disminuyen las posibilidades de robo. La tarjeta de débito es una de 
ellas. Lo bueno es que pagar con una de estas no supone un costo 
adicional. Otra alternativa son los cheques de gerencia, por un costo de 
S/.15, y las transferencias interbancarias a través de las páginas web de 
los bancos, por entre S/.3 y S/.4. Bien vale la pena asumir estos precios. 
Este es el nuevo reto para nuestra banca y autoridades: educar a 
los clientes sobre las distintas alternativas para realizar transacciones 
seguras. Según un estudio de Arellano Márketing, el 73% de personas 
lleva el dinero en su bolsillo desde un banco A hasta un banco B cuando 
quiere hacer un depósito a terceros. Solo el 35% decide realizar una 




equipos de seguridad para proteger nuestra casa puede ser caro, pero la 
vida no tiene precio. 
 
4.2. PROPUESTAS DEL GOBIERNO DE OLLANTA HUMALA SOBRE LA 
SEGURIDAD CIUDADANA 
El presidente Ollanta Humala, en su mensaje del 28 de julio del 2013, 
expuso algunos lineamientos respecto a la seguridad ciudadana. Luego 
de reconocer que existe un déficit de presencia policial, una legislación 
muy laxa para delitos menores y hacinamiento en los penales, el 
mandatario presentó al Congreso su plan de siete ejes para combatir el 
crimen.  
Como primer punto, indicó que se ejecutará el Plan de Seguridad 
Ciudadana 2013-2018 (publicado recientemente en las Normas 
Legales), el que contará con el apoyo de todas las fuerzas políticas en el 
pacto de seguridad ciudadana.  
Como segundo y tercer puntos, se impulsará la reforma policial e 
incorporarán una sub partida de hasta 250 millones de nuevos soles en 
el fondo de promoción a la inversión pública regional y local. Agregó, 
como cuarto eje, que junto a gobiernos regionales y locales impulsará 
una política de recuperación de espacios públicos, trabajo social con 
jóvenes y control del uso de drogas.  
Otro de los ejes, el quinto, será continuar la lucha contra la 
corrupción policial para destituir a los malos efectivos. El sexto eje será 
el implementar unidades de elite policial para combatir el crimen 




implementarán centros de comando y coordinación para la seguridad 
ciudadana con el uso de centros de video vigilancia. Relevó además que 
han hecho inversiones por más de S/. 650 millones, en la remodelación 
de comisarías, puestos de frontera y centros regionales. También 
informó se han construido en el interior del país, tres laboratorios de 
criminalística y previsto uno central en Lima. Habiéndose  establecido 
rutas fiscalizadas para el tránsito de insumos químicos a cargo de la 
SUNAT”.   
En esa línea, aseveró que han fortalecido el equipamiento de las 
fuerzas policiales con la adquisición de 800 patrulleros inteligentes, 4 
helicópteros, 1.500 motocicletas. En el tema de narcotráfico, indicó que 
para este año se han propuestos erradicar 22 mil hectáreas más de 
plantaciones de hoja de coca. Humala también anunció que se prevé la 
construcción de ocho nuevos penales, así como la remodelación de 
otros once.  
En síntesis la nueva estrategia para dar tranquilidad y seguridad 
se sustentan en: 
 Ejecutar el Plan de Seguridad Ciudadana 2013-2018 y apoyar de 
forma incondicional los acuerdos suscritos con todas las fuerzas 
políticas.  
 Impulsar la reforma policial emprendida que implica múltiples 
acciones dirigidas a la consolidación de la actividad policial.  
 Incorporar una subpartida de hasta 250 millones de nuevos soles en 




 Promover con gobiernos locales y regionales una política de 
recuperación de espacios públicos, acciones de prevención y trabajo 
social con jóvenes.  
 Continuar lucha contra la corrupción policial a través del Sistema de 
Inteligencia y Contrainteligencia para identificar a los malos policías.  
 Implementar unidades de elite policial para combatir el crimen 
organizado en las regiones de mayor incidencia delictiva.  
 Impulsar centros de comando y coordinación para la seguridad 
ciudadana con el uso de tecnologías, inteligencia y consolidación de 
centros de video vigilancia para entender puntos críticos.  
 
4.3. INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
4.3.1. CASOS INGRESADOS AL MINISTERIO PÚBLICO 
4.3.3.1. Número de casos ingresados en el año 2012 
El Distrito Fiscal de Puno registró un total de 12,628 casos, de los cuales 
el 49.0% (6,190) de casos se encontraban en la etapa de Investigación 












CUADRO Nº 1 
TÍTULO: Carpetas fiscales ingresadas en Fiscalías Provinciales Penales y 













FUENTE: Sistema de Información de Apoyo al Trabajo Fiscal - SIATF 













CUADRO Nº 2 
TÍTULO: Carpetas fiscales ingresadas en Fiscalías Provinciales Penales y 













FUENTE: Oficina Central de Tecnologías de la Información 
ELABORADO: Oficina de Racionalización y Estadística 
 
4.3.3.2. Número de casos ingresados en el año 2013 
El Distrito Fiscal de Puno registró un total de 7,750 casos, de los cuales el 
51.02% (3,954) de casos se encontraban en archivo, le sigue con 
investigación preliminar con un total de 1,185 (15.29%), denuncia 
pendiente con 191 (2.46%),  formaliza  investigación  preliminar  con  un  
total de 420 (5.42%), con principio de oportunidad 883 (11.39%) y 14.42% 





CUADRO Nº 3 
TÍTULO: Carpetas Fiscales de Fiscalías Provinciales Corporativas Penales  





















FUENTE: Sistema de Gestión Fiscal - SGF 




CUADRO Nº 4 
TÍTULO: Carpetas Fiscales ingresadas de Fiscalías Provinciales 










































FUENTE: Sistema de Gestión Fiscal - SGF 





CUADRO Nº 5 
TÍTULO: Carpetas Fiscales ingresadas de Fiscalías Provinciales 
























FUENTE: Sistema de Gestión Fiscal - SGF 
 




4.3.1.3. Porcentaje de la población de 15 y más años de edad de las 
principales ciudades con percepción de inseguridad o víctimas 
de  algún hecho delictivo 
GRÁFICO Nº1 
 
Fuente: Encuesta Nacional de Hogares. 
Elaborado: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI). 
Módulo: Gobernabilidad, Democracia y Transparencia. Segundo trimestre 
2013. 
    De otro lado, las cifras del Ministerio del Interior muestran un 
incremento del  67% de los delitos registrados entre el 2005 y el 2012. Solo 
estas cifras justifican la necesidad de una acción concertada del Estado y la 
participación ciudadana para enfrentar este problemática. 
Sin embargo, la información estadística disponible sobre la 
criminalidad, proveniente de los registros administrativos de los sectores 
involucrados, sufre una serie de deficiencias, que ponen en duda la calidad 
de la  información que permita adoptar políticas de prevención, control y 




Unidades Especializadas de la Policía Nacional del Perú, efectuado por el 
Instituto Nacional de Estadística e Informática, se ha detectado que los 
registros policiales muestran datos no consistentes entre las diferentes 
unidades policiales. 
Entre los problemas más importantes se encontraron: i) no existe 
uniformidad en la calificación de los delitos, ii) se observó omisión de datos 
relevantes sobre el delito, iii) se registraron duplicaciones y omisiones, iv)  en  
algunos casos se contabilizaron los suicidios y hallazgos de cadáveres  
como si fueran homicidios, v) los libros de registro presentan omisiones,  
datos ilegibles y en ciertos casos inadecuado archivamiento, vi) la cobertura 
de la información es incompleta, vii) Sólo 200 comisarías (14%), de las más 
de 1,400 existentes, cuentan con el Sistema de Denuncias Policiales 
(SIDPOL), lo cual contribuye a los problemas señalados. También, en el  
MININTER la unidad Estadística está desactivada. 
Asimismo, los datos policiales difieren de las estadísticas del 
Ministerio Público, generando distorsión en la interpretación real sobre la 
magnitud del problema. En el caso de homicidios las cifras difieren hasta  en  
un  100%  (año  2011).  Además,  se  observa  incongruencia  entre  las  
cifras  de  personas condenadas y procesadas del Poder Judicial y del 
Instituto Nacional Penitenciario. 
Frente  a  esta  problemática  el  Estado  enfrenta  el  problema  en  el  
más  alto nivel. El 2003 crea el Sistema Nacional de Seguridad Ciudadana 
con su  máximo organismo el Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana-




PNSC2013-2018, que luego es aprobado como Política Nacional del Estado 
Peruano en julio del 2013. 
El Plan Nacional de Seguridad Ciudadana menciona que el propósito 
de diseñar una política pública de seguridad ciudadana es obstaculizado por 
la carencia de un sistema integrado para la gestión de la información  
delictiva  y  diagnostica  que  la  información  generada  por  los  diversos  
operadores  se encuentra dispersa y fragmentada. 
Por lo tanto, los diagnósticos para la seguridad ciudadana no se 
nutren de  información pública integrada y confiable, impidiendo el diseño de 
una  adecuada política pública. Tampoco habría información para su 
adecuado monitoreo y evaluación. El Plan Nacional de Seguridad  
Ciudadana concluye que se requiere en el corto plazo esfuerzos conjuntos 
de las entidades públicas vinculadas al sistema nacional de justicia. 
La tarea de tener “información veraz, oportuna, confiable y útil” es 
parte del Objetivo Estratégico N° 2  del  Plan  Nacional  de  Seguridad  
Ciudadana  “Disponer  de  un  Sistema  Nacional  de  Seguridad Ciudadana  
Articulado  y  Fortalecido”. Para ello considera i) la implementación del 
Observatorio de Seguridad Ciudadana como una tarea primordial así como 
ii) “integrar los sistemas de información de seguridad ciudadana” (PNSC, 
p.107). 
Asimismo, en el año 2011 se crea el Consejo Nacional de Política 
Criminal-CONAPOC (Ley N° 29807) como el máximo organismo encargado 
de formular, conducir y evaluar la Política del Estado contra la criminalidad  y  
se  establece  que  dicho  Consejo  Nacional  se  encuentre  adscrito  al  




evaluar el Programa Nacional de Política Criminal del Estado, ii)  
diagnosticar la Políticas del Estado contra la criminalidad, iii)  fomentar  la 
investigación en materia de política criminal  iv)  articular  e  interrelacionar  
las  instituciones que lo conforman, v) elaborar anteproyectos de normas 
vinculadas con la política criminal, vi) sistematizar las políticas, lineamientos 
y orientaciones aplicables en función a los criterios de distribución de los 
recursos  dentro  del  sistema penal, vii)  absolver  consultas  y  opiniones  
sobre  materias  relacionadas con el Programa Nacional de Política Criminal. 
En este marco, y a fin de enfrentar la problemática de la criminalidad, con 
medidas sustentadas en información estadística de calidad, confiable,  
oportuna e integrada, se constituye en el mes de octubre del 2013 (DS N° 
013 – 2013 – MINJUS) en el seno del Consejo Nacional de Política Criminal- 
CONAPOC el Comité Estadístico Interinstitucional de la Criminalidad-CEIC- 
con la finalidad de generar un  sistema  integrado  de  estadísticas  de  la  
criminalidad en apoyo al Consejo Nacional de Política Criminal, al Consejo 
Nacional de Seguridad Ciudadana, al Gobierno Central, Gobiernos 
Regionales y Locales y a diversas  instituciones  del  Estado, proporcionando 
información estadística para las políticas de prevención y combate del delito. 
El Comité Estadístico Interinstitucional de la Criminalidad (CEIC) busca la 
estandarización de procesos y variables, así como el cruce de información 
estadística que permita un mejor conocimiento de la problemática de la 
criminalidad. El Comité lo preside el Instituto Nacional de Estadística e 
Informática (INEI) y lo integran representantes del Ministerio del Interior, la 




Instituto   Nacional Penitenciario, Poder Judicial, la Secretaria Técnica está a 
cargo de la Dirección General de Política Criminal del Ministerio Público. 
 
4.3.1.4. Principales problemas del país, 2013 (II Trimestre) 
(Porcentaje de la población de 18 y más años de edad) 










Fuente: Encuesta Nacional de Hogares. 
Elaborado: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) - 
Módulo: Gobernabilidad, Democracia y Transparencia. Segundo trimestre 
2013. 
La criminalidad y la seguridad ciudadana son algunos de los desafíos 
más importantes que afronta el Estado en los últimos años. Las 
percepciones de la ciudadanía acerca de la gravedad de la inseguridad 
no llevan a dudas.  Así, el principal problema del país señalado por los 
ciudadanos de 18 y más  años de edad, al segundo trimestre del año 




problema supera los porcentajes de otros problemas como la pobreza 
(35,7%), la corrupción (30,8%) y la falta de empleo (22,5%). Así mismo, 
la encuesta de victimización en el Perú nos señala que en el semestre 
enero – junio 2013, 41,0% de peruanos de 15 y más años de edad, que 
viven en las áreas urbanas, ha sido víctima de un hecho delictivo, y la 
percepción de inseguridad asciende al 89,0%. 
 
4.4.  PERCEPCIÓN DE LA COLECTIVIDAD FRENTE A LA INSEGURIDD 
CIUDADANA94 
Diversos estudios a nivel nacional indican que existe una decepcionante 
percepción de la ciudadanía respecto a la seguridad ciudadana. Al 
respecto las críticas al gobierno de turno y sus ministros es cada vez 
más severa. Y no les falta la razón, pues, pese a la mayor abundancia 
de normativas que agravan las penas, crean nuevo tipos penales, de 
reducen beneficios, etc., el incremento de la delincuencia excede todos 
los cálculos políticos y la capacidad de respuesta del Estado.  
En la ciudad de Juliaca, hemos aplicado un cuestionario en base a 
una encuesta que nos da un resultado para presumir que el problema de 
la inseguridad ciudadana viene ocupando un lugar prioritario. La 
                                                         
94 La percepción de inseguridad corresponde a un sentimiento de vulnerabilidad y 
desprotección ante la posibilidad de ser víctima de algún delito. Más  allá  de  convenir  una  
definición  explicita,  interesa reconocer que la inseguridad es un fenómeno multicausal y 
complejo. En términos  prácticos  la  percepción  de  inseguridad  se define  en  la  pregunta  
acerca  de  la  creencia  de  ser  víctima  futura de un hecho delictual, enunciada en la ENUSC 
de la siguiente manera: ¿Cree usted que será víctima de un delito en los próximos doce 
meses? Teóricamente  la  percepción  de  inseguridad es una sensación con componentes 
subjetivos, culturales y sociales que no necesariamente se basan en hechos objetivos 
experimentados de manera  directa.  Esta  sensación  de inseguridad se atribuye, proviene o se 
compone de un factor emocional  que podría denominarse temor, de una valoración  que  el  
individuo realiza acerca del potencial daño a sufrir,  y  otro  de  orden  más  cognitivo,  
relacionado  con  la probabilidad que perciben las personas de ser víctimas. Cfr., 
BALLESTEROS VALDÉS, Víctor. “Memoria de la Encuesta Nacional. Urbana de Seguridad 




encuesta se ha realizado a 400 ciudadanos de diferentes sectores 
sociales de la ciudad. Entre clasificados de la siguiente manera:  
a) 100 comerciantes formales (con establecimiento comerciales en 
funcionamiento en el centro urbano de la ciudad);  
b) 100 profesionales entre profesores y abogados; 
c) 50 conductores de los llamados triciclistas (taxicholos); 
d) 50 mototaxista; y,  
e) 100 ciudadanos transeuntes. 
La entrevista fue realizada en los meses de junio y julio del año 
2013. La muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores de 
edad de ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos 
y el centro urbano de la ciudad.  
A los encuestados se les ha efectuado la siguiente pregunta: ¿De los 
problemas indicados cuál considera Ud., más importante en la ciudad de 
Juliaca y que requiere urgente solución de parte de las autoridades? Las 





CUADRO Nº 06 
Título: Percepción de los profesores y abogados de la ciudad de Juliaca. 
 
Unidad de medición: (valores) 
A) Salubridad y limpieza pública 15 15% 
B) Contaminación ambiental 09 09% 
C) Caos provocado por vendedores ambulantes 35 35% 
D) Inseguridad ciudadana y delincuencia 41 41% 
TOTAL  100 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de un total de 400 ciudadanos de diferentes sectores 
sociales de la ciudad. Entre clasificados a 100 profesionales entre profesores y 
abogados. 
    La entrevista fue realizada en los meses de junio y julio del año 2013. La 
muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores de edad de 
ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el centro 
urbano de la ciudad. 
 





















DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
1. DESCRIPCIÓN 
Del cuadro y gráfico Nº 01 se considera las frecuencias y porcentajes del 
indicador: Percepción de los profesores y abogados de la ciudad de Juliaca. 
Dichos datos, se han obtenido de la encuesta realizada a un número de 100 
personas en los meses de junio y julio del año 2013. La muestra estuvo 
representado por personas todos ellos mayores de edad de ambos sexos. 
La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el centro urbano de 
la ciudad; observación realizada a través del cuestionario de preguntas. 
Examinando la variable independiente del indicador de la percepción de la 
inseguridad. 
2. ANÁLISIS 
Observando el cuadro y gráfico Nº 01 se desprende que, la mayor parte de 
personas que han sido encuestados calificaron como los problemas que 
ocupan mayoritariamente el primer lugar, son en este orden: en el 41 % la 
inseguridad ciudadana y la delincuencia; en el 35 % los casos provocados 
por los ambulantes; en el 15 % salubridad y limpieza pública; y por último 
durante en el 9 % contaminación ambiental. 
3. INTERPRETACIÓN 
Del estudio y análisis de la encuesta realizada a las personas, se puede 
constatar que tantos los profesionales de la educación y los abogados, 
conciben que el problema de la inseguridad ciudadana y la delincuencia 
ocupan mayoritariamente el primer lugar de encuestados, seguido de los 
vendedores ambulantes, la limpieza y la contaminación ambiental 
respectivamente. Esta manifestación coincide con diversos estudios 









Salubridad y limpieza pública 
Contaminación ambiental 
Caos ocasionado por vendedores 
ambulantes 
Inseguridad ciudadana y 
delincuencia 
CUADRO Nº 7 
Título: Percepción de los ciudadanos dedicados al comercio formal, con 
establecimientos abiertos en el centro urbano de la ciudad 
                                  Unidad de medición: (valores) 
A) Salubridad y limpieza pública 15 15% 
B) Contaminación ambiental 07 07% 
C) Caos ocasionado por vendedores ambulantes 19 19% 
D) Inseguridad ciudadana y delincuencia 59 59% 
TOTAL  100 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de un total de 400 ciudadanos de diferentes 
sectores sociales de la ciudad. Entre clasificados a 100 comerciantes 
formales (con establecimiento comerciales en funcionamiento en el 
centro urbano de la ciudad). 
   La entrevista fue realizada en los meses de junio y julio del año 2013. 
La muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores de edad 
de ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el 
centro urbano de la ciudad. 










DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
1. DESCRIPCIÓN 
Del cuadro y gráfico Nº 09 se considera las frecuencias y porcentajes del 
indicador: Los ciudadanos dedicados al comercio formal, con 
establecimientos abiertos en el centro urbano de la ciudad. Dichos datos, se 
han obtenido de la encuesta realizada a un número de 100 personas en los 
meses de junio y julio del año 2013. La muestra estuvo representado por 
personas todos ellos mayores de edad de ambos sexos. La cobertura 
geográfica comprendió los cuatro conos y el centro urbano de la ciudad; 
observación realizada a través del cuestionario de preguntas. Examinando la 
variable independiente del indicador de la percepción de la inseguridad. 
2. ANÁLISIS 
Observando el cuadro y gráfico Nº 09 se desprende que, la mayor parte de 
ciudadanos dedicados al comercio formal, con establecimientos abiertos en 
el centro urbano de la ciudad, personas que han sido encuestado calificaron 
como los problemas que ocupan mayoritariamente el primer lugar, son en 
este orden: en el 59 % la inseguridad ciudadana y la delincuencia; en el 19 
% los caos provocados por los ambulantes; en el 15 % salubridad y limpieza 
pública; y por último durante en el 7 % contaminación ambiental. 
3. INTERPRETACIÓN 
Del estudio y análisis de la encuesta realizada a las personas, se puede 
constatar que los ciudadanos dedicados al comercio formal, con 
establecimientos abiertos en el centro urbano de la ciudad, 
mayoritariamente, se pronuncian porque también la inseguridad ciudadana y 
la delincuencia son los problemas prioritarios. Mientras que los vendedores 
informales, la limpieza pública y la contaminación ambiental consideran que 

















CUADRO Nº 08 
Título: Percepción de los conductores de triciclos (taxicholos) y mototaxistas. 
                                Unidad de medición: (valores) 
A) Salubridad y limpieza pública 09 09% 
B) Contaminación ambiental 07 07% 
C) Caos ocasionado por vendedores ambulantes 27 27% 
D) Inseguridad ciudadana y delincuencia 57 57% 
TOTAL  100 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de un total de 400 ciudadanos de diferentes 
sectores sociales de la ciudad. Entre clasificados a 50 conductores de 
los llamados triciclistas (taxicholos); d) 50 mototaxista. 
La entrevista fue realizada en los meses de junio y julio del año 
2013. La muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores 
de edad de ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro 
conos y el centro urbano de la ciudad. 












DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
1. DESCRIPCIÓN 
Del cuadro y gráfico Nº 10 se considera las frecuencias y porcentajes del 
indicador: Percepción de los conductores de triciclos (taxicholos) y 
mototaxistas. Dichos datos, se han obtenido de la encuesta realizada a un 
número de 100 personas en los meses de junio y julio del año 2013. La 
muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores de edad de 
ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el 
centro urbano de la ciudad; observación realizada a través del cuestionario 
de preguntas. Examinando la variable independiente del indicador de la 
percepción de la inseguridad. 
2. ANÁLISIS 
Observando el cuadro y gráfico Nº 10 se desprende que, la mayor parte de 
ciudadanos conductores de triciclos (taxicholos) y mototaxistas, personas 
que han sido encuestado perciben o calificaron como el problema que 
ocupan mayoritariamente el primer lugar, son en este orden: en el 57 % la 
inseguridad ciudadana y la delincuencia; en el 29 % los caos provocados por 
los ambulantes; en el 9 % salubridad y limpieza pública; y por último durante 
en el 7 % contaminación ambiental. 
3. INTERPRETACIÓN 
Del estudio y análisis de la encuesta realizada a las personas, se puede 
constatar que los ciudadanos conductores de triciclos (taxicholos) y 
mototaxistas, tiene también la percepción de que la inseguridad ciudadana y 
la delincuencia es el principal problema, mientras que los vendedores 





CUADRO Nº 09 
Título: Percepción de los transeúntes de la ciudad de Juliaca. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
A) Salubridad y limpieza pública 15 15% 
B) Contaminación ambiental 10 10% 
C) Caos ocasionado por vendedores ambulantes 31 31% 
D) Inseguridad ciudadana y delincuencia 44 44% 
TOTAL  100 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de un total de 400 ciudadanos de diferentes 
sectores sociales de la ciudad. Entre clasificados a 100 ciudadanos 
transeúntes. 
La entrevista fue realizada en los meses de junio y julio del año 
2013. La muestra estuvo representado por personas todos ellos mayores 
de edad de ambos sexos. La cobertura geográfica comprendió los cuatro 
conos y el centro urbano de la ciudad. 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
1. DESCRIPCIÓN 
Del cuadro y gráfico Nº 11 se considera las frecuencias y porcentajes del 
indicador: Percepción de los transeúntes de la ciudad de Juliaca. Dichos 
datos, se han obtenido de la encuesta realizada a un número de 100 
personas en los meses de junio y julio del año 2013. La muestra estuvo 
representado por personas todos ellos mayores de edad de ambos sexos. 
La cobertura geográfica comprendió los cuatro conos y el centro urbano de 
la ciudad; observación realizada a través del cuestionario de preguntas. 




Observando el cuadro y gráfico Nº 11 se desprende que, la mayor parte de 
ciudadanos transeúntes de Juliaca, personas que han sido encuestado 
perciben o calificaron como el problema que ocupan mayoritariamente el 
primer lugar, son en este orden: en el 44 % la inseguridad ciudadana y la 
delincuencia; en el 31 % los caos provocados por los ambulantes; en el 10 % 




Del estudio y análisis de la encuesta realizada a las personas, se puede 
constatar que los 100 ciudadanos transeúntes de la ciudad de Juliaca, 
demuestra que ellos también, mayoritariamente consideran que el problema 
de la inseguridad ciudadana y la delincuencia es el primer problema de la 









Primera.-  Mayoritariamente profesores y abogados consideran que el 
principal problema de la ciudad de Juliaca, es el problema de la 
inseguridad ciudadana por falta de una política criminal del 
Estado. En este mismo sentido, se pronuncian los comerciantes, 
los triciclistas, motociclistas y transeúntes.  
 
Segunda.- Los diversos estudios realizados a nivel nacional, donde, en la 
actualidad, la inseguridad ciudadana aparece como el principal 
problema de los peruanos. Este hecho ha reemplazado a los otros 
problemas como la desocupación o la pobreza. 
 
Tercera.- El orden interno y la seguridad ciudadana, son garantías 
constitucionales que adquieren la categoría de derecho humano, 
que deberían estar respaldados por el Estado a través de su 
política criminal, ello no sucede tal cual prescribe la Carta 
Fundamental. Esta responsabilidad atañe tanto al Poder Ejecutivo 
y la Policía Nacional del Perú, Poder Legislativo, Poder Judicial, 
Ministerio Público, Gobiernos Regionales, Municipalidades, 
Defensoría del Pueblo, y otros organismos estatales. 
 
Cuarta.- Es condición sine quanon garantizar la vigencia del orden interno 
y la seguridad ciudadana a fin de que se garantice la paz, 
convivencia social, la plena realización de los derechos 
fundamentales, en igualdad de condiciones, sin exclusiones ni 






Quinta.- El incremento de la inseguridad ciudadana y la delincuencia en 
sus diversos tipos y modalidades se extiende a todo el territorio 
nacional, con especial incidencia en las zonas urbanas, tanto de 
la costa como del interior del país, entre las cuales se encuentra 
la ciudad de Juliaca, convertido en el principal escenario de la 
inseguridad en toda la Región Puno. 
 
Sexta.- La Policía Nacional del Perú y el Serenazgo no se abastecen para 
combatir a la criminalidad y garantizar el orden interno y la 
seguridad ciudadana, pues, el número de recursos humanos son 
insuficientes, como también los requerimientos de carácter 
logístico. Mientras tanto se tiene que, la delincuencia común 
mantiene recursos económicos y logísticos que hayan sobre los 
de los organismos estatales. 
 
Sétima.- En la lucha contra la inseguridad ciudadana y la criminalidad, se 
requiere la participación organizada de la sociedad civil, pues, sin 
su participación, todo esfuerzo de la Policía Nacional y los 
serenazgos serán insuficientes. Asimismo, resulta de suma 
importancia el liderazgo que deben desempeñar los gobiernos 
regionales, los alcaldes provinciales y distritales. Es conveniente 
la promoción e implementación de la figura del arresto ciudadano 
para hacer partícipes a la colectividad en la lucha contra la 




evitar los ajusticiamientos por propia mano. 
 
Octava.- Se señala que el modelo coercitivo peruano es mixto, en la 
medida que contiene referencias garantistas y a la vez 
eficientistas. En este sentido, tanto la detención policial como el 
arresto ciudadano deben ser practicados observando 
escrupulosamente los requisitos legales que justifican la 
intromisión estatal en la libertad personal. La observancia de los 
presupuestos de la flagrancia delictiva es precisamente uno de los 
requisitos legales que justifican la detención policial al igual que el 






















Primera.- Recomendar al Estado peruano concientizar a través de 
campañas de seguridad, dirigido a la ciudadanía a efectos de que 
ellos no se expongan al peligro de la inseguridad e incremento de 
la delincuencia común que aqueja a la sociedad, debido a que la 
seguridad ciudadana no solo es del Estado, sino también la 
población. 
 
Segunda.- Modernizar los equipos logísticos (uniformes, vehículos, etc.,) e 
incrementar el recurso humano a la Policía Nacional del Perú y el 
Serenazgo (sus gestiones públicas), porque son organizaciones 
encargadas de velar la seguridad ciudadana, proporcionando 
servicios a la población cuando se le requiere una inmediata 
atención frente la delincuencia e inseguridad, y con énfasis en el 
procesamiento de información respecto de las denuncias que 
experimenta el servicio y las características y modalidades de su 
relación con la comunidad. 
 
Tercera.- Planificar la seguridad ciudadana con los medios de comunicación 
social (escrita, radios y T.V), para que estos medios puedan 
transferir conocimientos o información a las autoridades 
encargadas de la seguridad ciudadana, haciendo efectivo la lucha 




el tema de la delincuencia, requiriéndose la participación 
organizada de los medios de comunicación, pues, sin su 
participación, todo esfuerzo de la Policía Nacional y los 
serenazgos son insuficientes. 
 
Cuarta.- A través de campañas, dar a conocer de la existencia de normas 
en materia de seguridad ciudadana a la población, rescatando la 
importancia del liderazgo que deben desempeñar los gobiernos 
regionales, los alcaldes provinciales y distritales.  
 
Quinta.- Los gobiernos regionales y locales promocionen los alcances y 
límites de la figura del arresto ciudadano para hacer partícipes a 
la colectividad en la lucha contra la delincuencia en la ciudad de 
Juliaca y toda la Región Puno.  
 
Sexta.- Incidir en la educación de los niños, esto, como medida de la 
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- ¿Cuál es el nivel de percepción de 
la ciudadanía acerca del orden 
interno y la seguridad ciudadana 
frente al incremento de la 




Identificar el nivel de percepción de 
la ciudadanía acerca de la política 
criminal del orden interno y la 
seguridad ciudadana frente al 
incremento de la delincuencia 
común en la ciudad de Juliaca. 
 
- Actualmente, se carece de una 
percepción positiva de la 
ciudadanía acerca de la política 
criminal del orden interno y la 
seguridad ciudadana frente al 
incremento de la delincuencia 
común en la ciudad de Juliaca. 
 
“Niveles de 
percepción de la 
ciudadanía. 
 
- Comerciantes.  
- Triciclistas.  
- Motociclistas. 
- Transeúntes. 
- Profesores.  
- Abogados. 
 
Se empleara el método 
científico, como método general 
y como métodos específicos de 
investigación a los siguientes: 
Método de la argumentación 
jurídica. 
Método dogmático, sociológica 
funcional y el Método del 

















- ¿Cuál es el significado 
constitucional del orden interno y la 
seguridad ciudadana como 
funciones de la Policía Nacional y el 
Serenazgo para garantizar el 
ejercicio de los derechos 





- ¿Qué factores están asociados al 
orden interno y la seguridad 
ciudadana frente al incremento de la 




- Interpretar el significado 
constitucional del orden interno y la 
seguridad ciudadana como 
funciones de la Policía Nacional y el 
Serenazgo para garantizar el 
ejercicio de los derechos 





- Describir sobre qué factores se 
hallan asociados al orden interno y 
la seguridad ciudadana frente al 
incremento de la delincuencia 
común en la ciudad de Juliaca. 
 
- Frente al incremento de la 
delincuencia común, no se 
cumplen el significado 
constitucional del orden interno y 
la seguridad ciudadana como 
funciones de la Policía Nacional y 
el Serenazgo para garantizar el 
ejercicio de los derechos 
fundamentales de la persona. 
 
 
- Existen determinados factores 
que se hallan asociadas al orden 
interno y la seguridad ciudadana 
frente al incremento de la 
delincuencia común en la ciudad 
de Juliaca. 
 
Acerca de la 
política criminal 








- Aumento de pena. 
- Creación de delitos. 
- Ministerio público. 
 
Se recurrirá a la guía de 
entrevista abierta no 
estructurada y uso de fichas 
bibliográficas de recolección de 
datos; trabajo de laboratorio 







incremento de la 
delincuencia 
común en Juliaca 
(2012-2013) 
 
- Delitos comunes. 
 






- Cuestionario de pregunta. 
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Delincuencia Común en Juliaca (2012-2013), 
 
NOMBRE DE LA TESISTA: 
Bachiller: Dionini HUMPIRI HUAMÁN 
 
ENTREVISTA 
La presente guía de entrevista no estructurada será aplicada a los ciudadanos 
comerciantes formales (con establecimiento comerciales en funcionamiento en 
el centro urbano de la ciudad); profesionales entre profesores y abogados 
conductores de los llamados triciclistas (taxicholos); mototaxista; y ciudadanos 
transeúntes de la ciudad de Juliaca. 
 
I. DATOS GENERALES DEL PROFESIONAL ENTREVISTADO: 
Apellidos y Nombres:………………………………………………………… 
Profesión  :………………………………………………………….. 
Cargo   :………………………………………………………….. 
DNI   :………………………………………………………….. 
Edad   :…………….años 
Sexo   :. masculino (   ) femenino (   ) 
Estado civil:   soltero (   ) casado (   ) divorciado (   ) 
 
II. PREGUNTA ABIERTA DE LA ENTREVISTA: 
 
Sr. (a) ciudadanos de la ciudad de Juliaca, sírvase a realizar la siguiente y 
única pregunta, el mismo que me ayudara a desarrollar mi tesis. 
 
¿De los problemas indicados cuál considera Ud., más importante en la 
ciudad de Juliaca y que requiere urgente solución de parte de las 
autoridades? 
……………………………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………… 
……………………………………………………………………………………… 
